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INTRODUCCION. 


Una  cuestión  grave  se  ha  promovido,  con  motivo  de 
haberse  provisto  por  el  Romano  Pontífice  la  Sede 
vacanie^-de  este  Arzobispado.  A  formarla  han  con- 
currido circunstancias,  cuya  índole  y  tendencias  nece- 
sitan de  un  exámon  profundo,  que  sirva  para  ilustrar- 
la, á  los  ojos  de  los  que  no  se  hallan  en  condiciones 
de  comprender  toda  su  trascendencia  y  magnitud. 

Es,  ante  todo,  una  cuestión  de  principios,  en  el  ter- 
reno religioso,  cuya  solución,  según  el  carácter  que 
tuviere,  puede  contribuir  al  [.bienestar  común  ó  causar 
hondas  perturbaciones  en  las  conciencias. 

Los  Poderes  públicos,  llamados  á  resolverla,  de- 
bieran inspirarse  en  los  mas  puros  sentimientos  de 
^  interés  por  el  orden  social,  procurando  sacar  incólu- 
mes, de  entre  las  asechanzas  de  wsecta,  los  principios 
fundamentales  sobre  que  reposa  e¡  orden  moral,  prin- 
cipios, que  jamas  hemos  perdido  de  vista,  desde  el 
■acimiento  de  nuestra  civilización. 

Un  esfuerzo  supremo  de  voluntad  puede  prevenir 
el  mal;  una  mirada  reflexiva  y  austera,  descubrir  toda 
su  deformidad. 


r 
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Las  cuestiones  religiosas  asumen  un  carácter  ele- 
vado, cuando,  al  través  de  intereses,  que  parecen  de 
mera  disciplina,  asoman  otras  de  altísima  significación 
dogmática.  Entonces  merecen  la  delicada  y  preferen- 
te atención  del  filósofo  y  del  estadista,  porque  se  re- 
fieren á  lo  mas  esencial  que  tiene  la  vida  de  un  pueblo. 

Desgraciadamente ,  atravesamos  una  época  en  la 
historia  de  la  civilización,  en  la  que  existen  muchos 
espíritus  ligeros  y  superficiales,  quienes  relegan  á  un 
orden  secundario  las  cuestiones  religiosas,  teniéndolas 
en  menos  que  otra  clase  de  intereses. 

Sin  embargo,  en  nuestro  pais  hay  quien  nos  escu- 
che: el  sentimiento  católico  no  está,  no  ha  estado 
nunca  adormecido,  y  en  cuestiones  como  la  presente 
sabe  levantarse  á  la  altura  de  la  situación. 

Por  eso  vamos  á  consignar  en  unas  cuantas  páginas 
los  límites  y  fundamentos  de  una  cuestión,  que,  si  lle- 
gase á  desarrollarse  en  toda  su  amplitud,  seria  la  pri- 
mera en  su  género  de  que  tuviese  memoria  el  pais; 
pero,  al  mismo  tiempo,  la  única  que  bastarla,  por  sí  so- 
la, para  dejar  fijada  la  condición  futura  de  los  princi- 
pios é  intereses  católicos  en  el  Perú. 
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CUESTION  DEL  ARZOBISPADO. 


CAPITULO  PRIMERO. 


ANTECEDENTES  DE  LA  CUESTION  Y  SU  PUNTO  DE  PARTIDA. 


Se  hallaba  en  ejercicio  el  Poder  Legislativo ,  en  su 
período  legal  de  1870,  cuando  el  Illmo.  Señor  de  Go- 
yeneche,  que  gobernaba  esta  arquidiócesis,  cargado 
de  años  y  lleno  de  merecimientos,  sintiéndose  sin  fuer- 
zas para  continuar  desempeñando  las  complicadas  la- 
bores de  su  cargo  pastoral,  se  dirigió  al  Poder  Ejecu- 
tivo, pidiéndole  su  beneplácito  para  elevar  preces  á  Su 
Santidad,  á  fin  de  que  instituyese,  como  coadjutor  suyo, 
con  derecho'á  futura  sucesión,  al  Illmo.  Señor  Orueta, 
Obispo  de  Trujillo,  en  quien  se  habia  fijado  con  tal 
objeto  (1). 

El  Poder  Ejecutivo  podia,  desde  luego,  acceder  á 
tan  importante  y  justa  demanda,  atendida  la  urgencia 
del  caso  y  á  que,  si  bien  es  cierto  que  el  carácter  de 
futura  sucesión,  anexo  á  la  solicitada  coadjutoría,  im- 


[1]  Véase  el  documento  N?  1. 


Í)ortaba  el  nombramiento  anticipado  de  Arzobispo, 
a  ley  no  habia  previsto  este  caso,  mucho  mas,  tratán- 
dose, como  se  trataba,  de  la  simple  traslación  de  un 
Obispo  sufragáneo  á  la  silla  metropolitana.  Puso  ,  no 
obstante,  en  conocimiento  del  Congreso,  en  6  de  Di- 
ciembre del  mismo  ano,  el  vehemente  deseo  del  anciano 
Prelado,  antes  de  dar  el  paso  que  éste  le  pedia  (1);  y 
el  Congreso,  desentendiéndose  del  particular,  cerró 
sus  sesiones,  poco  después,  y  no  dio  respuesta  alguna. 

Entonces,  el  Illmo.  Señor  de  Goyeneche,  viendo  que, 
con  sus  crecientes  achaques,  se  robustecia  la  causa 
de  su  petición,  reiteró  ésta  al  Gobierno,  manifestándo- 
le á  la  vez  las  muy  poderosas  razones  de  que  se  halla- 
ba asistido  para  considerai  que,  ni  merecia  aplazarse 
el  asunto,  ni  era  de  la  competencia  del  Legislador  (2). 

El  Gobierno  pidió  el  parecer  de  los  dos  Fiscales  de 
la  Excma-  Corte  Suprema,  quienes  opinaron  en  un 
todo  conformes  con  lo  que  se  pretendia  (3);  y  luego, 
después  de  aducir  ocho  considerandos,  en  el  decreto 
resolutivo  de  27  de  Julio  de  187J,  declaró  que  no  le 
era  posible  acceder  á  lo  que  se  solicitaba  (4). 

Tan  inesperada  resolución  creaba  evidentemente  un 
conflicto:  por  un  lado,  el  ilustre  Decano  del  episcopa- 
do católico  se  sentia  desfallecer  á  cada  instante,  y 
sus  trémulas  manos  no  podian  manejar  ya  las  riendas 
del  gobierno  eclesiástico;  y,  por  otro,  el  Poder  civil  le 

ÍH'ivaba  del  apetecido  alivio.  Para  terminarlo,  el  Pre- 
ado  se  resolvió  á  dar  la  última  prueba  de  prudencia, 
después  de  tantas  como  tenia  dadas  en  el  trascurso 
de  su  vida;  y  haciendo  saber  al  Gobierno  su  intención 
de  no  insistir  en  que  el  Coadjutor,  que  pedia,  tuviese 
el  carácter  de  futura  sucesión^  cosa  que  habia  engen- 
drado el  conflicto  (5),  obtuvo  lo  que  pretendia,  y  vio 
colmados  sus  deseos  (6). 


1]  Véase  el  documento  N?  2. 

'2]  Véase  el  documento  N?  3. 

'3]  Véanse  los  documentos  números  4  y  5. 

^4]  Véase  el  documento  N?  6. 

[5]  Véase  el  documento  N?  7. 

^6]  Véase  el  documento  N?  8. 
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En  consecuencia,  se  elevaron  las'preces  al  Romano 
Pontífice,  quien  accedió  benignamente  á  lo  solicitado, 
aunque  no  era  de  práctica  común,  y  nombró,  ademas, 
de  motu  propio,  al  Illmo.  Señor  Orueta  Administra- 
dor Apostólico  de  esta  Arquidiócesis.  En  virtud  de  es- 
te nombramiento,  se  hizo  cargo  del  Gobierno  ecle- 
siástico. J\ías,  desde  el  primer  momento,  se  vió  obli- 
gado á  confiarlo  á  un  Gobernador  eclesiástico  y  á 
trasladarse  á  un  clima  mas  favorable  á  su  quebranta- 
da salud.  En  este  intervalo  de  tiempo,  cuando  la  Igle- 
sia se  hallaba  gobernada  por  \m  Vicario,  mientras  que 
el  señor  Obispo  residia  en  el  Barranco,  aconteció  la 
deplorada  muerte  del  Illmo.  señor  Goyeneche,  que 
privaba  á  la  Arquidiócesis  del  presíijio  y  respetabili- 
dad, que  causaba  la  sola  presencia  de  tan  venerando 
Pastor. 

Resuelto  el  pasado  Gobierno  á  prevenir  las  dificul- 
tades de  una  larga  vacante  y  viendo  al  Illmo.  Señor 
Orueta  desgraciadamente  impedido  de  ejercerlas  fun- 
ciones episcopales,  por  la  continuación  de  su  enferme- 
dad ,  creyó  conjurar  aquellos  inconvenientes,  aliviar 
al  digno  Prelado  y  consultar  mejor  los  intereses  de  la 
Iglesia,  elevando  preces  á  Su  Santidad,  en  favor  del 
Illmo.  Señor  Valle,  prévio  acuerdo  unánime  del  Con- 
sejo de  Ministros.  Así  consta  del  texto  literal  del  Men- 
sage  del  finado  Presidente,  de  la  Memoria  del  Minis- 
tro del  ramo  y  del  decreto  de  30  de  Marzo  último, 
publicado  en  los  periódicos  de  la  capital  (1). 

El  Sumo  Pontífice  ,  acogiendo  benignamente  la  sú- 
plica y  conocedor  de  los  méritos  personales  del  can- 
didato, le  instituyó  Arzobispo,  con  sus  letras  apos- 
tólicas de  4  de  Junio  último,  y  en  el  Consistorio  habido 
el  29  de  Julio  anunció  solemnemente  dicha  institu- . 
cion  (2). 

El  breve  de  institución  se  encuentra  ya  en  manos 
del  agraciado ,  quien  lo  ha  puesto  en  conocimiento 
del  Supremo  Gobierno ,  según  se  asegura  general- 
mente. 


[1]  Véanse  los  documentos  N?  9  y  10. 
[2]  Véase  el  documento  N?  11. 
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Hasta  aquí,  los  antecedentes  de  la  presente  cuestión. 
Ella  se  reduce,  principalmente,  á  que  está  casi  desco- 
nocido el  nombramiento  hecho  por  el  Romano  Pontí- 
fice, á  causa  de  que  se  pretende  ver  una  trasgresion 
de  las  leyes  civiles  sobre  patronato,  en  el  decreto  re- 
lativo á  las  preces,  que  se  elevaron  en  30  de  Marzo. 

En  efecto  :  el  Poder  Legislativo  ,  por  su  parte,  de- 
sentendiéndose del  nombramiento,  que  constaba  de 
pública  notoriedad  y  aun  de  documentos  oficiales  , 
aprobó  un  proyecto  (1),  exigiendo  del  Ejecutivo  la 
remisión  de  ternas  para  proceder  á  la  elección;  y  el 
Ejecutivo,  por  la  suya,  después  de  conseguir  en  una 
sesión  secreta  que  las  Cámaras  aplazasen  su  exigen- 
cia (2),  ha  acreditado  una  misión  especial  cerca  del 
Padre  Santo,  para  que  trate  de  conseguir  de  éste  que 
dé  por  retiradas  las  preces  en  favor  del  Illmo.  Señor 
Valle. 

Estos  son,  narrados  con  suma  fidelidad,  todos  los 
precedentes  de  la  cuestión  y  su  punto  de  partida;  va- 
mos ahora  á  entrar  en  su^exámen  jurídico-religioso. 

CAPITULO  n. 

su  ASPECTO  JURIDICO-BELIGIOSO. 

Nadie  ignora,  entre  los  católicos,  que  N.  S.  Jesu- 
cristo instituyó  su  Iglesia  independiente  de  los  pode- 
res temporales,  dotándola  de  todo  lo  necesario  para 
que  existiese,  en  forma  de  sociedad  perfecta,  hasta  la 
consumación  de  los  siglos.  Dios  verdadero  y  Señor 
absoluto  de  cuanto  existe  ó  puede  existir,  en  todo  or- 
den de  cosas,  el  Divino  Listitutor  de  la  Iglesia  realizó 
su  obra,  ordenada  á  la  salvación  del  linage  humano, 
sin  consultarse  con  nadie  ,  sin  pedir  venia  á  ninguna 
autoridad  humana,  obrando  y  disponiéndolo  todo,  con 
la  misma  soberana  independencia  con  que  creó  el  cie- 
lo y  la  tierra  y  fijó  sus  leyes  á  la  naturaleza.  Quiso 
que  á  esta  gran  sociedad .  que  llamó  su  reino  en  la 


[1]  Véase  el  documento  N?  12. 
[2]  Véase  el  documento  JS?  13. 
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úervñ^reíno  que  no  es  de  estemmido  (1),  porque  no  de- 
pende de  las  autoridades  terrenas,  concurriesen  to- 
das las  gentes,  sin  distinción  ninguna,  ni  de  lugar,  ni 
de  tiempo ,  ni  de  raza ,  ni  de  estado ,  so  pena  de 
condenación  eterna.  Estableció  en  el  seno  de  esta 
Iglesia  una  jerarquía  maravillosamente  ordenada  de 
Pastores,  Doctores  ,  Sacerdotes  y  Ministros  ,  á  fin  de 
que  todo  el  cuerpo  social  se  mantuviese  compacto,  se 
difundiese  la  vida  en  todos  los  miembros,  se  esparcie- 
se la  luz  del  Evangelio  en  todos  los  ángulos  de  la  tier- 
ra y  de  que  ,  con  el  aumento  ,  siempre  creciente  ,  no 
hubiese  peligro  de  que  se  perdiera  la  unidad  en  la  fé, 
en  la  moral  y  en  la  disciplina.  Los  doce  Apostóles,  es- 
cogidos por  el  mismo  -Redentor  entre  las  clases  mas 
viles  y  despreciables,  para  que  resplandeciese  con  mas 
brillo  el  divino  Poder  ,  fueron  los  primeros  llamados  á 
cumplir  la  augusta  misión  de  anunciar  el  Evangelio, 
de  conquistar  las  gentes  para  el  reino  de  Cristo  y  de 
regirlas  y  gobernarlas,  según  los  preceptos  de  la  nue- 
va ley. 

Mas,  no  quedó  en  esto  la  obra  del  Divino  Redentor: 
su  presencia  en  este  mundo  debia  ser  temporal,  mien- 
tras que  la  Iglesia  debia  permanecer  hasta  el  fin  de 
los  siglos,  presentando  invariablemente  los  caracteres 
de  una  admu'able  unidad,  de  un  reino  divinamente  or- 
denado, de  un  solo  rebaño  bajo  el  cayado  de  v.n  solo  Pas- 
tor^). Era,  pues,  necesario,  á  fin  de  que  nada  falta- 
se á  la  realización  completa  de  los  designios  divinos, 
que,  ademas  de  los  Pastores,  encargados  de  apacentar 
la  grey  en  las  diversas  partes  del  mundo  ,  se  eligiese 
á  uno,  que,  teniendo  en  sus  manos  la  suma  del  poder, 
»  sirviese  de  centro  déla  unidad  y  de  Vicario  3^ repre- 

sentante del  Hijo  de  Dios  en  la  tierra. 

Consultando  el  Evangelio,  examinando  las  tradicio- 
nes y  escuchando  las  definiciones  de  los  concilios, 
sabemos  que  IST.  S.  Jesucristo  proveyó  á  esta  necesi- 
dad de  la  manera  mas  completa.  Entre  los  doce  Após- 
toles, escogió  á  Pedro  y  le  constituyó  su  Vicario  en  el 


(1)  S.  Juan,  cap.  18,  v.  36. 

(2)  Id,  cap.  10,  V.  16. 
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Gobierno  de  la  Iglesia,  confiriéndole,  y  en  su  persona 
á  todos  sus  sucesores,  la  plenitud  de  la  autoridad,  pa- 
ra apacentar,  regir  y  gobernar  la  Iglesia  universal. 
Tu  eres  Pedro  ,  Te  dijo  ,  y  sobre  esta  piedra  edificaré 
mi  Iglesia  (1)  ;  de  suerte  que  ,  á  la  manera  que  el 
edificio  recibe  su  fuerza  y  solidez  del  fiindamento, 
asi  la  Iglesia  universal  tendrá  de  tí,  mediante  la  vir- 
tud y  el  poder  que  te  comunico,  la  consistencia  y 
solidez  necesarias,  para  vencer  los  asaltos,  que  no  de- 
jarán de  darle  las  puertas  del  infierno:  te  daré  la^ 
llaves  de  mi  oxino  (2),  para  que,  en  mi  nombre,  ejer- 
zas una  postestad  soberana  en  mi  Iglesia,  sin  depen- 
der de  nadie;  ates  y  desates,  como  juzgares  mas  con- 
veniente ,  teniendo  por  seguro  que  lo  que  atares  en 
la  tierra  será  atado  en  los  cielos,  y  lo  que  desatares  sobre 
la  tierra  será  desatado  en  los  cielos  (3). 

Antes  de  subir  á  los  cielos,  cumplió  el  Divino  Re- 
dentor esta  promesa,  cuando,  después  de  haber  reci- 
bido de  Pedro  un  triple  testimonio  de  amor,  le  dijo: — 
.pasee  agnos  meos,  pasee  oves  meas  (4).  Sencillas,  pe- 
ro sublimes  palabras  y  de  una  significación  amplí- 
sima; pues  ,  asi  como  todos  los  que  pertenecen  al  re- 
baño de  Cristo,  sean  Obispos,  Emperadores  ó  Reyes, 
en  virtud  de  las  citadas  palabras  ,  están  sujetos  á  Pe- 
dro; asi  también  la  autoridad  de  Pedro  y  de  sus  suce- 
sores en  el  Pontificado  comprende  en  su  amplitud 
todos  los  actos,  que  son  de  cualquier  manera  necesa- 
rios para  apacentar  la  Iglesia  universal. 

Por  todos  estos  fimdamentos  del  derecho  divino  y 
apoyados  en  la  constante  y  universal  tradición  de  la 
Iglesia  católica  ,  los  Padres  del  Concilio  Vaticano  de- 
finieron dogmáticamente  las  siguientes  verdades  cató- 
licas: Si  quis  igitur  dixerit,  beatum  Petrum  Apostolum 
non  esse  á  Christo  Domino  constitutum  Apostolorum 
omnium  Principem  et  totius  EcclesisB  militantis  visibile 
caput;  vel  eumdem  honoris  tantum,  non  autem  verae 


[1]  S.  Mateo,  caí).  16,  v.  18. 
[2]  Id.  cap.  16,  V.  19. 
[3)  Id.  id, id. 

[4]  S.  Juan,  cap.  21,  y.  15. 
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propriaeque  jurisdictionis  primatiim  ab  eodem  Domino 
nostro  losn  Christo  directe  et  immediate  accepisse,  ana- 
thema  sit  (1). 

Si  qiiis  ergo  dixerit,  non  esse  ex  ipsiiis  Christi  Do- 
mini  institutione,  seu  iiiro  divino,  ut  beatns  Petrus  in 
primatii  super  iiniversam  Ecclesiam  liabeat  perpe- 
tuos successores;  aut  Roinanuui  Pontificem  non  esse 
beati  Petri  in  eodem  pnniatu  successorem,  anathema 
sit  (2).  ^ 

Si  quis  itaque  dixerit,  Romamim'Pontificem  habere 
taníiimmodo  officium  inspectionis  vel  directionis,  non 
autem  plenam  et  supremam  potestatem  jurisdictionis 
in  universam  Ecciesi.im,  non  solum  in  rebus,  quae  ad 
fidem  et  mores,  sed  etiam  in  iis,  quae  ad  disciplinan!  et 
régimen  Eclesiae  per  totum  orbem  diffusae  pertinent; 
aut  eum  babere  tantum  potiores  partes,  non  vero  to- 
tam  plenitudinem  huius  supremae  potestatis;  aut  banc 
eius  potestatem  non  esse  ordinariam  et  inmediatam 
sive  in  omnes  ac  singnias  e'cclesias,  sive  in  omnes  et 
singulos  Pastores  et  fideles,  anathema  sit  (3). 


[1]  Si  alguno,  pues,  dijere  que  el  Bienaventurado  Apóstol  Pe- 
dro no  ha  sido  constituido  Príncipe  de  todos  los  Apóstoles  y  Cabeza 
visible  de  toda  la  Iglesia  militante  por  Cristo  Nuestro  Señor;  ó  que 
el  mismo  Pedro  no  recibió  directa  é  inmediatamente  de  Nuestro 
Señor  Jesucristo  el  Primado  de  verdadera  y  propia  jurisdicción,  si- 
no tan  solo  el  Primado  de  honor;  sea  exco Jaulgado.  ^Concilio  Vati' 
cano,  Sesión  IV,  cap.  /.] 

[2]  Si  alguno ,  pues  ,  dijere  que  no  es  de  institución  del  mismo 
Cristo  Nustro  Señor,  ó  sea  de  derecho  divino,  que  el  Bienaventura- 
do Pedro  tenga  sucesores  perpetuos  en  el  Primado  sobre  toda  la 
Iglesia;  ó  que  el  Romano  Pontífice  no  es  el  sucesor  de  San  Pedro 
en  el  miemo  Primado;  sea  excomulgado.  [Concilio  Vaticano,  Sesión 
IV,  cap.  11.^ 

[3]  Si  alguno ,  por  tanto  ,  dijere  que  el  Romano  Pontífice  tiene 
únicamente  el  cargo  de  inspección  y  dirección,  pero  no  plena  y  su- 
prema potestad  de  jurisdicción  sobre  la  Iglesia  universal,  no  solo 
en  las  cosas  relativas  á  la  fé  y  costumbres;  sino  también  en  las  rela- 
tivas á  la  disciplina  y  gobierno  de  la  Iglesia  difundida  por  todo  el 
orbe;  ó  que  tínicamente  posee  la  parte  principal  de  esta  potestad 
suprema,  pero  no  toda  la  pienitud  de  la  misma;  ó  que  esta  potestad 
del  Romano  Pontífice  no  es  ordinaria  é  inmediata  sobre  todas  y 
cada  una  de  las  Iglesias  y  sobre  todos  y  cada  uno  de  los  Pastorea  y 
de  loa  fieles;  sea  excomulgado.   IConcilio  Vaticano ,  Sesión  IV,  cap. 


» 
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Una  vez  establecidos  estos  principios,  apenas  pa- 
rece posible  que,  en  un  pais  católico,  pueda  subsistir 
la  siguiente  cuestión: 

¿A  quién  "pertenece  el  derecho  de  elegir,  nombrar 
é  instituir  Obispos  en  todo  el  orbe  católico? 

Tanto  valdría  preguntar  ó  poner  en  cuestión  á  quien 
pertenezca  el  derecho  de  nombrar  los  Prefectos  y  de- 
mas  autoridades  políticas  de  una  ú  otra  nación.  ¿Có- 
mo, en  efecto,  es  posible  dudar  de  que  la  provisión  de 
las  Iglesias  vacantes  pertenece  únicamente  á  aquel, 
que  recibió  de  Dios  la  suprema  autoridad  para  regir 
la  Iglesia  universal  y  para  proveer  á  las  necesidades 
de  todo  el  rebaño  de  Cristo?  ¿  No  es  acaso  un  verda- 
dero actXí  de  soberanía  el  designar  y  nombrar  las  au- 
toridades inferiores,  que  deben  regir  una  determinada 
provincia?  Y  ¿no  es  el  Papa  quien  ejerce,  por  institu- 
ción divina,  la  soberanía  espiritual  en  la  Iglesia  cató- 
lica? ¿lían  dejado  acaso  los  Obispos  de  ser  los  suce- 
sores de  los  Apóstoles,  los  "Pastores  de  las  almas,  los 
depositarios  de  la  fe,  los  guardianes  de  la  disciplina 
eclesiástica,  para  convertirse  en  funcionarios  civiles? 
Y  ¿á  quién  compete  el  oficio  y  el  derecho  de  perpe- 
tuar en  la  tierra  la  misión  de  los  Apóstoles,  repitiendo, 
toda  vez  que  la  necesidad  lo  exija: — euntes  in  mundum 
universum^  proexlicate  Evangéíhim  omni  creaturce,  (1) 
sino  á  aquel  á  quien  el  Divino  F undador  de  la  Iglesia 
dejó  en  calidacl  de  Vicario  y  representante  suyo  en 
este  mundo?  Considérese,  finalmente,  que  de  Ja  elec- 
ción de  los  Obispos  depende,  en  gran  parte,  el  bienes- 
tar de  la  Iglesia  y  que,  por  consiguiente,  ni  entró,  ni 
podia  entrar  eñ  el  plan  divino  de  su  constitución  el 
dejar  este  importantísimo  asunto,  fuera  de  las  atribu- 
ciones del  Jeíe  visible  de  la  misma  Iglesia. 

Los  que  opinan  de  diversa  manera,  los  que  quieren 
á  todo  trance  atribuir  á  los  Gobiernos  civiles  un  cierto 
derecho  sobre  la  elección  de  los  Obispos,  no  solo  alte- 
ran, con  mano  atrevida,  la  grande  obra  de  Dios  en  la 
mstitucion  de  la  Iglesia,  sino  qué,  para  defender  tal 
pretendido  derecho,  corren  gravísimo  riesgo  de  acep- 


(1)  S.  Marcos,  cap.  16,  v.  15. 


—  13  — 

tar  principios  anatematizados  por  la  Iglesia  y  de  in- 
currir en  el  cisma  o  en  la  herijia. 

Léanse  de  principio  á  fin  ios  Sagrados  Evangelios 
y  cítese,  si  es  posible,  un  solo  texto,  una  sola  palabra, 
un  hecho  cualquiera  de  N.  S.  Jesucristo,  del  cual  pue- 
da, en  alguna  manera,  deducirse  el  derecho  sosteni- 
do por  los  regalistas.  Habló,  sí,  el  Divino  Maestro  de 
dar  [á  César  lo  que  es  de  Cesar,  (1)  cuando  se  presen- 
tó la  cuestión  de  los  tributos,  mas,  nunca,  cuando  se 
trataba  del  régimen  de  su  Iglesia.  Y  ,  si  habló  en  es- 
tas ocasiones  de  los  Reyes  y  de  los  Príncipes,  no  fué, 
ciertamente,  para  otorgarles  derechos  en  el  gobierno 
de  la  Iglesia,  sino  para  prevenir  á  sus  discípulos  con- 
tra sus  asechanzas;  et  ad  Frcesides  et  ad  Beges  du- 

cemini  propter  me   Cum  autem  tradent  vos 

nolite  cogitare  qnomodo  aut  quid  loquamini  (-2).  Lle- 
nos los  Apóstoles  del  espíritu  de  su  Divino  Maes- 
tro y  decididos  á  poner'en  práctica  las  saludables  en- 
señanzas que  habían  recibido,  se  repartieron  por  toda 
la  tierra  y,  sin  pedir  permiso,  ni  á  los  Reyes,  ni  á 
los  F^mperadores,  fundaron  Iglesias,  donde  pudieron, 
eligieron  é  instituyeron  Obispos  y,  cuando  encontra- 
ron resistencias  en  las  autoridaaes  humanas,  no  se 
amedrentaron,  ni  volvieron  atrás,  sostenidos  por  el  pre- 
cepto divino:  —  oh'dire  oportet  Dea  magis  quam  homi- 
nihus  (3).  Lo  mismo  se  verificó  en  las  épocas  que  si- 
guieron; y  si  hubo  alguna  variación,  respecto  á  la  dis- 
ciplina observada  en  la  elección  de  Obispos,  especial- 
mente para  comprobar  la  idoneidad  y  suficiencia  de 
los  promovendos,  jamás  fueron  alterados  los  princi- 
pios, que,  por  ordenación  divina,  deben  regir  en  esta 
materia;  nunca,  en  una  palabra  ,  fué  admitido  que  los 
Gobiernos  temporales  tuviesen,  por  sí,  el  derecho  de 
mezclarse  en  la  elección  de  los  Obispos. 


(1)  S.  Mateo,  cap.  22,  v.  21. 

(2)  Y  por  mi  causa  seréis  conducidos  ante  los  gobernadores  y  los 

Reyes   si  bien  cuando  os  hicieren  comparecer,  no  os 

dé  cuidado  el  como  ó  lo  que  habéis  de  hablar.  S.  Mateo,  cap.  10,  v, 
18  y  19. 

(3)  Es  necesario  obedecer  á  Dios,  antes  que  á  los  hombres.  Ac- 
tos de  los  apóstoles,  cap.  5,  v.  29. 
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Algunos  estraviados  publicistas,  derrotados  en  el 
terreno  teológico,  han  pretendido  legitimar  la  ingeren- 
cia de  los  Gobiernos  en  la  elección  de  Obispos,  deri- 
vándola de  la  soberanía  nacional.  ^•A€aso  no  eran  So- 
beranos legítimos,  investidos  de  todos  los  derechos  de 
la  soberanía,  los  Césares  del  Imperio  romano,  los  Nero- 
nes y  los  Dioclecianos?  lo  eran,  indudablemente;  y  co- 
mo tales,  fueron  reconocidos  por  el  mismo  Jesucristo 
y  por  sus  Apóstoles,  siendo  esta  la  causa  de  que  el  Di- 
vino Redentor  recomendase  dar  á  Ceso.r  lo  que  es  de 
César ^  (1)  y  reconociese  en  su  Juc^  el  derecho  de  vi- 
da y  muerte;  (2)  de  que  San  Pablo  (reinando  en- 
tonces Nerón)  recomendase:  ^fieri  obsecrationes^  ora- 

Uones  -pro  Regibus  et  ómnibus  qui  in  suhlimitate 

9unt  ut  quietam  et  tranquülam  vitam  agamm  (3);  (es 
decir,  para  que  no  nos  molesten)  y  de  que,  en  fin,  San 
Pedro  prescribiese  la  sujeción  y  obediencia  á  los  Reyes 
J  á  los  que  mandan,  puestos  por  voluntad  de  Dios  en 
este  mundo,  para  castigar  á  los  malos  y  defender  á  los 
buenos,  ad  vindictam  malefactor iim^  laudem  vero  bono- 
rum  (4). 

Supuesto  este  principio,  acerca  del  cual  no  puede 
oaber  duda  alguna,  forzoso  es  admitir  que,  si  verda- 
deramente la  ingerencia  de  los  Gobiernos  en  la  elec- 
ción de  los  Obispos  es  un  derecho  inherente  á  la 
soberanía  nacional,  el  Divino  Fundador  de  la  Iglesia 
Católica,  los  Apostóles  y  los  primeros  operarios  evan- 
gélicos debieron,  no  solo  arreglar  su  conducta  en  con- 
formidad con  el  pretendido  derecho  de  los  Soberanos 
temporales,  sino  también  dejar  alguna  enseñanza  doc- 
trinal, que  tuviese  cierta  relación,  mas  ó  menos  ex- 
plícita, con  dicha  prerogativa  de  los  Gobiernos. — Aho- 
ra bien;  consúltese  la  historia  y,  no  solo  no  se  encon- 


(1)  S.  Mateo,  cap.  22.  v.  21. 

(2)  S.  Juan,  cap.  19,  t.  10. 

(3)   que  se  hagan  aúplicafl,  oraciones  por  los  reyea'j 

por  todos  loa  constituidos  en  alto  puesto,  á  fin  de  qne  tengamos  una 
▼ida  quieta  y  tranquila.  Ep.  I  de  S.  Pablo  á  Timoteo,  cap.  2.  v.  1. 

(4)    para  caatigo  de  los  malhechores,  y  alabanza  y  premio 

de  loi  buenos.  Ep.  1.  de  S.  Pedro,  cap.  %  ▼.  14. 
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trará  lo  que  se  desea  ,  sino  que  se  demostrará  todo  lo 
contrario. 

Y  á  fin  de  que  los  adversarios  (;on  quienes  comba- 
timos comprendan  de  una  sola  mirada  la  absur- 
didad de  los  argumentos,  que  repiten  sobre  esta  ma- 
teria, sepan  y  entiendan,  una  vez  por  todas,  que  la 
Iglesia  no  es  un  Colegio  ó  una  asociación  particular, 
establecida  dentro  de  los  límites  de  uno  ú  otro  Esta- 
do, en  virtud  del  beneplácito  acordado  por  el  Sobera- 
no; no  es  una  institución  comparable  á  lasque  suelen, 
sobre  todo  en  estos  tiempos,  nacer  en  el  seno  de  los 
Estados  y  que  son  naturalmente  subordinadas  á  la 
suprema  autoridad  política  ; — no  :  la  Iglesia  Católica 
es  el  Reyno  de  üios,  establecido  en  este  mundo  para 
ia  salvación  de  las  almas;  sus  límites  son  los  mismos 
del  orbe  de  la  tierra  (1);  sus  subditos  son  todas  las 
gentes  (2);  su  objeto  es  conquistar  todo  el  mundo  pa- 
ra salvarlo:  euntes  in  mitndum  universum;  su  derecho 
para  existir  y  ejercitar  su  autoridad  no  nace  de  bené- 
volas concesiones  humanas,  sino  de  Aquel  que  dijo 
de  si  mismo:  Data  est  mihi  omnis  potesfas,  in  codo  et 
in  ierra  (3).  Resulta  de  aquí  que  los  Estados  po- 
líticos son  pequeñas  partes  de  la  gran  sociedad  hu- 
mano-divina, que  llamamos  Iglesia,  y  que  no  es  ra- 
cionalmente posible  concebir  que  á  los  Jefes  de- 
dichos Estados  competan  derechos  sobre  asuntos  con 
cernientes  al  gobierno  general  de  la  Iglesia  Católica. 
Tan  monstruosa  confusión  deformaría  la  obra  de  Dios 
y  la  nueva  Jerusalen,  que  es  lalglesia,  se  trasforma- 
ria  en  una  nueva  Babel. 

Tal  vez  replicarán  los  regalistas  que  deprimimos  de- 
masiado la  autoridad  de  los  soberanos  y  que  subordi- 
namos á  la  Iglesia  la  soberanía  política.  Tan  lejos  es- 
tamos de  afirmar  tal  cosa,  que  somos  los  primeros  en 
reconocer,  proclamar  y  defender  la  independencia  de 
la  autoridad  política,  dentro  de  la  esfera  de  su  compe- 


_  [1]  S.  Marcos,  cap.  16.  t.  15. 
[2]  Id.  id.  id. 


f3]  A  mi  Be  me  ha'd*do  toda  potesíad  en  el  cielo  j  en  la  tieira 
S.Mateo,  cap.  28,  y.  18. 
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tencia.  Y  precisamente,  porque  la  reconocemos  y  la 
acatamos,  como  obra  de  Dios,  autor  He  la  naturaleza, 
seriamos  los  primeros  en  protestar,  si  la  autoridad  ecle- 
siástica presumiese  arrogarse  la  menor  ingerencia  en 
el  nombramiento  de  los  altos  funcionarios  civiles,  bajo 
el  frivolo  pretexto  de  que  estas  autoridades  pueden 
alguna  vez  ser  hostiles  á  los  intereses  de  la  Iglesia;  y 
condenariamos,  igualmente,  el  procedimiento  de  la  au- 
toridad eclesiástica,  si,  por  ejemplo,  en  vez  de  reco- 
mendar la  obediencia  á  los  funcionarios  nombrados  por 
el  Jefe  del  Estado,  predicase  su  desconocimiento  é  in- 
citase á  la  rebelión. 

Todo  esto  seria  manifiestamente  contrario  á  la  ple- 
na y  perfecta  independencia  de  que  deben  gozar  los 
Gobiernos  en  el  orden  político.  Reconociendo  y  pro- 
fesando esta  doctrina  ,  solo  exigimos  que  nuestros 
adversarios  apliquen  con  imparcialidad  los  mismos 
principios,  cuando  se  trata  de  la  independencia  de 
la  Iglesia  ,  en  el  ejercicio  de  los  derechos  y  de  las 
funciones,  que  le  fueron  conferidas  por  su  Divino  Fun- 
dador. La  aplicación  es  fácil  y  las  consecuencias  no 
pueden  ser  mas  claras,  para  los  que  no  quieran  cerrar 
los  ojos  á  la  luz  de  la  evidencia. 

Pero,  es  un  hecho,  dicen,  que  los  Soberanos  católi- 
cos han  ejercitado  ciertos  derechos  en  la  elección  y 
nombramiento  de  los  Obispos,  con  noticia  y  aprobación 
de  la  misma  autoridad  eclesiástica.  íío  desconocemos 
el  hecho;  mas  de  él  solóse  deduce  que  no  le  sea  veda- 
do á  la  autoridad  eclesiáwStica  el  permitir,  en  ciertos 
casos,  y  también  el  conceder  que  los  Soberanos  ten- 
gan alguna  ingerencia  en  la  elección  de  los  Obispos. 

En  cuanto  al  derecho  de  soberanía,  los  Jefes  de  los 
Estados  católicos  son  iguales  á  los  Jefes  de  los  Esta- 
dos no  católicos.  La  calidad  de  católicos  les  impone 
mas  bien  el  deber  de  respetar  la  autoridad  establecida 
por  Dios  en  la  Iglesia  y  de  proteger  la  libertad  é  in- 
depencia  de  la  misma.  Si  cumpUni  bien  €on  este  de- 
ber, la  Iglesia,  Madre  amorosa,  no  ha  dejado  nunca 
de  rodear  la  autoridad  de  los  Soberanos  de  honores  y 
privilegios,  mas  6  menos  insignes.  De  aquí  ha  nacido 
el  derecho  en  los  Soberanos  de  presentar  Obispos. 
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Fuera  del  caso  de  una  concesión  graciosa  de  parte 
de  la  Iglesia  ,  solo  ha  sido  un  abuso  contra  el  cual 
siempre  ha  protestado  y  protesta  el  Romano  Pontí- 
fice. 

Ni  se  diga  que,  á  lo  menos,  este  derecho  correspon- 
de, por  sí,  á  los  Estados  que  han  asignado  una  dota- 
ción á  los  Obispos.  Para  comprender  la  futilidad  de 
este  argumento,  obsérvese  primeramente  que  Ta  asig- 
nación de  que  sq  trata  6  tiene  el  carácter  de  una  indem- 
nización ó  el  de  una  concesión  generosa  y  gratuita.  Si 
lo  primero,  ¿qué  mérito  tiene  el  Estado  en  restituir  lo 
que  usurpó?  Si  lo  segundo,  no  negaremos  que,  aten- 
dida la  benignidad  con  que  ha  solido  siempre  la  Igle- 
sia corresponfler  á  los  favores  de  los  Soberanos  cató- 
licos, el  Jefe  de  un  Estado,  que  ha  dotado  los  Obispos, 
se  hace,  en  cierta  manera,  acreedor  á  que  la  Iglesia  le 
conceda  el  privilegio  de  presentarlos.  Pero,  ni  la  Igle- 
sia está  absolutamente  obligada  á  concederlo,  ni  el 
Soberano  lo  puede  pretender,  por  el  solo  hecho  de  la 
dotación  asignada.  Confírmase  esto ,  considerando 
que  todo  Estado  (  stá  obligado  á  proveer,  con  el  dine- 
ro de  los  contribuyentes,  á  las  necesidades  sociales:  es 
decir,  á  aquellas  necesidades,  que  no  son  propias  de 
uno  ú  otro  individuo,  sino  de  todo  el  cuerpo  social. 
Y  ¿quien  puede  poner  en  duda  que  la  Religión,  con 
su  culto  y  sus  ministros,  constituye  una  necesidad  so- 
cial de  primer  orden  y  que,  en  comparación  á  ella, 
nada  son  la  industria,  el  comercio,  los  ferrocarriles,  los 
grandes  ejércitos  y  los  cañones  rayados?  El  ''qnceri- 
te primum  regnv.m  Dei'^  no  es  solamente  un  consejo; 
es  una  máxima  altamente  política. 

De  lo  expuesto  hasta  aquí,  se  deduce: 

1.**  Que,  por  ningún  título  propio,  compete  a  los  Je- 
fes de  los  Estados  el  derecho  de  presentar  para  los  obis- 
pados vacantes; 

'i."  Que  todas  las  leyes,  dadas  por  las  Asambleas 
políticas,  para  reglamentar  la  elección  de  los  obispos, 
son  enteramente  nulas,  por  los  dos  insanables  vicios 
de  incompetencia  de  la  autoridad  que  las  crea  y  de 
usurpación  de  atribuciones  agenas;  de  la  misma  mane- 
ra que  serian  radicalmente  nulas  lasque  diese  un  Con- 

3 
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cilio  ecuménico  sobre  la  elección  de  los  Prefectos  ó  go- 
bernadores de  los  pueblos; 

S.**  Que,  dado  el  caso  de  que  el  Suuio  Pontífice,  en 
virtud  de  su  plena  jurisdicción  sobre  toda  Ja  Iglesia, 
nombre  un  Arzobispo  ú  Obispo,  no  es  permitido  á  nin- 
gún Gobierno  católico  ni  á  la  Asamblea  de  ningún  pais 
católico,  desconocer  ese  nombramiento  ó  rechazar 
al  electo,  sin  faltar  prácticamente  á  la  fe  y  exponerse 
al  peligro  de  provocar  un  cisma. 

Todas  estas  consecuencias,  deducidas  en  buena  ló- 
gica de  los  mas  sólidos  principios,  están  robustecidas 
y  confirmadas  con  numerosas  enseñan/as  de  la  Igle- 
sia. 

Creemos  opoi  tuno  presentar  las  principales  á  la  vis- 
ta de  nuestros  lectores,  á  fin  de  persuadirlos  de  la  gra- 
vedad de  los  errores  en  que  se  cae,  si  sp  presta  fácil 
oido  á  las  modernas  doctrinas  sobre  patronato  y  re- 
galias  nacionales. 

El  Concilio  Ecuménico  Vaticano,  en  su  Sesión  IV, 
condena  y  reprueba  las  opiniones  de  los  que  dicen 
que,  "sin  el  beneplácito  de  la  potestad  secular,  no  tiene 
fuerza,  ni  valor  alguno  nada  de  cuanto  por  la  Sede 
Apostólica,  ó  por  autoridad  de  la  misma,  se  estable- 
ciere para  el  gobierno  de  la  Iglesia'';  y,  á  la  vez,  decla- 
ra y  enseña,  "que  el  juicio  de  la  Sc^de  Apostólica,  cu- 
ya autoridad  no  reconoce  superior,  no  puede  ser  por 
nadie  revocado,  ni  anadie  lees  lícito  juzgar  de  lo  que 
ella  hubiese  juzgado".  Por  último,  fulmina  excomu- 
nión contra  "los  que  sostuvieren  que  el  Romano  Pon- 
tífice no  tiene  plena  y  suprema  potestad  de  jurisdic- 
ción en  la  Iglesia  universal,  difiindida  por  todo  el  orbe, 
en  punto  de  disciplina  y  gobierno,  ó  que  esta  potestad 
no  es  ordinaria  é  inmediata  sobre  todas  y  cada  una 
de  las  Iglesias  y  sobre  todos  y  cada  uno  de  los  Pas- 
tores y  de  los  fieles"  (l). 


[1]  Merece  copiarse  íntegro  ei  texto  del  Sagrado  Concilio,  en  que 
se  808tieDe  eata  importante  doctrina: 

Porro  ex  suprema  illa  Rosnani  Pontificia  potestate  gubernan- 
di  universaoi  Eclesiamjaa  eideni  esse  couBequitur  in  hujns  aui 
muneris  excrcitio  libere  communicandi  cuta  pasíoribua  et  gregibus 


•  Por  manera  que  la  mas  augusta  de  las  asambleas 
lo  ha  declarado,  y  es  para  nosotros  una  re^la  de  fé:  los 
decretos  y  resoluciones  del  Pontífice  Romano ,  en 
materia  de  gobierno  y  disciplina  eclesiástica  ,  no  pue- 
den revocarse,  ni  r(^formar?e  por  estraña  autoridad;  y 
cuando  nombra  é  instituye  un  Arzobispo  ú  Obispo,  no 
podemos  dejar  de  reconocer  la  h^gitimidad  con  que 
procede. 

El  mismo  Sumo  Pontífice  ha  incluido  en  el  Syllahíis 
de  los  errores  condenados  algunos,  que  vemos  en  pe- 
ligro de  que  prevalezcan,  f  n  la  presente  cuestión. 

Estos  errores  son  ios  siguie^ntes:  El  XX,  que  estable- 
ce que  "la  potestad  eclesiástica  no  debe  ejercer  su  au- 
toridad, sin  licencia  y  consentimiento  del  gobierno  ci- 
vil"; proposición  condenada  anteriormente,  en  30  de 


totius  Eccleslíc,  ut  iidemab  ipso  in  vía  .«alutis  doceri  ;  c  regi  possint. 
Quare  damnarauí?  ac  repr<ibannw  illoriim  sententia^,  qui  hanc  sa- 
premi  capiíis  cura  pastoribus  et  gregibns  coiiínninicationem  licite 
impediri  po?se  dit;unt,  ant  eamdein  reddun!  foeculari  potestati  obno- 
xiam,  ita  iit  contendant,  quse  ab  Apü^íoHca  Sede  vtl  i  jus  auctorita- 
te  ad  régimen  Ecclesise  constitmmtiir,  vim  ac  valovem  non  habere, 
nisi  potes  atis  psecnlaris  plácito  cOntirmentur. 

El  quoniam  divino  Apo?tolici  Frimatus  jure  Romanus  Poutifex 
universee  Eclesice  prseest,  docemus  etiam  et  declaramus,  eum  esse  ju- 
dicem  pupremum  íideliura  [a],  et  in  ómnibus  cau.-is  ad  examen 
ecclesiasticum  spectantibus  ad  ipsius  popse  judicium  recurrí  [bj; 
Sedis  vero  Apo.stólitse,  cujus  autoritate  major  non  est,  judicium  a 
nemine  fore  retractaiidura,  ñeque  cuiquan  de  ejus  licere  judicare 
judicio  [c].  Quare  á  recto  veritatis  tramite  aberrant,  qui  afiirmant, 
licere  ab  jiidiciis  Romnnorum  Pontiíicum  ad  cecumenicum  Conci- 
lium  tamquam  ad  auoíoritatem  Romano  Pontifice  superiorem  appe- 
liare. 

Si  quis  itaquedixerit,  Eoraanum  Pontificem  habere  tantummodo 
officium  inspectior.is  vel  directionis,  non  autem  plenam  et  su- 
preman  potestatem  jurisdictionis  in  univcr.=am  Ecclesiam,  non  so- 
lum  in  rebns,  quaí  ad  fidem  et  mores,  ged  etiam  in  üp,  quse  ad  disci-' 
plinam  et  régimen  Ecclesisñ  per  tolum  orbem  diffus^oe  pertinet;  aut 
eam  habere  tantum  potiores  partes,  non  vero  totam  plenitudinem 
hujus  supremíe  potestatis;  aut  hanc  ejus  potestatem  non  eese  ordina- 
riam  et  inmediatam  sive  in  omnes  ac  singólas  ecclesiaB,  sive  in  om- 
nes  et  singulos  pastore?  etfidele:^;  anathema  sit. 


£a]  Pii  PP.  VI,  Breve,  «uper  soliditate,  diei  28  Ncv.  1786. 

[b]  Concil.  CEcum.  Lugdun.  ÍI. 

[c]  Ep.  8.  Nicolai  I.  al  Michael.  Imp. 
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Setiembre  de  1861,  en  la  alocución  Meminit  unusquis~ 
que  del  consistorio  de  aquel  dia. 

El  XLll  que  sostiene  que,  "en  casos  de  conflicto  de 
las  leyes  de  una  y  otra  potestad,  prevalece  el  derecho 
civil";  proposición,  que  hahia  sido  reprobada  por  las  le- 
tras apostólicas  Ad  opostolicae  de  22  de  Agosto  de  1851. 

El  L  que  dice:  "  el  poder  civil  tiene,  por  sí,  el  dere- 
cho de  presentar  los  Obispos  y  puede  exigir  de  ellos 
que  se  hagan  cargo  del  gobierno  de  las  diócesis,  antes 
de  que  reciban  de  la  Santa  Sede  las  letras  apostólicas 
y  la  institución  canónica";  proposición,  que  antes  me- 
reció ser  condenada,  en  la  alocución  Nunquamfore  del 
consistorio  habido  el  15  de  Diciembre  de  1858. 

Y,  por  último,  el  LI  que  agrega;  ''ademas,  el  gobier- 
no civil  tiene  derecho  de  deponer  del  ejercicio  del  mi- 
nisterio pastoral  á  los  Obispos,  y  no  está  obligado  a 
obedecer  al  Romano  Pontífice,  en  lo  que  concierne  á  la 
institución  de  los  Obispos  y  de  los  Obispados";  propo- 
sición que  fué  condenada  de  antemano,  tanto  por  las 
letras  apostólicas  Multíplices  inter  de  10  de  Junio  de 
1851,  cuanto  por  la  alocución  Acerhisswium,  pronun- 
ciada en  el  Consistorio  de  27  de  Setiembre  de  1852. 

Estos  errores  perniciosos,  contrarios  ^  la  pureza  de 
la  fe,  son  los  únicos  que  pudieran  servir  de  fundamen- 
to al  desconocimiento  de  la  institución  de  Arzobispo 
de  Lima,  hecha  por  la  Santa  Sede,  en  la  persona  del 
lllmo.  señor  Obispo  de  Huánuco. 

Por  eso  hemos  dicho,  en  la  introducción,  que  esta 
es,  ante  todo,  una  cuestión  de  principios  en  el  terreno 
religioso;  porque  se  trata  de  saber  si  proposiciones, 
condenadas  solemenmente  por  la  Iglesia,  serán  invo- 
cadas para  que  normen  las  relaciones  de  ésta  con  el 
Estado,  en  un  pais  católico,  como  el  Perú. 

Habiendo  demostrado,  con  toda  evidencia,  según 
nos  parece,  á  la  luz  de  las  verdades  católicas,  que  el 
derecho  de  nombrar  é  instituir  á  los  Obispos  corres- 
ponde exclusivamente  al  Romano  Pontífice  y  que, 
por  consiguiente,  ningún  argumento  se  puede  hacer, 
bajo  el  aspecto  jur^dico-religioso,  á  la  institución  dej 
nuevo  Arzobispo  de  Lima,  vamos  á  tratar  el  asunto, 
en  el  terreno  histórico-político. 
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CAPITULO  ni. 

su  ASPECTO  HISTÓRIXIO -POLÍTICO. 

Hemos  expresado  que  el  derecho  ó  regalía  de  que . 
gozan  unos  cuantos  soberanos,  que  nunca  los  parla- 
mentos, de  elegir  los  Obispos,  en  algunas  naciones  de 
la  cristiandad,  nace  únicamente  de  las  concesiones  que 
les  han  hecho  los  Sumos  Pontífices,  ya  sea  por  me- 
dio de  concordatos,  ó  aisladamente;  y  como  cosa  con- 
ducente á  su  demostración  ,  nos  bastará  indicar  la 
uniformidad  de  la  disciplina  eclesiástica  en  este  pun- 
to, en  los  paises  cristianos. 

Los  cinco  únicos  soberanos,  que  gozan  actualmente 
en  Europa  del  derecho  de  elegir  los  Obispos  y  Arzo- 
bispos de  sus  respectivos  Estados,  son  los  de  España, 
Francia,  Austria,  Ba viera  y  Portugal. 

El  de  España  no  lo  disfruta  sino  desde  1523,  conce- 
dido por  Adriano  VI  al  Emperador  Carlos  V,  para  sí 
y  sus  sucesores  en  la  corona:  antes  de  esta  concesión, 
los  monarcas  españoles  eran  solamente  los  conductos 
por  donde  se  elevaban  á  la  Santa  Sede  las  preces  de 
los  Cabildos  catedrales,  que  eran  los  que  practicaban 
la  elección  (1). 

Estos  monarcas  habían  dado  relevantes  pruebas  de 
su  ardiente  celo  por  la  propagación  de  la  fe  y  de  su 
adhesión  á  la  Silla  Apostólica  ;  habian  completado  la 
unidad  religiosa  de  la  península  y  arrancado  un  mun- 
do nuevo  de  la  idolatría,  para  sustituirla  con  la  Cruz; 
y  el  Jefe  de  la  Iglesia  les  otorgó  una  importante  rega- 
lía, que  habian  de  ejercer  en  provecho  de  sus  pueblos; 
y  no  solo  esto,  sino  que  los  constituyó  delegados  na- 
tos de  la  Santa  Sede  y  Vicarios  Apostólicos  en  la 
América  (2).  Por  manera  que,  solo  á  título  de  una 
concesión  apostólica,  han  ejercido  y  ejercen  el  patro- 


[1]  Véanse  las  Leyes  de  Partidas,  Partida  I,  título  V,  Ley  XVLE 
y^siguientes. 

[2]  Véase  á  Solorzano:  De  indiarum  jure.  Véase  la  amplísima 
bula  de  Julio  II  sobre  el  patronato  de  las  Indias. 
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nato  real  los  Soberanos  españoles  ;  rep^alía  inherente 
solo  á  su  corona.  Preciso  es  no  olvidarlo. 

Los  reyes  cristianos  de  Francia  gozan  del  derecho 
dé  presentación  de  los  Obispos,  en  cambio  de  la  gene- 
rosa protección  qne  dispensaron  á  la  Iglesia.  Mas  tar- 
de-, la  Revolución  contó  entre  sus  estragos  la  ruina  del 
altar  y  la  dispersión  de  sus  ministros.  Un  concordato 
sirvió  de  base  á  la  reconstitución  de  la  Iglesia  de  Fran- 
cia y  norma  hoy  mismo  sus  relaciones  con  el  Gobierno: 
en  uno  de  sus  artículos,  se  concede  á  los  Solieranos 
de  Francia  eí  derecho  de  presentar  para  los  Arzobis- 
pados y  Obispados  vacantes.  Es  digna  de  observación 
Ja  circunstancia  de  haber  limitado  la  Santa  Sede  el  go- 
ce de  este  privilegio  á  los  Príncipes  católicos  y  haber 
declarado  expresamente  que,  si  algimo  de  los  sucesores 
en  el  trono  de  Francia  no  fuese  católico,  perderia  to- 
dos los  privilegios  anteriormente  concedidos  (1).  No 
debe  ojvidarse  que  se  trataba  de  reparar  las  inmen- 
sas ruinas  acumuladas  por  la  Revolución  y  que  el  pri- 
mer Cónsul  se  encontraba  en  el  apogeo  de  su  gloria. 
Sin  embargo,  la  Santa  Sede,  ni  reconoció  el  dere- 
cho de  presentación  al  ilustre  Capitán,  ni  estendió  el 
privilegio  á  sus  sucesores,  que  no  fueran  católicos. 

Con  poca  diferencia,  lo  mismo  sucede  con  los  sobe- 
ranos de  Austria,  Baviera  y  Portugal. 

En  los  demás  Estados  de  Europa,  los  soberanos  no 
tienen  esta  regalía,  sin  embargo  de  que  abrigan  en  su 
seno  una  parte,  mas  ó  menos  grande,  de  población  ca- 
tólica y  de  que  algunos  de  ellos  subvienen  al  mante- 
nimiento de  los  Obispos. 

El  Czar  de  Rusia  es  <íismático,  ejerce  una  sobe- 
ranía despótica,  tiene  sesenta  millones  de  subditos  y 
un  millón  de  soldados  y,  sin  embargo,  no  ha  preten- 
dido el  derecho  de  presentación,  á  pesar  de  que  tiene 
señalada  una  renta  á  los  obispos  de  Polonia.  Por 


*  [1]  Q'iod  in  casu  qiio  aliqui  e  successoribus  hodierni  primi  con- 
Biilis  Catholicam  Religionem  non 'profiteatur,  super  juribus  et  pri- 
vilegiis  in  superiori  artículo  commemoratis,  necnon  super  nomina- 
tione  ad  archispiscopatns  et  epit^copatus;  respectu  ipsius  nova  con- 
ventio  fiet.  {^Concordato  de  1801  entre  la  Santa  Sede  y  d  primer 
Cónsul] . 
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concesión  del  Sumo'Pontífice ,  hecha  en  1847,  los  Ca- 
pítulos catedrales  iiacen  la  elección  y  el  Papa  intistu- 
ye  al  electo,  si  merece  su  beneplácito. 

Otro  tanto  sucede  en  el  reino  de  Prusia;  el  sobera- 
no acude  al  sustento  de  los  Obispos  católicos,  aunque 
es  protestante,  y  solo  ejerce  la  facultad  de  escluir  de  la 
lista  de  candidatos  que  le  presentan  los  Capítulos, 
quienes  únicamente  tienen  el  derecho  de  elep-ir  á  los 
Obispos,^  por  concesión  de  Pió  VII  en  1821.  El  Papa 
instituye  al  electo. 

En  Holanda,  la  elección  es  hecha  por  la  Santa  Se- 
de, según  lo  ha  dispuesto  el  actual  Pontífice,  previa 
una  terna  que  le  presentan  los  Capítulos  catedrales. 
El  Soberano  no  acude  con  renta  á  los  Obispos,  pero 
tampoco  pretende  el  derecho  de  elegirlos. 

En  Bélgica,  tampoco  lo  pretende,  sin  embargo  de 
que  da  la  renta.  La  elección  se  hace  por  la  Santa  Se- 
de, según  lo  establecido  por  León  XII  en  1830. 

Pasemos  ahora  á  la  Gran  Bretaña.  Esta  nación  so- 
berbia y  opulenta,  que  en  otras  épocas  ultrajó  tanto 
la  magestad  del  Pontificado,  que  rompió  la  unidad  ca- 
tólica, escandalizando  al  mundo  civilizado,  y  que  mi- 
ra hoy  renacer  en  su  suelo  las  instituciones  que  persi- 
guió y  abolió  ,  mira  también  que  sus  soberanos  dan 
una  renta  á  los  Vicarios  Apostólicos  de  la  India  y  á 
los  Obispos  de  las  diez  diócesis  de  Australia  ,  que  es- 
tán bajo  su  dominio,  los  cuales  son  directamente  nom- 
brados por  la  Santa  Sede.  En  cuanto  á  los  Obispos 
católicos  de  Irlanda  é  Inglaterra,  son  instituidos  por 
el  Papa,  previa  presentación  de  una  terna  que  forman 
los  Capítulos  catedrales,  por  concesión  pontificia. 

En  la  península  italiana,  habia  dos  soberanos  que 
gozaban  del  derecho  de  elección:  el  de  Nápoles  y  el 
de  Cerdeña;  pero,  al  presente,  el  primero  de  ellos  vive 
despojado  de  su  reino ,  y  el  segundo,  constituido  en 
usurpador  de  los  Estados  vecinos  ,  ha  injuriado  á  la 
Iglesia,  arrebatándole  sacrilegamente  su  principado 
civil.  En  la  actualidad,  el  Sumo  Pontífice  ha  instituido 
de  motu  propio  ciento  noventa  y  siete  Pastores,  en 
distintas  diócesis  de  Italia,  á  quienes  reconoce  y  no 
ha  negado  su  renta  Victor  Manuel  II.  El  Papa,  con 
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esta  conducta,  ha  desconocido  de  hecho  la  regalía  del 
Rey  de  Cerdeña  ,  quien  no  es  digno  de  gozarla  ,  por 
sus  ultrajes  á  la  Iglesia. 

En  los  Estados-Unidos  de  America,  los  Obispos  re- 
comiendan tres  eclesiásticos  al  Papa  ,  enviándole  la 
terna,  por  medio  del  Metropolitano,  y,  si  está  vacante 
la  Metropolitana,  por  medio  del  Obispo  mas  antiguo 
de  la  provincia,  y  el  Soberano  Pontífice  elige  uno 
entre  todos  los  recomendadas. 

En  Méjico,  desde  la  revolución  hecha  por  Juárez, 
el  Papa  iiombra,  por  sí,  á  los  Obispos,  oyendo  al  Mc' 
tropolitano  y  Obispos  sufragáneos. 

En  Nueva-Granada  sucede  lo  mismo. 

De  las  demás  repúblicas  americanas ,  solo  los  go- 
biernos de  el  Salvador,  Haití,  Nicaragua,  Guatema- 
la, Honduras,  Costarica  y  el  Ecuador,  están  en  pose- 
sión legítima  del  derecho  de  presentación  ,  en  vir- 
tud de  recientes  concordatos.  Los  de  las  otras,  llamán- 
dose herederos  ó  sucesores  de  los  monarcas  españoles, 
hacen  presentaciones  al  Papa;  pero  éste  las  estima  co- 
mo puras  recomendaciones ,  según  lo  'ha  declarado 
expresamente  la  Santa  Sede  y  lo  hizo  saber  a!  Gobier- 
no nuestro  Ministro  en  Roma,  en  1860.  Merecen  co- 
piarse aquí  las  palabras  del  señor  Mesones:  "La  justi- 
ticia  y  rectitud  con  que  escribimos,  nos  obligan  á  de- 
cir: 19  Que  la  Santa  Sede  h^  protestado  siempre  con- 
tra el  requisito  del  pase:  2".  Que  no  reconoce  el  patro- 
nato eclesiástico  del  Perú:  y  3."*  Que  por  declaración 
expresa  del  Sumo  Pontífice  comunicada  oficialmente 
con  fecha  29  de  Enero  de  1860  al  ministro  Mesones  en 
Roma,  no  acepta  el  Papa  la  presentación  de  Obispos 
ó  Arzobispos  peruanos  sino  como  simples  recomenda- 
ciones particulares. 

"Asi,  cuando  preconiza  á  las  personas  elegidas  por  el 
Congreso  y  propuestas  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
bfica;  cuando  delega  ciertas  facultades  en  eclesiásti- 
cos, procede  motu  propio,  jpor  autoridad  apostólica. 

"Luego  podremos  decir  que  el  Gobierno  peruano 
conviene  en  que  no  tiene,  ni  ejerce  derecho  de  patro- 
nato, cuando  después  de  la  declaración  pontificia  pre- 
senta para  Arzobispo  ú  obispos,  sabiendo  que  sus  pre- 
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ees  solo  son  aceptadas  como  recomendaciones  parti- 
culares.~-La  conclusión  es  de  fuego,  pero  rigurosa- 
mente verdadera. 

"Hay,  pues,  suma  necesidad  de  arreglar  y  definir 
las  relaciones  del  Perú  con  la  Santa  Sede  por  medio 
de  nn  concordato"  (1). 

El  Papa  elige  y  nombra,  pues,  de  motu  propio-,  por 
la  plenitud  de  su  poder  apostólico. 

En  todas  estas  repúblicas,  nacidas  del  mismo  origen 
y  herederas  de  idénticas  tradiciones,  se  ha  mantenido 
siempre  por  sus  hombres  públicos  el  ejercicio  imper- 
fecto del  patronato,  del  que,'  sea  dicho  de  paso,  se  tiene 
la  mera  posesión  sin  la  propiedad.  Creyéndose  here- 
deros de  los  monarcas  españoles,  han  querido  usar  de 
una  regalia,  que  solo  á  éstos  fué  concedida  como  dere- 
cho personalísimo;  la  han  consignado  invariablemente 
en  sus  constituciones;  la  han  defendido  con  un  tesón 
imperturbable  y  han  procurado  que  prevalezca  siem- 
pre en  las  cuestiones  que  les  eran  conexas-,  y  cuando 
hubieran  podido  usarla  legítimamente,  celebrando  pa- 
ra el  efecto  concordatos,  han  dormido  tranquilos ,  sin 
darse  prisa  en  ver  forma  de  adquirir  su  propiedad. 

¿Puede  decirse  acaso  que  el  Patronato  eclesiástico 
sea  inbei'ente  al  territorio,*  por  manera  que  siga  inva- 
riablemente todos  los  cambios  de  dominación  política? 
Claro  es  que  no. 

Ho}^  mismo,  menoscabada  la  integridad  del  territo- 
rio francés,  por  las  anexiones  al  imperio  alemán  de  la 
AIsacia  y  la  Lorena,  hechas  por  medio  de  las  armas, 
el  Papa  no  reconoce  en  el  Emperador  de  Alemania 
derecho  para  elegir  los  Obispos  de  estas  dos  provin- 
cias, como  éste  lo  pretendia;  y  esos  Obispos  serán  di- 
rectamente nombrados  por  Roma  ,  mientras  sus  dió- 
cesis permanezcan  separadas  de  la  unidad  política  de 
Francia.  Y  la  razón  es  clara  :  el  Soberano  alemán  no 
puede  llamarse  heredero  del  francés,  en  cuanto  áesta 
regalía;  otro  tanto  puede  decirse  de  las  repúblicas 
americanas  respecto  de  la  España. 


[1]  Véase  el  artículo  titulado:  Una  cuestión  séria,  inserto  en 
"El -Nacional"  del  17  de  Agosto. 
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En  Bélgica,  sucedió  lo  mismo.  Hasta  el  año  de 
'1721,  perteneció  á  la  corona  de  España,  la  cual  ejer- 
cia  el  derecho  de  presentación,  que  le  fué  concedido 
por  Adriano  VI.  Pasó  después  al  dominio  del  Aus- 
tria, que  también  tenia  el  derecho  de  presentación 
otorírado  por  la  Santa  Sede.  Cuando  se  independizó 
en  1830,  no  pretendieron  sus  Soberanos  esta  re^ralia, 
como  herencia  de  los  monarcas  de  España  ó  de  los 
Emperadores  de  Austria;  el  Papa  quedó  enteramente 
libre  para  nombrar  á  los  Obispos  y,  en  uso  de  su  li- 
bertad y  su  derecho,  los  nombra  hasta  el  presente. 
Estas  recientes  lecciones  de  la  historia  contemporá- 
nea debieran  hacer  á  nuestros  hombres  públicos  mas 
circunspectos  y  menos  exigentes,  pues  la  situación  del 
Perú,  al  independizarse  ,  no  difiere  en  nada  de  la  que 
tuvo  Bélgica  en  1830. 

El  mas  ligero  examen  de  los  Concordatos  y  la  cons- 
tante interpretación  de  sus  artículos  ponen  de  mani- 
fiesto que  la  Santa  Sede  no  ha  reconocido  jamas  la 
trasmisión  de  los  privilegios,  que  concedía  á  los  Sobe- 
ranos, sino  á  sus  sucesores,  bajo  la  misma  entidad  po- 
lítica y  en  el  mismo  territorio.  Los  gobiernos,  por  su 
parte,  han  aceptado  la  justicia  de  este  principio,  ente- 
ramente conforme  á  las  doctrinas  y  prácticat  interna- 
cionales. Si  los  Soberanos  de  España,  por  ejemplo, 
hubiesen  sido  tributarios  de  la  Santa  Sede,  como  lo 
han  sido  otros  Soberanos  de  Europa,  ¿hubieran  creí- 
do nuestros  Gobiernos  que  tenian  la  obligación  de  se- 
guir pagando  ese  tributo  á  la  Silla  Apostólica?  No, 
ciertamente. 

El  Papa  aplica  esta  regla  de  justicia  á  los  derechos 
y  á  las  obligaciones;  esto  es,  á  lo  favorable  y  á  lo  ad- 
verso; nuestros  modernos  jurisconsultos  quieren  que 
valga,  cuando  se  trata  de  sus  obligaciones  con  la  Igle- 
sia, pero  la  rechazan,  tratándose  de  sus  pretendidos 
derechos.  Usando,  de  esta  manera,  dos  pesos  y  dos 
medidas,  demuestran  su  parcialidad  y  hacen  sospe- 
char su  mala  fe. 

Las  naciones  también  han  aplicado  la  misma  regla, 
tratándose  de  los  pactos  internacionales.  Las  colonias 
separadas  de  su  metrópoli,  nó  se  han  creido  ligadas 
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por  los  tratados,  que  ésta  habia  celebrado  con  los  de- 
mas  paises,  ni  éstos  los  han  considerado  vigentes. 
Nosotros  mismos,  cuando  nos  separamos  de  España, 
pensamos  celebrar  tratados  con  las  demás  naciones, 
y  los  celebramos  realmente.  De  esta  manera,  acata- 
mos el  principio  de  la  intrasuii:sibilidad  de  los  derechos 
y  oblipraciones,  cuando  cambian  las  entidades  políti- 
cas. ¿Por  qué  monstruosa  inconsecuencia  se  pretende, 
pues,  exceptuar  solo  á  la  Santa  Sede  de  la  aplicación 
de  este  principio  y  de  esta  práctica  de  derecho  inter- 
nacional/ 

Insistiendo  en  lo  dicho,  respecto  del  carácter  perso- 
nal de  las  concesiones  de  la  Santa  Sede  y  de  los  mo- 
tivos que  las  determinan,  es  digno  de  notarse  que,  casi 
en  todos  los  Concordatos  celebrados  con  los  Gobier- 
nos, se  expresa  en  los  siguientes  términos,  poco  mas 
ó  menos,  el  derecho  de  presentación  para  los  Arzo- 
bispados y  Obispados  vacantes:  Sanctitas  sua^  atienta 
utilitate  quae  ex  Jiac  Gonventiom  dimanat  in  ea,  quae 
ad  res  Ecclesiae  et  Religionis  pertinente  Majestati  N.  N. 
(  vel  Praesidi  N.  )  eiasque  successorihus  in  per  pe- 
timm  conceda  induUum  nominandi  (vel  praesentandí)  ad 
vacantes  ArcJiiepiscopales  vel  Episcopales  Ecclesias  dig- 
nos et  idóneos  ecclesiasticos  viros,  iis  dotibus  praeditos 
quas  Sacri  Cañones  requirunt. 

Estas  palabras  son  casi  textuales,  en  el  Concordato 
de  1803  con  la  república  Itálica;  de  1817,  con  Bavie- 
ra;  de  1818,  con  el  Rey  de  Nápoles;  de  18.53,  con  Cos- 
ta-Rica; del  mismo  año,  con  Guatemala;  de  1855,  con 
Austria;  de  1857,  con  el  Portugal;  de  1860,  con  Haití; 
de  1862,  con  el  Ecuador;  de  1863,  con  Nicaragua.  Con 
la  diferencia  de  que,  cuando  se  trata  de  Soberanos, 
que  ya  estaban  en  posesión  de  dicho  privilegio  ,  como 
eran,  por  ejemplo,  los  Emperadores  de  Austria  y  los 
Reyes  de  Portugal,  se  usa  la  palabra  continuahunt;  es 
decir,  continuarán  en  la  posesión  del  mismo  privilegio 
ó  indulto  (1). 


[1]  Véase  la  obra  titulada:  Conventiones  de  re"bus  ecclesiasticis 
Ínter  Sanctam  Sedem  et  Civilem  Potestatetn.  Auctore  Vincentio 
Nussi.  Eomae  18t)9. 
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Repetimos,  por  último,  y  hacemos  observar  de  nue- 
vo, que  nunca  se  ha  concedido  este  privilegio  é  indul- 
to á  Soberanos  no  católicos.  La  excepción  conteni- 
da, sobreesté  particular,  en  el  Concordato  con  Francia, 
se  encuentra  también  en  el  Concordato  con  Baviera, 
y  en  muchos  otros:  cuando  no  está  expresa,  á  lo  menos 
está  implícita,  pues  siempre  se  dice:  eiusque  successori- 
hus  cafholicis.  Mucho  hicieron  para  conseguir  este 
privilegio  los  Emperadores  de  Rusia,  los  Reyes  de 
Prusia,  los  Reyes  de  Wurtemberg  y  otros  Jefes  de  los 
diversos  Estados  de  Alemania.  Les  fué  negado,  sin 
embargo,  á  pesar  de  que  se  obligaban  á  dotar  á  los 
Obispos,  al  Clero  y  el  Culto:  asi  consta  de  las  Con- 
venciones que  fueron  celebradas,  en  el  año  de  1821, 
con  Prusia;  el  año  18->4,  con  el  que  fué  Rey  de  Han- 
nover:  el  año  de  1847,  con  Rusia;  el  año  de  1857,  con 
el  Reino  de  Wurtemberg;  el  año  1859,  con  el  Duque 
de  Badén  (1). 

De  todas  las  precedentes  consideraciones,  de  los  he- 
chos históricos  y  documentos,  que  hemos  aducido,  so- 
bre el  derecho  y  la  práctica  de  nombrar  á  los  Obispos, 
en  los  diferentes  Kstados  de  Europa  y  x^mérica,  cree- 
mos poder  deducir  las  consecuencias  siguientes:  P.  el 
derecho  de  presentar  á  los  Obispos,  no  es,  ni  puede 
ser  inherente  á  la  soberanía  nacional,  pues,  si  lo  fue- 
se, seria  absurdo  suponer  que  los  mas  poderosos  mo- 
narcas abandonasen  una  atribución  su3-a,  en  obsequio 
de  las  prentensiones  del  Papa;  2*.  este  derecho  es  pu- 
ramente eclesiástico,  como  lo  demuestra  su  propia  ín- 
dole, y  el  hecho  constante  de  no  haber  sido  concedido 
jamás  á  los  Soberanos  no  católicos,  por  ser  incapaces 
de  gozar  de  indultos,  privilegios  ó  concesiones,  única- 
mente reservadas  á  los  miembros  de  la  Iglesia  católica; 
3.'  que  el  título  de  trasmisión,  invocado  para  legiti- 
mar este  derecho,  es  inaceptable,  no  tratándose  de  la 
misma  entidad  política,  como  opuesto  á  la  reglas  de 
justicia  y  á  la  práctica  común  de  ias  naciones:  y  4*.  que 
el  título  de  dotar  á  las  iglesias,  aunque  fuera  gratui- 
tamente, no  basta  para  fundar  el  derecho  de  presenta- 


[1]  Véase  la  misma  obra  ya  citada. 
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cion,  mucho  menos,  si  la  renta  no  es  graciosa,  sino  de 
justicia. 

En  vista  de  todo  lo  que  llevamos  expuesto,  pierde 
todo  valor  y  hasta  todo  sentido  la  doctrina,  por  algu- 
nos sostenida,  de  la  nulidad  del  nombramiento  del  Sr. 
Valle,  porque  se  hizo,  sin  la  aprobación  del  Congreso. 

Tan  est rañas  anomalías  y  absurdas  pretensiones, 
solo  proceden  del  completo  desconocimiento  de  la 
Constitución  de  la  Iglesia,  de  sus  relaciones  con  los 
Gobiernos  y  de  la  historia  de  esas  relaciones,  fiel  es- 
pejo de  los  principios  católicos. 

Echemos,  ahora,  una  ojeada  á  nuestra  propia  legis- 
lación y  á  nuestra  práctica  sobre  estíl  materia. 

CAPITULO  IV. 

su  ASPECTO  JURÍDICO-CIVII^-PATRIO. 

Dos  son  los  puntos  de  partida  de  toda  disertación 
sobre  materias  religiosas,  que  tenga  en  vista  nuestra 
Carta  política  y  nuestros  Códigos.  El  primero  es  el 
carácter  que  la  Constitución  dá  á  la  Keligion  católica 
de  ser  la  única  religión  del  Estado,  obligando  á  los 
Poderes  públicos  á  dispensarle  la  mas  amplia  protec- 
ción (l):  es  el  segundo  la  falta  de  un  Concordato  con 
la  Santa  Sede,  no  obstante  de  ordenar  su  celebración, 
á  la  mayor  brevedad ,  el  artículo  134  de  la  Constitu- 
ción y  de  haberlo  considerado  nuestros  legisladores 
indispensable  para  establecer  sobre  bases  sólidos  las  re- 
laciones entre  la  Iglesia  y  él  Estado  (2). 

Colocados  sobre  este  firmísimo  terreno,  es  induda- 
ble la  consecuencia  de  que  toda  ley,  de  alguna  ma- 
nera opuesta  al  artículo  cuarto  de  la  Constitución,  es 


[1]  La  nación  profesa  la  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana: 
el  E8ta<1o  la  protege  y  no  permite  el  ejercicio  ptiblico  de  otra  alguna. 
\_ComtitnAÍon  de  la  República^  artículo  4?] 

[2]  Para  que  se  establezcan  sobre  bases  sólidas  las  relaciones  exia- 
tenies  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  y  para  que  se  remuevan  loa 
obstáculos  que  se  opongan  al  exacto  cumplimiento  del  artículo  6?,  en 
cuanto  al  fuero  eclesiástico,  se  celebrará,  á  la  mayor  brevedad,  un 
concordato.  {^Constitución  de  la  Bepública,  artículo  134]. 
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radicalmente  nula,  porque  adolece  do  este  vicio  sus- 
tancial toda  ley  secundaria,  que  contradiga  la  ley  fun- 
damental. Reconocida  por  el  artículo  cuarto  de  la 
Constitución  la  soberana  independencia  de  la  Iglesia 
y  la  suprema,  ordinaria  é  inmediata  autoridad  del  Ro- 
mano Pontífice  sobre  toda  la  Iglesia  utiiversal  y  so- 
bre todas  y  cada  una  de  las  Iglesias  particulares,  ¿na 
son  nulas  todas  las  leyes,  de  cualquier  es[)ecie  que 
sean,  que  amengüen  esa  independencia  y  limiten  esa 
autoridad?  Tales  son,  indudablemente,  cuantas  se  re- 
fieren á  la  elección  de  los  Obispos,  pues  ya  hemos  de- 
mostrado que  este  asunto  pertenece  exclusivamente 
á  las  atribuciones  del  Papa,  y,  por  ningún  títido,  ha 
entrado,  ni  podido  entrar  nunca  dentro  de  la  órbita 
de  la  potí^stad  civil. 

Ademas,  reconocido  y  aceptado  por  nuestra  Cons- 
titución el  principio  de  que  las  relaciones  éntrela  Igle- 
sia y  el  Estado  no  pueden  establecerse  sobre  solidas 
bases,  sino  por  medio  d<^  un  Concordato,  ¿que  valor 
tienen  las  leyes,  puramente  civiles,  que  pretenden  nor- 
mar dichas  relaciones,  sin  contar  para  nada  con  la  au- 
toridad de  la  Iglesia?  Insostenibles  en  el  terreno  mis- 
mo de  la  Constitución,  que  las  hiere  de  insanable  nu- 
lidad, solo  subsisten,  porque,  trat«índose  de  ¡a  Iglesia, 
suelen  olvidar  nuestros  hombres  públicos  los  princi- 
pios jurídicos  mas  comunes  y  el  respeto  que  todos 
debemos  á  nuestro  Código  fundamental. 

Si  la  necesidad  del  Concordato  está  admitida  por 
la  .Constitución  del  Estado,  ¿  cómo  pretende  nuestro 
Gobierno  el  goce  legítimo  de  privilegios  y  regalías, 
cuyo  único  origen  se  encuentra  en  concesiones  gra- 
tuitas de  la  Santa  Sede,  no  habiéndolos  recibido  de 
ésta,  ni  podido  heredarlos  de  los  monarcas  españoles? 
Tan  monstruosa  contradicción  está  demostrando  la 
falta  de  buen  sentido  con  que  se  imputan  á  la  Iglcvsia 
Jos  conflictos  que  nacen  con  la  potestad  civil,  cuyo 
único  origen  se  encuentra  en  las  pretensiones  de  éste 
de  legislar  en  materias  eclesiásticas  y  en  su  culpat)le 
negligencia  para  celebrar  un  Concordato  con  la  Silla 
Apostólica.  Hay  suma  puerilidad  y  bastante  mala  fe, 
en  reconocer  que  es  indispensable  un  Concordnto  con 
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la  Santa  Sede,  e.scribir  esa  necesidad  en  la  Constitu- 
ción del  Estado  y  proceder  en  la  práctica,  arbitraria 
y  antojadizamente,  como  si  la  Iglesia  fuera  ,  no  una 
sociedad  libre  y  perfecta,  sino  una  institución  civil 
creada  y  reglamentada  por  el  Estado. 

Mas  no  por  esto  se  crea  que  pretendemos  eludir  la 
fuerza  de  nuestra  legislación  vigente,  sobre  la  manera 


ía  verdad,  nos  ha  obligado  á  demostrar  el  grave  de- 
fecto de  todas  nuestras  leyes  en  esta  materia;  pero,  re- 
vestidas como  están  de  la  augusta  sanción  del  Foder 
Legislativo,  reconocidas  en  la  práctica  y  sirviendo,  de 
hecho,  de  única  norma  á  la  potestad  civil  en  sus  rela- 
ciones con  la  Iglesia,  debemos  procederá  sú  examen, 
en  cuaníro  se  enlazan  con  la  presente  cuestión. 

¿  La  presentación  del  lllmo.  señor  Valle  para  el  Ar- 
zobispado de  Lima  es,  realmente,  infractoria  de  nues- 
tras leyes  vigentes  sobre  la  elección  de  los  Obispos? 
Este  es  el  primer  punto  que  debe  ocuparnos. 

Abriendo  nuestra  Constitución  polílica  ,  nos  encon- 
tramos con  que  ésta,  en  el  inciso  17  del  artículo  59, 
establece  que  es  atribución  del  Poder  Legislativo  ^'dic- 
tar  las  disposiciones  necesarias  para  el  ejercicio  del 
derecho  de  Patronato".  ISTuestra  Carta  no  se  encarga 
de  señalar  cual  sea  el  origen  del  Patronato  ,  que,  co- 
mo sabemos,  no  es  derecho  inmanente  en  la  Nación  , 
ni  como  tal  lo  ha  pretendido  jamas  ningún  Estado.  En 
ese  pasaje  es  donde,  por  primera  vez,  se  menciona  el 
Patronato,  haciéndonos  presumir  que,  aunque  sin  títu- 
los de  propiedad,  estamos  en  posesión  de  él  y  que  esto 
basta.  Pero,  ni  aun  nos  dice  por  que  tenemos  la  mera 
posesión  ,  y  solamente  da  al  Legislador  atribución  de 
reglamentar  su  ejercicio,  como,  en  efecto,  lo  reglamen- 
tó transitoriamente,  por  la  ley  de  1864,  prescribiendo 
que  el  Ejecutivo  formulase  ternas  para  que  el  Con- 
greso eligiese  los  Obispos,  que  habian  de  ocupar  las 
Sedes  vacantes.  Rsta  ley  guarda  armonía  con  la  atri- 
bución 16  del  Poder  Ejecutivo,  que  se  registra  en  el 
artículo  94,  según  la  cual  éste  debe  "presentar  para 
Arzobispos  y  Obispos,  con  aprobación  del  Congreso, 
á  Jos  que  fuesen  electos  según  la  ley". 


El  respeto  que  nos  inspira 
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Por  manora  que  la  ley  fundamental  ha  determina-, 
do  las  atribuciones  de  los  dos  Poderes ;  y  la  secunda- 
ria de  1864  se  encargó  de  reglamentar  transitorianien- 
te  su  ejercicio.  Otia  Ley,  igualmente  secundaria,  dada 
en  17  de  Diciembre  de  1851,  establecia  los  prelimina- 
res de  la  formación  de  ternas  antes  de  la  elección. 

Ahora  bien:  prescindiendo  de  la  falta  de  bondad  que 
ofrece  nuestra  legislación,  en  esta  parte,  porque  no  [)o- 
demos  señalar  de  donde  nos  viene  lógicamente  el  de- 
recho que  analizamos,  nos  limitaremos  á  hacer  notar 
que  ella  no  ha  previsto  de  ningim  modo  el  caso  raro 
de  una  simple  traslación  desde  una  silla  episcopal  á 
otra,  ó  á  la  metropolitana. 

FjS  indudable  que  hay  una  enorme  diferencia  entre 
elegir  á  un  simple  eclesiástico  Obispo  6  Ar/.obispo, 
y  trasladarlo  de  una  Diócesis  á  otra,  siendo  ya  con- 
sagrado. En  el  primer  caso,  el  eclesiástico  no  tiene 
aun  la  plenitud  del  sacerdocio;  el  Jefe  de  la  Iglesia  va 
por  primera  vez  á  apreciar  sus  ilieritos  y  virtudes,  an- 
tes de  instituirle,  y  el  Congreso,  también,  por  primera 
vez,  va  á  calificar  su  idoneidad,  ya  que  de  hecho  inter- 
viene en  su  elección.  En  el  segundo  caso,  esiá  lleno 
todo  este  expediente,  y  solo  se  necesita  que  el  Sumo 
Pontífice  le  desligue  espiritualmente  de  su  diócesis  y 
le  vincule  á  la  que  va  á  regir,  enviándole  los  títulos 
necesarios. 

De  suerte  que,  cuando  la  ley  habla  de  elección  de 
Arzobispos,  es,  y  debe  entenderse  únicamente,  tra- 
tándose de  simples  eclesiásticos  á  quienes  quiera  ele- 
varse á  esos  cargos;  porque,  si  abrazara  indistinta  y 
generalmente  todos  los  casos,  seria,  no  solo  defectuosa, 
sino  infundada.  Estamos  convencidos  de  que,  si  maña- 
na conviniese  que  uno  de  nuestros  Obispos  fuese  á 
gobernar  otra  Diócesis,  renunciando  la  suya,  no  se 
exigiria  nueva  elección. 

El  lUmo.  señor  de  Goyeneche  fué  trasladado  en 
1859  de  la  Diócesis  de  Arequipa  á  esta  Arquidió- 
cesis,  sin  que  hubiese  precedido  nueva  elección,  sin 
embargo  de  que  estaba  vigente  la  Constitución  de 
1856  que,  en  punto  á  Patronato,  contenia  las  mismas 
disposiciones  que  dejamos  enunciadas ,  cuando  nos 
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ocupamos  de  la  quo  hoy  nos  rige.  Gobernaba  enton- 
ces la  República  el  gran  mariscal  Castilla  ,  quien  ele- 
vó directamente  preces  á  Su  Santidad,  para  que  insti- 
tituyese  Arzobispo  al  señor  Goyeneche  ,  las  cuales 
fueron  atendidas  y  favorablemente  despachadas.  ÍTa- 
die  puso  en  duda,  ni  Impuesto  después,  la  legitimidad 
de  ese  nombramiento,  ni  en  el  seno  del  Congreso  se 
/levantó  ninguna  voz,  quo  acusase  al  Gobierno,  como 
refractario  de  la  Constitución  y  de  las  leyes  vigentes 
sobre  Patronato. 

Tan  llenas  de  vacios  están  éstas,  que  el  Gobierno 
mismo,  en  1870,  se  creyó  embargado  para  conceder 
al  señor  Goyeneche  lo  que  solicitaba,  respecto  de  un 
Coadjutor  con  derecho  á  futura  sucesión,  tal  como  lo 
tenemos  referido  en  otro  higar,  porque  se  trataba, 
según  dijo,  "de  un  caso  enteramente  nuevo  ,  no  pre- 
visto por  ninguna  de  nuestras  leyes".  Asi  se  expresa- 
ba, dirigiéndose  al  Congreso  y  luego  agregaba:  "el 
Gobierno  ha  meditado  profuridamente  el  asunto  y  ha 
tocado  con  las  mas  serias  dificultades,  desde  que,  para 
resolverlo,  hay  necesidad  de  interpretar  y  aun  de  am- 
pliar la  ley  de  19  de  Octubre  de  1864",  y  en  seguida 
le  instaba,  paia  que  fijase  "de  un  modo  claro  y  preci- 
so la  regla  í|ue  deberá  seguirse  encases  futuros,  idén- 
ticos ó  de  igual  naturaleza  que  pudieran  ocurrir"  (1). 

Con  mucha  razón  exponia  n  ese  Gobierno  el  Hbno. 
Sr.  Goyeneche,  en  el  incideiiííe  que  recordamos,  con 
fecha  27de  Febrero  del87l,  cuando  pretendia  al  prin- 
cipio que  el  Coadjutor  tuviese  derecho  á  futura  suce- 
sión, lo  que  sigue*  "el  objeto  de  la  ley  civil,  que  exige 
la  concurrencia  del  Congreso  pnra  la  presentación  de 
Obispos,  no  esotro  que  buscar  el  mejor  acierto  y  ele- 
gir al  ({ue  sea  mas  digno.  Y  como  este  fin  se  ha  liena- 
nado  ampliamente  en  el  señor  Orueta,  que  es  Obispo 
elegido  con  sujeción  á  esas  leyes,  no  hay  motivo  nin- 
guno para  repetir  esa  elección"  (2). 

El  Ilustre  Prelado  seexpresrdja  de  este  modo,  sien- 
do aíJÍque  el  nomljramienío  de  su  V  oa  djutor ,  con  de- 


[1]  Véape  el  documento  N?  2. 
[2J  Véab'e  el  documento  Is?  3. 
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recho  á  futura  sucosion,  importábala  elección  anticipa- 
da de  Arzobispo;  y  que,  en  este  caso,  siendo  el  señor 
Orueta  Obispo  de  Ti  iijillo,  era  una  simple  traslación 
la  que  se  prelendia  á  la  silla  metropolitana.  Este  caso 
es  enteramente  semejante  al  del  Illmo  Obispo  de  Huá- 
nuco.  Necesario  es  reconlar  que  los  Fiscales  de  la 
Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia  opinaron  favora- 
blemente á  lo  pedido  acerca  del  señor  Ornela. 

Por  eso,  el  finado  ex-Presidente  de  la  Repúl)lica  D. 
José  Balta,  en  el  Mensaje  que  preparaba  para  el  pre- 
sente Congreso,  asienta  con  sobrado  motivo  que,  en  la 
institución  del  señor  Valle,  no  se  trataba  sino  de  una 
simple  traslación,  cuyo  caso  no  está  previsto  por  la 
ley(l). 

El  Illmo.  señor  Valle  fué  calificado- como  se  acos- 
tumbra, cuando  el  Congreso  de  1864  intervino  en  sn 
elección  de  Obispo  de  Iluánuco:  boy,  tras'adado  á 
esta  Sede  Metropolitana,  no  necesitaba  de  nueva  elec- 
ción ni  calificación,  puesto  que  ningun;i  ley  lo  exige  ex- 
presamente, ni  es  justo,  ni  siquiera  racional  exigirlo. 
Por  consiguiente,  en  su  nombramiento  de  Arzobispo» 
no  puede  existir  violación  de  ningún  precepto  cons- 
titucional. 

Si  el  artículo  de  la  Constitución  no  se  ocupa  d(i  la 
traslación  de  los  Obispos  de  una  Sede  á  otra,  ¿dónde 
puede  encontrarse  la  infraccon  constitucional,  en  el 
hecho  de  haber  si(lo  frasladado  el  Illmo.  Sr.  Valle  de  la 
Diócesis  de  Huánuco  á  la  Arquidiócesis  de  Lima.?  Es 
principio  de  jurisprudencia  universal  que  la  ley  no  se 
viola  en  su  espíritu,  sino  en  su  letra.  Cuando  no  hay 
contradicción  entre  un  acto  y  el  texto  literal  de  la  ley, 
no  hay,  no  puede  haber,  delito,  ni  siquiera  falta. 

No  se  olvide,  ademas,  que  tan  sana  doctrina  habia 
sido  defendida  por  el  finado  señor  Arzobispo,  por  los 
dos  señores  Fiscales  de  la  Excma.  Corte  Suprema, 
cuya  autoridad  jurídica  no  se  puede  poner  en  duda, 
aceptada  por  el  Gobierno,  que  pidió  una  norma  al  Le- 


[1]  Véase  el  documeKto  N?  9. 


gislador  para  ese  caso  y  otros,  no  comprendidos  eii 
la  ley,  tácitamente  reconocida  por  el  Congreso  mis- 
mo y  casi  abonada  y  sancionada^  con  el  hecho  de  la 
traslación  del  Illmo.  señor  de  Goyeneche,  que  no  le- 
vanto ninguna  protesta,  ni  dio  origen  á  reclamaciou 
alguna. 

Repetiínos:  ¿se  puede  llamar  infractorio  de  la  Cons* 
titucion  un" acto,  que  nuestra  Carta  no  prohibe  expre- 
samente, que  nuestros  Fiscales  han  defendido  como 
lícito  y  que  tiene  en  su  favor  precedentes  idénticos/ 
Indudablemente,  no. 

Digamos  dos  palabras  sobre  la  ley  de  1864,  que-, 
también,  se  considera  infringida  por  la  presentación 
del  Gobieriio.  La  ley  fundamental  exige,  en  su  artí- 
culo 94,  que  concurran  á  ella,  el  Gobierno,  presentan- 
do al  electo,  el  Congreso,  aprobando  la  (-lección  y  una 
tercera  persona  moral,  que  debe  elegir,  conforme  á 
la  ley,  que  no  se  ha  dado  todavía.  De  aquí  se  deduce 
que  la  resolución  legislativa  de  1864,  al  atribuir  al 
Congreso  la  facultad  de  elegir,  mucho  mas  importan- 
te que  la  de  aprobar  la  presentación,  é  imponer  aí 
Ejecutivo  el  fleber  de  presentar  al  candidato  elegido 
por  él,  se  apartó  de  la  senda  constitucional  y  alteró 
profundamente  y  de  un  modo  arbitrario  la  sustancia 
misma  de  la  ley.  Con  justicia  observó  el  Gobierno  la 
citada  resolución,  pero,  es  bien  sabido  que  nada  resis- 
te ni  se  opone  á  la  omnipotencia  del  Congreso.  ¿Sut>- 
sistirá  tadavia  una  ley,  cuya  validez  original  está  eu 
tela  de  juicio,  que,  en  todo  caso,  tuvo  carácter  transi- 
torio, que  no  es  la  ley  á  que  se  refiere  el  artículo  cons- 
titucional y  que  el  Congreso  de  1870  desautorizó,  per- 
mitiendo al  Ejecutivo  que  pusiera  el  /^a^e  á  las  Bulas 
del  señor  Torres,  sin  desaprobar  su  conducta? 

La  H.  Cámara  de  Diputados  ha  escuchado  el  desar- 
rollo de  estos  principios,  y  hemos  visto  con  satisfac- 
ción que  ninguna  voz  se  levantó  para  .contradecirlos. 
Nos  referimos  al  discurso  pronunciado  por  el  H.  se- 
ñor Eamos,  en  la  sesión  permanente  de  la  H.  Cámara 
de  Diputados  del  dia  9  de  Octubre.  Léase  este  impor- 
tante documento  cuyo  objeto  es  demostrar  que  no  se 
ha  infringido  ninguna  ley  en  la  presentación  del  Illmo. 
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señor  Valle  para  la  Silla  Metropolitana  de  Lima  (l)« 
Mas,  supuesta  la  violación  de  la  Constitución  y  de 
la  ley  ,  en  un  caso  particular  de  elegir  ó  trasladar  á  un 
Obispo, ¿se  puede  anular  civilmente  el  acto  consunfiado? 
De  ninguna  manera.  Al  colocarnos  en  el  terreno  mas 
ventajoso  para  nuestros  adversarios,  nos  proponemos 
patentizar  toda  la  injusticia  de  sus  pretensiones  y  que 
no  hemos  buscado  una  razón  salvadora  ,  ni  un  recur- 
so de  escuela,  en  los  argumentos  dirigidos  á  demos- 
trar que  la  presentación  del  Illmo.  señor  Valle  no  es 
ilegal.  Kepetimos — y  vamos  á  probarlo — que,  aunque 
lo  íbera  evidentemente,  no  podría  ser  civilmente  anula- 
da, después  de  haber  surtido  todos  sus  efectos  ;  esto 
es,  habiendo  instituido  ya  el  Papa  al  Obispo  presen- 
tado. 

La  primera  observación  que  ocurre  á  la  mente  es 
el  absurdo  y  contrasentido  fjue  envuelve  la  nulidad 
civil  de  la  institución  de  un  Obispo.  Estas  ideas  no  se 
pueden  juntar,  porque  pertenecen  á  ordenes  diversos 
y  no  tienen  punto  de  contacto  de  ninguna  especie.  La 
nulidad  civil  de  la  institución  del  Arzol)isí)o  de  Li- 
ma podria  equipararse  á  la  nulidad  teológica  de  la 
elección  del  Presidente  ó  á  la  imperfección  lógica  de 
un  ferrocarril;  tanto  tiene  que  ver  la  ley  civil  con  la 
institución  de  los  Obispos,  como  la  Teología,  con  la 
elección  de  los  Presidentes  y  la  lógica,  con  la  solidez 
de  los  rieles  y  bondad  de  las  ^máquinas  de  un  ferro- 
carril. 

Pasemos,  sin  embargo  ,  sobre  esta  anomalía  y,  ad- 
mitienrlo  la  posibilidad  de  anular  civilmente  el  nom- 
bramiento de  un  Obispo,  veamos  si  esa  nulidad  puede 
ser  declarada,  conforme  á  nuestras  leyes. 

La  Constitución  atribuye  al  Poder  Ejecutivo  la  fa- 
cultad de  presentar  para  Arzobispos  ú  Obispos.  Es 
verdad  que,  al  consignar  esta  atribución,  agrega:  con 
aprobación  del  Congreso  (2).  Cuando  el  Gobierno  ha- 
ce, pues,  una  presentación,  ejercita  un  derecho  que  la 
Constitución  le  acuerda;  el  acto,  es  legalmente  válido, 


[1]  Véase  el  documento  N?  14. 

[2]  Constitución  de  la  República,  art.  94,  inciso  16. 


—  37  — 

porque  procede  de  la  única  autoridad,  que  puede  y 
debe  practicarlo.  En  vano  se  argüirá  que  la  CoUvStitu- 
cion  DO  otorga  este  derecho  al  Ejecutivo,  sino,  sujetán- 
dolo en  su  ejercicio  á  ciertas  condiciones ,  porque  de 
aquíno  se  deduce  la  nulidad  del  acto,  sino,  únicamente, 
que  la  autoridad  ha  abusado,  faltando  á  los  trámites 
prescritos  por  la  ley.  Practica  actos  nulos  el  que  usurpa, 
para  practicarlos  ,  una  autoridad  que  no  tiene;  el  que 
tiene  autoridad  y  derecho  para  hacer  alguna  cosa  y  so- 
lo falta  á  la  ley,  en  cuanto  al  modo  de  hacerlo,  prac- 
tica un  acto  abusivo  é  ilegal^  pero,  jamas,  un  acto  nulo. 
Tan  cierta  y  reconocida  es  esta  doctrina  que,  cuando 
la  Constitución  ó  las  leyes  quieren  que  sean  nulos  al- 
gunos actos  practicados,  sin  ciertas  condiciones  lega- 
les, lo  declaran  espresa  mente,  pues,  de  otra  manera, 
habrá  infracción  de  la  ley,  mas  ó  menos  grave,  pero, 
no,  nulidad  legal,  que  no  puede  proceder  sino  de  al- 
guna de  estas  dos  fuentes:  usurpación  de  autoridad 
ó  expresa  declaración  de  la  ley.  Aplicando  estos  prin- 
cipios, fácil  es  deducir  que,  siendo  el  Gobierno  el  úni- 
co que  puede  })resentar  y  no  declarando  la  Constitu- 
ción que  el  acto  de  la  presentación  será  nulo,  sino  so 
observan  ciertos  requisitos,  esta  podrá  ser  cuan  abusi- 
va se  quiera,  pero,  de  ninguna  manera,  nula.  Y  cuenta 
que  no  ponderamos  aquí  en  contra  de  la  nulidad  las 
poderosas  razones  ,  que  se  desprenden  de  no  estar 
el  caso  de  la  traslación  de  los  Obispos  comprendido 
en  el  arlículo  94  de  la  Constitución  y  de  lo  que  lleva- 
mos expuesto  sobre  la  ley  secundaria  de  1864.  El  lec- 
tor, que  conoce  ya  la  solidez  de  estos  argumentos, 
podrá  aplicarlos  con  provecho. 

Bastaria  lo  dicho  para  demostrar  que  ,  según  los 
principios  jurídicos  generales  y  los  positivos  de  nues- 
tra Carta,  no  se  puede  declarar,  legalmente,  la  nulidad 
civiLde  la  presentación  y  consiguiente  institución  del 
Arzobispo  de  Lima.  Pero,  nuestra  Carta  es  todavia 
nías  explícita  ,  en  esta  delicada  materia.  La  atribu- 
ción 24^  del  Congreso,  contenida  en  el  artículo  59, 
dice  textnahnente  lo  que  sigue:  '-Examinar,  al  fin  de 
cada  periodo  constitucional ,  los  actos  administrativos 
del  Jefe  del  Poder  Ejecutiv^o  y  aprobarlos,  si  fuesen 
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conformes  ala  Constitución:  en  el  caso  contrario,  en- 
tablará la  Cánciara  de  Diputados  ante  el  Senado  la 
correspondiente  acusación";  y  la  atribución  4\  está 
concebida  en  estos  términos:  "Examinar,  de  preferen- 
cia, las  infracciones  de  Constitución  ,  y  disponer  lo 
conveniente  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de 
jos  infractores".  Por  manera  que  el  Soberano  Congre- 
so no  puede,  conforme  á  la  Constitución  del  Estado, 
declarar  nulos  los  actos  del  Poder  Ejecutivo;  sus  fa- 
cultades se  limitan  á  aprobarlos,  si  son  conformes  á  la 
Constitución;  en  caso  contrario,  esto  es,  si  fuesen  in- 
fractorios  de  la  Ley  fundamental,  no  está  autorizado 
para  declarar  su  nulidad,  ni  siquiera  para  desaprobar- 
los, sino  que  la  Cámara  de  Diputados  entaUard  ante  el 
Senado  lá  cor resjjondienfe  acusación.  No  hay  sofisteria 
que  pueda  resistir  la  clara  evidencia  de  estos  princi- 
pios. La  Representación  Nacional  |)lantea  el  juicio  de 
responsabilidad  de  los  funcionarios  públicos;  á  eso  es- 
tá limitada  su  misión  y  allí  termina.  Si  hubiere  lugar 
á  nulidad  de  algún  acto  (híl  Gobierno,  no  le  toca  de 
ninguna  manera  dííclararlo,  fuera  de  los  casos  en  que 
la  ley  lo  autorice  de  antemano.  La  Constitución  se  ha 
encargado,  pues,  de  garantizar  realmente  la  indepen- 
dencia de  los  poderes  públicos  y  de  revestir  los  actos 
administrativos  ávl  Gol)ierno  de  las  formas  tutelares  de 
la  ley,  á  fin  de  protegerlos  del  extravio  de  las  pasio- 
nes y  de  la  inconsulta  precipitación  de  una  mayoria 
turbulenta. 

No  ignoramos  que  se  puede  buscar  un  argumento 
favorable  á  la  nulidad,  en  el  artículo  10  de  la  Consti- 
tución, cuyo  texto  es  como  sigue:  "Son  nulos  los 
actos  de  los  que  usurpan  funciones  públicas".  Habien- 
do el  Ejecutivo,  se  dice,  usurpado  funciones  píMicas,  al 
presentar  para  el  Arzobispado  de  Lima,  sin  aprobación 
del  Congreso,  dicha  presentación  es  nula,  conforme 
al  artículo  10  de  nuestra  Carta.  El  mas  ligero  aná- 
lisis bastará  para  deshacer  este  sofisma.  Dos  cosas 
serian  indispensables  para  que  el  argumento  valiera: 
la  primera,  que  no  fuese  atribución  propia  y  exclu- 
siva del  Ejecutivo  presentar  para  Arzobispos  y  Obis- 
pos; y  la  segunda,  que  fuese  atribución  del  Congreso 
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aprobar  las  presentaciones.  La  Constitución  enseña 
todo  lo  contrario.  Da  al  Ejecutivo,  realmente,  en  el 
artículo  94,  inciso  16,  la  atribución  de  presentar  para 
Arzobispos  y  Obispos,  y  no  da  al  Congreso,  en  el  artí- 
culo 59,  que  detalla  sus  atribuciones,  la  de  aprobar 
las  preseiitaciones  hechas  por  el  Gobierno.  Fuera  de 
la  Constitución,  ni  se  puede,  ni  se  debe  buscar  cuales 
sean  \ns  funciones  públicas  de  los  í\)deres  del  Estado; 
lu^'o,  si  es  función  pública  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica presentar  para  Arzobispos  y  Obispos,  es  claro 
que  nada  usurpa,  cuando  la  ejerce,  no  valiendo  decir 
que  debe  ejercerla,  con  aprobación  del  Congreso^  por- 
que, en  primer  lugar,  este  es  un  trámite  ó  requisito 
legal  de  la  pr^^sentacion  y  no  \m?{f  unción  p{iblica,áe\?iS 
incluidas  en  el  artíc4.ilo59;  y,  en  segundo  lugar,  porque, 
concediendo  que  fuera  realmente  atribución  del  Con- 
greso, la  usurpación  consistiria  en  aprobarla  presenta- 
ción^ cosa  que  toca  á  la  Asamblea,  pero,  no,  en  la  pre- 
sentación misma,  que  solo  corresponde  al  Jefe  del  Po- 
der Ejecutivo.  Como  se  ve  ,  pues,  el  artículo  10  de 
la  Constitución,  lejos  de  suministrar  argumentos  en 
favor  de  la  nulidad  de  la  presentación  del  señor  Valle, 
los  da,  y  muy  sólidos,  en  favor  de  su  validez  y  subsis- 
tencia. 

Lo  dicho  hasta  aquí  bastará  para  persuadir  á  todo 
espíritu  imparcial  de  que  no  se  puede  declarar,  con- 
forme á  la  Constitución  de  Ja  República,  la  nulidad 
civil  de  la  presentación  é  institución  del  Arzobispo  de 
Lima. 

La  Legislatura  de  1872  ha  dado  una  prueba  de  la 
circunspección  con  que  se  debe  proceder,  cuando  se 
trata  de  los  actos  públicos  del  Gobierno. 

Los  señores  Basurto,  Ribeyro  y  Puga  presentaron 
un  proyecto  de  reforma  déla  Constitución,  en  que  se 
proponian  adicionar  el  título  III  :,ov\  el  artículo  siguien- 
te: "La  Nación  no  es  responsable  de  las  obligaciones 
que  contraigan  ó  de  los  pactos  que  celebren  los  gobier- 
nos de  hecho,  aun  cuando  imperen  en  la  capital  de  la 
República,  á  no  ser  que  esas  obhgaciones  ó  pactos  fue- 
sen aprobados  por  el  Congreso".  Tramitado  el  proyec- 
to, fué  desechada  la  adición  por  la  honorable  Cámara, 
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con  fecha  9  de  Setiembre.  Si  nuestros  legisladores  han 
vacilado  en  declarar  la  irresponsabilidad  de  la  Nación, 
respecto  de  las  obligaciones  que  contraigan  ó  de  los 
pactos  que  celebren  los  Gobiernos  de  hecho,  aun  c\ian- 
do  solo  imperen  en  la  capital  de  la  República,  ¿cuál 
no  será  su  respeto  por  las  ohligacioims  que  contraiga  ó 
los  pactos  que  celebre  un  Gobierno  legítimo,  no  ya,  res- 
pecto de  uu  individuo©  de  otro  Gobierno,  sino  del  au- 
gusto Jefe  de  la  Iglesia  católica? 

Nuestras  leyes  y  nuestros  legisladores  han  demos- 
trado, pues,  que  no  es  cosa  sencilla,  como  aparenta 
creerlo  una  oposición  a[)asionada,  declarar  nulos  los 
actos  del  Supremo  Gobierno:  tales  y  tan  graves  son 
las  dificultades  legales  y  políticas  que  entraña  tan  in- 
consulto proceder.  Se  puede  derogar  un  decreto  del 
Gobierno,  suspender  sus  efectos  ,  temporalmente,  6 
declarar  que  fué  expedido,  sin  los  trámites  6  requisi- 
tos legales;  todo  esto  se  hace  y  se  puede  y  debe  hacer, 
dentro  de  la  esfera  de  la  Constitución;  pero,  volvemos 
á  repetirlo,  ningún  poder  del  Estado  puede  anular  sus 
propios  actos  6  los  de  otro  de  los  poderes  públicos, 
sino,  en  el  caso  de  darse  alguna  de  estas  precisas  con- 
diciones: usurpación  de  autoridad  ó  una  ley  preexis- 
tente qup  declare  la  nulidad.  Fuera  de  este  procedi- 
miento ,  dictado  por  la  razón  y  por  la  ley  ,  solo  se 
descubre  el  escandaloso  abuso  de  la  fuerza  ó  el  deplo- 
rable extravio  de  las  pasiones. 

Pero  ,  supongamos  que  no  hubiera  ningún  inconve- 
niente legal  para  anular  la  presentación  del  Illmo.  se- 
ñor Valle;  aun  así,  la  nulidad  seria  impracticable,  por 
ser  imposible.  Muchos  de  los  actos  de  los  poderes  pú- 
blicos producen  inevitablemente  sus  naturales  efectos, 
sin  que  sea  posible  hacerlos  desaparecer  mas  tarde. 
La  (leclaracion  de  su  nulidad  es  un  contrasentido,  que 
pugna  violentamente  con  la  naturaleza  misma  de  las 
cosas.  ¿Podria  pronunciarse,-  por  ejemplo,  la  nididad 
de  la  construcción  de  un  puente  ó  de  un  ferrocarril? 
Podrá  ser  tachado  de  ilegal  y  abusivo  el  decreto  en 
que  se  ordenó,  pero  á  nadie  puede  ocurrirse  que  se 
disponga  la  destrucción  de  dichas  obras,  por  la  razón 
de  que  son  nulas.  Pues  bien;  la  institución  del  Arzo- 
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bispo  de  Lima,  aunque  tuviera  su  origen  en  un  acto 
nulo  del  Gobierno,  no  puede  ser  anulada ,  porqu^  tie- 
ne toda  la  fuerza  de  un  hecho  consumado  y  perfecto 
y  la  firmísima  solidez  de  la  inquebrantable  piedra,  so- 
bre que  está  edificada  la  Iglesia. 

A  todas  las  consideraciones  expuestas  nos  resta  agre- 
gar una,  sobre  la  cual  llamamos  la  atención  de  nues- 
tros hombres  públicos. 

/El  Gobierno  del  coronel  Balta  reconoció  la  Adminis- 
tración apOvStólica  del  IHmo.  señor  Orueta  y  puso  el 
pase  al  breve  pontificio  que  la  conferia.  Cumplió  su 
deber  de  Gobierno  católico,  acatando  las  disposicio- 
nes del  Papa  y  ñ^cilitando  al  ilustre  Prelado  el  ejerci- 
cio libre  y  expedito  de  su  jurisdicion,  como  delegado 
de  la  Santa  Sede.  Obligó,  también,  con  esa  conducta, 
la  grF.tiíud  de  los  católicos,  que  tuvieron  el  consuelo 
de  no  presenciar,  entonces,  el  escándalo  de  hoy.  Pero, 
es  evidente  que,  en  el  terreno  legal,  cometió  doa  gra- 
visimas  infracciones;  fué  la  primera,  reconocer  el  títu- 
tulo  y  la  jurisdicción  del  Administrador  apostólico, 
que  nuestras  leyes  no  reconocen,  que  el  Jefe  del  Esta- 
do no  pidió  á  Su  Santidad  y  que  envuelven  una  excep- 
ción del  decreto  del  Triflentino,  que  es  ley  de  la  Re- 
pública ,  sobre  la  elección  del  Vicario  capitular.  Fué 
la  segunda,  haber  puesto  el  jXíse  al  breve  del  Admnis- 
trador  apostólico  (1),  sin  los  requisitos  que  exige  el  inci- 
so 19  del  artículo  94  de  la  Constitución  (2).  No  es  posi- 
ble encontrar  acumuladas  mas  infacciones  en  un  acto 
de  esta  naturaleza.  La  indeclinable  fuerza  de  la  lógi- 
ca, partiendo  de  los  funestos  principios  en  que  se  fun- 
da la  pretensión  de  desconocer  ai  Arzobispo,  debió 
haber  conducido  á  los  hombres  públicos,  que  hoy  nos 
rigen,  á  declarar  nula  la  Administraccion  apostólica 
del  señor  Orueta  y,  por  lo  mismo,  á  desconocerla  de 
la  manera  mas  completa.  Felizmente,  no  ha  sucedido 


[1]  Véase  el  docu  r^jnto  N?  15. 

[2]  Conceder  ó  negar  el  pase  á  los  decretos  conciliares,  bulas, 
breves  y  rescriptos  pontificios,  con  asentimiento  del  Congreso;  y 
oyendo  previamente  á  la  Corte  Snprema  de  Justicia,  si  fueren  rela- 
tivos á  asuntos  contenciosos.  Constitución  de  la  República,  articulo 
94,  íticíso  19. 
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así.  La  Kepresenlacion  Nacional,  el  Supremo  Gobier- 
no y  los  Fiscales  de  la  Is"acion  han  mostrado  la  mas 
entera  sumisión  a  la  autoridad  del  Papa  ,  que  ha  eco- 
nomizado al  Venerable  Pastor  la  injusticia  de  ver  vul- 
nerados sus  derechos  y  á  todos  los  católicos,  el  dolor 
de  una  nueva  injuria  á  la  independencia  de  la  Iglesia. 
El  buen  sentido  católico  se  ha  sobrepuesto,  en  este 
caso,  á  las  infracciones  legales,  sin  que  se  haya  levan- 
tado ninguna  reclamación  en  contrario.  ¿Es  mucho 
pedir  que  se  observe  la  misma  conducta,  en  la  cues- 
tión de!  Arzobispado  de  Lima?  ¿Pueden  quedar  ilesas 
la  dignidad  y  la  circunspección  de  los  poderes  públi- 
cos, si  se  usan  dos  pesos  j  dos  medidas  y  se  emplean 
las  mas  ligeras,  en  la  cuestión  mas  grave?  ¿No  cabria 
la  sospecha,  verdaderamente  dolorosa  para  el  patrip- 
tismo,  de  que  no  guia  á  nuestros  hombres  de  Estado 
el  interés  de  vengar  los  fueros  ofendidos  de  la  ley,  sino, 
mas  bien  el  mezquino  espíritu,  que  se  fija  en  las  perso- 
nas y  abandona  la  elevada  región  áv.  los  principios? 

Tiempo  es  ya  de  poner  fin  á  este  capítulo,  con  un 
breve  resumen.  Creemos  haber  demostrado:  1".  que, 
al  presentar  al  Illmo.  señor  Valle  para  el  Arzobispa- 
do, no  cometió  el  Gobierno  ninguna  infracción  cons- 
titucional; •2".  que,  supuesta  la  infracción,  el  acto  de  la 
presentación  será  ile'gal  y  abusivo,  pero,  de  ninguna 
manera,  nulo;  3".  que,  conforme  á  la  legislación  vi- 
gente, no  se  puede  declarar  la  nulidad;  4".  que,  aun- 
que nuestras  leyes  autorizasen  la  nulidad,  no  podria 
ser  pronunciada,  por  haber  surtido  el  acto  del  Gobier- 
no todos  sus  efectos  ,  que  son  inmutables  y  no  caen 
bajo  la  jurisdicción  política  del  Estado;  5".  que  la  ac- 
ción de  los  Poderes  públicos  está  limitada  por  nuestra 
Carta  política  á  hacer  efectiva  la  responsal)ilidad  de 
los  infractores,  en  el  caso  de  que  la  infracción  fuese 
legalmente  declarada  ;  y  6".  que  la  senda  emprendida 
por  el  Congreso  y  el  Gobierno,  en  la  cuestión  del  Arzo- 
bispado, conduce  inevitablemente  ó  al  desconocimien- 
to, imposible,  hoy,  y  siempre  escandaloso  y  funesto,  de 
Ja  Administración  apostólica  del  Illmo.  señor  Orueta, 
6  al  completo  naufragio  de  la  dignidad  y  decoro  de  los 
altos  poderes  del  Estado:  extremos  ambos  inacepta- 
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bles,  porque  hieren  profiuidamente  la  Religión  y  el 
patriotismo. 

Si  hemos  sacado  triunfante  la  institución  del  Arzo- 
bispo de  Lima,  comparándola  con  los  principios  de 
nuestra  legislación  ,  tratemos  de  obtener  el  mismo  re- 
sultado, mirándola  bajo  el  aspecto  del  derecho  públi- 
co de  las  naciones. 
/ 

CAPITULO  V. 

su  ASPECTO  JURÍmCO-PÚBLICO. 

Los  que  profesamos  la  verdadera  doctrina  católica 
sobre  la  divina  institución  de  la  Iglesia  y  sus  relaciones 
con  la  sociedad  civil,  estamos  igualmente  distantes  del 
error,  que  confunde  en  una  sola  entidad  la  autoridad 
eclesiástica  y  la  política  y  del  que  proclama  la  total  y 
absoluta  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado. 

Incurren  en  el  primero  los  Anglicanos  y  los  Cis- 
máticos de  Rusia,  quienes,  falseando  completamen- 
te el  plan  del  Hijo  de  Dios ,  envileciendo  á  la  Espo- 
sa de  Cristo  y  despeda/ando  sus  vestiduras,  recono- 
cen, en  la  persona  de  sus  Reyes  y  Emperadores,  por 
el  solo  hecho  de  llevar  el  cetro  y  ceñir  la  corona,  a  sus 
Jefes  Supremos  en  el  orden  religioso.  í^^o  Ies  importa 
que  la  persona  investida  .de  la  dignidad  regia  ó  impe- 
rial sea  una  débil  mujer:  no  obstante  el  precepto  de  San 
VMo'.miilieres  bi  Ecdesiís  taceant  (1),  la  Reina  ó  Em- 
peratriz ejercerá  las  funciones  de  Pontífice  y  deci- 
dirá, en  última  instancia,  las  elevadas  cuestiones-  de 
la  Iglesia  ,  ya  sean  dogmáticas  ,  disciplinares  ó  litúr- 
gicas. 

Incurren  en  el  segundo  error  algunos  secuaces  de 
la  moderna  escuela  liberal,  que,  llevados  del  fatal  pro- 
pósito de  hacer  al  Estado  ateo,  de  atribuir  á  éste  una 
espcie  de  omnipotencia  sin  límites  y  de  eximirlo  de  to- 
da consideración  de  respeto  á  Dios  y  á  la  moral  cris- 
tiana, han  escogitado  el  sistema,  prácticamente  irrea- 


[1]  Las  mujeres  callen  en  las  iglesias.  Ep.  I  de  San  Pablo  á  los 
Corintios,  cap.  14,  v.  34. 
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lizable,  de  divorciar  lo  que  Dios  ha  unido,  mediante  el 
vínculo  de  una  santa  armonía.  El  fin  que  se  han  pro- 
puesto no  es  otro  que  arruinar,  si  fuera  posible,  la  Igle- 
sia ,  destruir  su  existencia  social  en  el  mundo  y  no 
dejar,  en  último  análisis,  otra  libertad  á  los  católicos, 
que  la  gloriosa  libertad  del  martirio. 

Entre  estos  dosextrernos,  igualmente  perniciosos,  se 
encuentra  y  permanece  la  verdad  católica,  la  cual  reco- 
noce dos  sociedades,  igualmente  perfectas  é  indepen- 
dientes, cada  cual  en  su  orden:  la  Iglesia  y  el  Estado. 
Aunque  distintas  entre  sí,  como  distinto  es  su  fin  y  la 
autoridad  que  las  gobierna,  no  viven,  sin  embargo, 
separadas,  por  cuanto  es  absurdo  separar  á  la  criatu- 
ra del  Creador,  al  católico  del  ciudadano  y  la  felici- 
dad temporal  de  la  vida  eterna.  Resulta  de  aquí  que» 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  debe  necesariamente  exis- 
tir un  orden  de  relaciones,  en  cierta  manera  compara- 
bles á  lasque  existen  entre  dos  imperios,  ligados  entre 
sí  por  lazos  de  una  fraternal  alianza.  Si  hay  diferencia 
entre  unasy  otras,  ella  no  puede  consistir  seguramente 
en  que  las  relaciones  internacionales  sean  inviolables  y 
las  que  unen  á  la  Iglesia  y  los  Estados  puedan  violarse  y 
alterarse,  toda  vez  que  á^los  gobiernos  les  acomode  ha- 
cerlo. Solamente  los  que  se  inclinan  ante  el  poder  de 
la  fuerza  y  desprecian  la  santidad  del  derecho  pue- 
den profesar  semejantes  teorías.  Muy  al  contrario: 
siendo  la  base  de  las  relaciones  internacionales  el  mú- 
tuo  respeto  de  los  diversos  Estados  entre  sí,  sin  que 
el  uno  presuma  jamas  invadirla  soberanía  del  otro; 
cuando  se  trata  de  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y 
el  Estado,  el  respeto  de  éste  hacia  aquella,  en  vez  de 
ser  menos  riguroso,  debe,  por  la  naturaleza  misma  de 
las  cosas ,  revestir  un  carácter  sagrado  y  presentar 
mas  bien  el  aspecto  de  una  veneración  inquebranta- 
ble. La  Iglesia,  por  sn  parte,  no  ha  faltado  ni  faltará 
jamas,  á  su  misión,  no  solo,  dejando  á  Cesar  lo  que 
es  de  Cesar,  sino,  también  ,  concediéndole  algunas  ve- 
ces, graciosa  y  benignamente  ,  el  ejercicio  de  atribu- 
ciones, que  á  ella  sola  pertenecen. 

A  la  luz  de  estos  principios  de  derecho  público, 
aplicados  á  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado, 
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vamos  á  examinar  la  cuestión- que  nos  ocupa.  Y  para 
que  la  justicia,  el  derecho  y  la  santidad  de  la  causa, 
que  defendemos,  resplandezcan  á  los  ojos  de  todos, 
aun  de  jos  mas  obstinados  adversarios,  recordemos  de 
nuevo  algunos  de  los  hechos  arriba  mencionados. 

A  la  solicitud,  que  el  lümo.  señor  Goyeneche  hizo 
al  Sumo  Pontifice,  para  que  le  concediera  como  Coad- 
jutor, con  futura  sucesión,  al  Illmo.  señor  Orueta, 
contestó  Su  Santidad,  en  29  de  Octubre  de  1870,  con 
las  siguientes  palabras:  '^Tuo  quietis  desiderio,  ven. 
Frater,  justas  plañe  causas  pr^ebere  arbitramur,  tum 
gravem  aetatem,  tum  plusquam  semisaecu'.ires  Epis- 
copalis  muneris  tui  labores.  Existimamus  idcirco  mé- 
rito Coadiutorum  á  te  peti ,  qui  ea  te  relevet  soHicitu- 
dine  eoque  onere,  quibus  jam  vires  impares  experiris. 
Et  dum  gratulamiu',  illum  a  te  designari  Episcopum , 
cuidiuturna  experientia  probato,  grex  tuus  tuto  com- 
mitti  queat,  gaudemus  etiam  hunc  votis  tuis  minime 
refragari.  Verum  haud  ignoras,  ven.  Frater,  in  hisce 
Episcoporum  negotiis  decernendis,  inopniatas  excitari 
posse  difficultates  a  civili  potestate,  si,  quacumque  ex 
causa,  res  iili  minus  accepta  contingat.  Quamobrera 
prudens  omnino  ducimus,  ut  quod  tu  cupis,  á  Reipu- 
blicae  quoque  Praeside  petatur;  quo,  perfecta  ex  con- 
muni  desiílerio  res  utilior  universis  esse  valeat  et 
gratior"  (1) 

No  es  posible  pedir  mayor  moderación  y  prudencia 
que  la  que  se  descubre  en  cada  sílaba  de  las  citadas 

[1]  He  aquí  la  versión  castellanas  ' 

Venerable  Hermano:  juzgamos  que  tu  avanzada  edad  y  tus  traba- 
jos episcopales  de  mas  de  medio  eiglo  justitican  suficientemente  tu 
deseo  de  reposo.  Creemos,  por  tanto,  que,  con  razón,  pides  un  Coad- 
jutor que  te  auxilie  en  la  solicitud  y  cargo  pastoral,  para  cuyo  de- 
sempeño experimentas  ya  debilitadas  tus  fuerza?.  Al  felicitarnos  de 
que  hayas  designado,  con  tal  objeto,  á  un  Obispo  grandemente  ex- 
perimentado, á  quien,  con  seguridad,  pueda  ser  confiada  tu  grey, 
nos  alegramos,  también,  de  que  éste  no  se  oponga  á  tus  deseos.  Pe- 
ro, no  ignoras.  Venerable  Hermano,  que,  tratándose  de  estos  asun- 
tos de  los  Obispos,  pueden  suscitarle  jwr  la  autoridad  civil  dificul- 
tades imprevistas  si,  por  cualquier  motivo,  lo  resuelto  no  es  de  su 
agrado.  Por  esta  razón,  nos  parece  prudente  que  el  Presidente  déla 
Kepública  pida  lo  mismo  que  Tu  deseas,  á  fin  de  que,  consumándose 
el  negocio,  según  el  deseo  común,  sea  mas  útil  y  agradable  á  todos. 
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palabras;  ni  ora  posible  tampoco  que  el  Padre  común 
de  los  fieles  llevase  mas  adelante  su  espíritu  de  consi- 
deración y  condescendencia  bácia  el  gobierno  del 
Perú.  Reconoció  el  Padre  Santo  qne  la  demanda  del 
ilustre  Decano  del  Episcopado  Católico  era  justa  y 
legítima,  que  la  necesidad  de  darle  un  Coadjutor  era 
urgente  y  que  el  Prelado  propuesto  para  este  cargo 
era  digno;  sin  embargo,  no  bizo  uso  de  la  facultad 
que  Dios  le  ba  dado  sobre  toda  la  Iglesia,  no  nombró 
al  Coadjutor  pedido  y  se  limitó  á  promeier  que  lo 
baria,  luego  que  recibiese  igual  petición  de  parte  del 
Presidente  de  la  R{>pública.  ¿Por  que  guarda  el  Papa 
tan  delicaílas  y  esquisitas  consideraciones/  Por  la  so- 
la y  única  razón  de  evitar  dificultades  con  el  (íobier- 
no  peruano,  por  el  deseo  íle  conservar  la  buena  ar- 
menia entre  ambas  potestades:  en  una  ])alabra,  se  abs- 
tuvo el  Padre  Santo  de  ejercitar  la  plenísima  potes- 
tad que  Dios  le  confirió  ,  para  proveer  de  Pastores 
á  todas  las  Iglesias  del  mundo,  no,  porque  reconociese 
algún  derecbo  en  el  Gobierno  del  Perú;  no,  porque  fal- 
tase en  el  caso  presente  algún  requisito  canónico,  sino, 
única  y  exclusivamente,  porque  sabia  qne  algunas  ve- 
ces suelen  los  gobiernos  suscitaí-  dificultades  contra 
Ja  Iglesia  ,  cuando  se  nombran  Obispos,  sin  su  inter- 
vención. Por  esto,  exigió  el  Papa  que  el  Coadjutor 
fuese  pedido  también  por  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, á  fin  de  que,  con  agrado  de  todos,  fuese  satisfecho 
el  justo  deseo  del  señor  Arzobispo  y  quedase  provista 
la  Sede  de  Lima. 

La  condescendencia  de  Su  Santidad  con  el  Gobier- 
no del  Perú  130  quedó  en  esto  solo. 

Veiificose  al  fin  la  petición  del  Presidente,  pero  no 
de  la  manera  que  el  Papa  la  habia  deseado.  Induda- 
blemente, estaba  el  Pontífice  en  su  mas  perfecto  de- 
recho de  llevar  á  cabo  lo  que  habia  prometido  al  se- 
ñor Goyeneche  y  nombrar  al  señor  Orueta  Coadjutor 
suyo,  con  derecho  de  futura  sucesión.  Sin  embargo, 
no  lo  hizo,  por  ¡a  misma  razón  de  no  suministrar  al 
Supremo  Gobierno  el  menor  pretexto  de  desagra- 
do. Si  en  algo  amplió  su  petición,  añadiendo  al  sim- 
ple título  de  Coadjutor  temporal  el  de  Administra- 
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dor  Apostólico,  lo  liizo  ,  primeramente  ,  porque  así  lo 
exigían  las  circunstancias  especiales  de  esta  Iglesia 
y  de  su  Pastor,  y,  luego,  porque  este  se.£runclo  tí- 
tulo era,  por  su  propia  naturaleza,  revocable,  en  to- 
do momento,  y,  por  lo  mismo,  no  podia  ocasionar  difi- 
cultades serias  de  parte  del  Estado. 

Nueva  prueba  dio  el  Padre  Santo,  con  esta  conduc- 
ta, de  su  benevolencia  paternal  hacia  el  Gobierno  del 
Perú. 

Murió  el  III mo.  señor  Goyeneche  el  19  de  Febrero; 
3^  en  30  de  IMarzo,  el  mismo  Presirlente  Balta  elevó 
preces  á  Su  Santidad  rogándole,  en  la  íbrina  acostum- 
brada, que  se  dignase  trasladar  á  la  Sede  metropoli- 
tana de  Lima  al  lllmo.  señor  Obispo  de  Huánuco. 
El  Sumo  Pontífice  acogió  las  preces  del  Presidente 
del  Perú,  con  la  misma  deferencia  que  acostumbra,  al 
recibir  las  suplicas  de  los  Soberanos  de  las  demás  na- 
ciones católicas  y,  viendo  que  no  habia  razón  canó- 
nica para  negar  la  gracia  pedida  ,  se  apresuró  á  sa- 
tisfacer los  deseos  del  Jefi^  del  Estado,  instituyendo 
al  lllmo.  señor  Obispo  de  Huánuco  Arzobispo  de  Lima. 

Invitamos  á  los  mas  acéri  imos  defensores  del  patro- 
nato nacional  á  meditar  estos  hechos,  de  reciente  me- 
moria, y  á  decir  si  era  posible  que,  de  parte  de  Su  San- 
tidad, se  diesen  mayores  ó  mas  espléndidas  pruebas  de 
consideración  hacia  el  Gobierno  del  Perú.  Lo  decimos 
francamente:  si  la  veneración  que  profesamos  al  Pa- 
dre común  de  los  ficíles  no  nos  lo  impidiera,  estariamos^ 
casi  tentados  de  notar  algún  exceso  en  la  benevolen- 
cia paternal,  con  que  el  Soberano  Pontífice  ha  queri- 
do conducirse  hácia  nuestro  Gobierno.  Quizá  no  de- 
plorariamos  ahora  las  dificultades,  que  suscita  una 
oposición  mal  intencionada,  si  el  Papa,  siendo  me- 
nos solícito  en  guardar  consideraciones  á  nuestros 
gobernantes,  hubiese  accedido,  desde  luego,  á  las  pre- 
ces del  lllmo.  señor  Goyeneche  y,  desentendiéndose 
de  las  mal  fundadas  pretensiones  del  Patronato,  hubie- 
se nombrado  al  lllmo.  señor  Orueta  Coadjutor,  con 
derecho  á  futura  sucesión.  El  Padre  Santo  no  lo  hizo 
así,  por  deferencia  al  Gobierno,  y,  sin  embargo,  se  le- 
vanta una  tempestad  contra  sus  procedimientos. 
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Parece  increiblo  que,  en  un  pais,  como  el  nuestro, 
donde  es  vulgar  la  hidalguía,  para  los  que  saben  guar- 
dar hacia  nosotros  los  miramientos  debidos,  se  ex- 
travien algiu)as  veces  las  ideas  de  tal  manera  que  , 
solamente  cuando  se  trata  del  Jefe  de  la  Iglesia  Ca- 
tólica, no  tengan  embarazo  nuestros  hombres  públicos, 
para  corresponder  con  desaires  los  l)en(^fic¡os  que  nos- 
dispensa.  Ni  se  crea  que  exajeramos,  empleando  tér- 
minos duros,  para  calificar  la  conchicta  de  nuestros 
hombres  de  Estado  en  la  presente  cuestión.  Lo  que 
intentan  hacer,  con  medios  mas  6  menos  violentos, 
mas  ó  menos  suaves,  no  es  simplemente  un  desaire; 
es,  ademas,  un  desconocimiento  práctico  de  la  sobera- 
na autorklad  del  V^icario  de  Jesucristo  sobre  toda  la 
Iglesia  y  una  rebelión,  tanto  mas  deplorable,  cuanto 
que  lleva,  en  sí  misma,  el  sello  de  una  cobarde  ingra- 
titud. ¿  Qué  es  ,  en  efecto  ,  lo  que  se  proponen  ?  Na- 
da menos  que  hacer  ilusoria  una  disposición  supre- 
ma, dictada  por  el  Sumo  Ponlífice,  en  virtud  del  pri- 
mado de  jurisdicción  que,  por  derecho  divino,  ejerce 
sobre  toda  la  Iglesia;  anunciada  al  mundo  Católico,  en 
el  Consistorio  de  29  de  Julio  ultimo;  revestida  de  to- 
das las  solemnidades,  que  suelen  acompañar  los  actos 
que  se  refieren  al  Gobierno  universal  de  la  Iglesia  y, 
lo  que  es  mas,  solicitada  con  mucha  instancia  por  el 
mismo  Supremo  Mandatario  del  Perú.  Ya  lo  han  da- 
do á  entender  muy  claramente:  el  fin  que  se  proponen 
conseguir  á  todo  trance  es  el  desconocimiento  de  las 
letras  Apostólicas  expedidas,  en  nombre  de  Su  Santi- 
dad, en  favor  del  Illmo.  señor  Valle,  Ar/xjbispo  electo 
de  Lima:  si  pueden  conseguir  este  fin,  por  medios  sua- 
ves, quedarán  satisfechos;  y  si,  para  alcanzarlo,  es  pre- 
ciso  recurrir  á:  medios  violentos,  la  amenaza  está  pre- 
parada ya:  se  rechazarán  las  Bulas;  quiza,  ni  se  hará, 
mención  de  ellas,  y  sé  obligará  al  Ejecutivo  á  que,  sin 
miramientos  de  ninguna  especie,  proceda  adelante  , 
presentando  las  ternas,  como  si  el  camino  estuviese  li- 
bre y  expedito  y  como  si  las  resoluciones  pontificias, 
en  materia  de  provisión  de  Iglesias ,  fuesen  bagatelas 
despreciables. 

l)igan  nuestros  mismos  adversarios  qiié  nombre  me- 


—  49  — 

rece  un  procedimiento  semejante;  digan  si  es  posible 
desconocer  mas  bruscamente  la  soberanía  espiritual 
del  Romano  Pontífice  y  si  puede  darse  injuria  mas 
gravecontra  la  sagrada  autoridad  que  ejerce,  como  Vi- 
cario de  Jesucristo  en  este  mundo:  digan,  finalmente,  si 
se  atreverian  á  aconsejar  al  Gobierno  igual  conducta, 
tratándose,  no  ya  del  Papa,  no  ya  del  Pastor  de  nues- 
tras almas,  sino  del  Soberano  mas  insignificante  de 
este  mundo,  después  de  haber  solicitado  y  obtenido  de 
é\  alguna  concesión,  que,  por  su  naturaleza,  tuviese  el 
carácter  de  permanente. 

Basta  enunciar  semejantes  cuestiones,  para  que  que- 
den resueltas,  á  la  luz  de  la  evidencia  que  arrojan  los 
hechos  públicos  y  notorios,  á  que  ha  dado  origen  la 
provisión  del  Arzobispado.  No  se  necesita,  no,  mucho 
catolicismo,  para  comprender  toda  la  deformidad  del 
acto,  que  se  pretende  consumar,  en  mengua  de  la  au- 
toridad pontificia:  basta  solamente  ser  susceptible  á 
los  sentimientos  de  justicia  y  de  honor.  Pues  no  po- 
demos creer  que  un  Gobierno  cualquiera,  sea  pro- 
testante, cismático  ó  musulmán,  con  tal  de  que  se 
respete  y  sea  celoso  de  su  propio  honor ,  no  pode- 
mos creer,  decimos,  que,  después  de  haber  soiicila- 
(\o  del  Jefe  de  la  Iglesia  católica  una  gracia,  en  bien 
de  sus  subditos,  se  atreva  á  desconocí^*  la  Buia,  Cons- 
titución 6  Breve,  en  que  el  Padre  Santo  otorga  be- 
nignamente  el  favor  que  se  le  pidió,  por  mfdio  del 
legítimo  representante  de  aquel  Gobierno.  Esta  consi- 
deración se  agrava,  si  se  tiene  en  cuenta  que  se  trata 
de  un  pais  católico,  en  cuya  Carta  fundamental  se 
declara  al  Catolicismo  única  Religión  del  Estado  ,  se 
ordena  su  protección  y  se  prohibe  el  ejercicio  público 
de  cualquiera  otra  (1). 

/Acaso  no  es  un  dogma  católico  el  [^rimado  de  ho- 
nor y  de  jurisdicción,  que  el  Romano  Pontífice  ejerce 
sobre  toda  la  Iglesia?  ¿No  es  un  dogma  católico  la 
facultad  que  él  solo  tiene  de  dar  legítima  misión  á  los 
Obispos  de  todo  el  orbe,  para  que  cumplan,  dentro  de 


[1]  Constitución  del  Estado,  ar  ículo  4?. 
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los  límites  designados  por  él,  los  debei  es  de  su  sagra- 
do ministerio?  ¿Acaso  los  Prelados  del  Perú  no  se  ti- 
tulan, no  son  realmente,  Obispos,  por  la  gracia  de  Dios 
y  de  la  Santa  Sede  Apostólica?  ¿Queremos,  por  ven- 
tura, convertirlos,  como  si  fuesen  Obispos  anglicanos, 
en  agentes  eclesiásticos,  por  la  gracia  del  Soberano 
Congreso  y  de  S.  E.  el  Presidente  de  la  República? 
Todos  estos  absurdos  entraña  el  pretendido  descono- 
cimiento del  nuevo  Arzobispo  de  Lima,  si,  por  desgra- 
cia, llegara  á  realizarse.  No  bay  por  que  estrañar  que 
^si  suceda,  pues,  admitidos  ciertos  principios,  es  forzo- 
so aceptar  sus  consecuencias:  esto,  que  es  lógico  y  na- 
tural en  toda  cuestión,  lo  es,  con  mayor  motivo,  en  el 
caso  presente  ,  por  ser  muy  racional  que,  quitado  el 
fundamento,  todo  el  edificio  se  destruya;  y  siendo  el 
fundamento  sobre  el  cual  edificó  JST.  S.  J(\sucristo  su 
Iglesia  la  suprema  autoridad  de  los  Rnuianos  Pontifi- 
ces,  sucesores  d('l  Príncipe  de  los  Apóstoles,  es  ine^ 
vitable  que,  desconocida  esa  autoridad,  en  la  esfera 
de  acción  que  le  es  propia,  por  ordenación  divina,  to- 
do se  desconcierte,  y  se  perturbe  completamente  el 
sistema  católico,  basta  llegar  á  un  angiicanismo  dis- 
frazado— Dios  libre  al  Perú  de  semejante  desgracia. 

Vista  la  profundidad  del  abismo  á  que  pueden  con- 
ducirnos nuestros  bombrc^s  de  Estado,  por  la  temera- 
ria pretensión  de  atribuir  á  los  poderes  políticos  la 
que  de  ninguna  manera  les  pertenece,  examinemos 
brevemente  los  motivos  que  alegan  para  cohonestar 
tamaño  atentaílo.  Entramos  en  este  examen,  con  el 
fin  y  el  interés  de  que  se  descubra,  cada  vez  mas,  toda 
la  injusticia  3^  gravedad  déla  injuria,  que  se  quiere 
inferir  al  Romano  Pontífice  y,  en  su  augusta  personar 
á  la  Iglesia  católica. 

¿Qué  razones  se  alegan  para  no  cumplir  las  letras 
apostólicas,  en  que  se  nombra  al  Arzobispo  de  Li- 
ma? No,  ciertamente,  la  de  negar  al  Papa  la  plenísi- 
ma facultad  de  nombrar  é  instituir  Obispos  en  la  Re- 
pública del  Perú,  como  en  las  domas  partes  de  la 
Iglesia  Católica.  Pues  ,  ademas  de  ser  esa  facultad 
un  dogma  católico,  es  prácticamente  reconocida  y  aca- 
tada por  el  Gobierno  (¡el  Perú,  quien,  toda  vez  que  va- 
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calina  Sede,  dirige  joreces  y  suplirás  á  Su  Santidad 
para  que  provea  de  Pastor  á  la  diócesis  vacante. 

No  es  tampoco,  por(]ue  el  Padre  Santo  haya  proce- 
dido, por  sí,  en  esta  ocasión,  sin  esperar  las  preces  del 
Jefe  del  Estado,  que,  segiin  la  Constitución,  ejerce  el 
patronato;  pues  esnotorio  que  el  Sumo  Pontifice,  á  pe- 
sarde  haber,  en  cierta  manera,  comprometido  su  pala- 
bra, según  el  tenor  de  la  carta,  que  hemos  citado  ya, 
esistió  de  su  intención,  luego  que  recibió,  en  la  forma 
costumbrada,  las  preces  del  Presidente  del  Perú,  apre- 
surándose á  ordenar  que  ^e  despachasen  las  Bulas  en 
favor  del  señor  VaHe.  ¿Donde,  pues,  está  el  motivo  que 
dé  algún  viso  de  justicia  á  la  ofensa  que  se  quiere  infe- 
rir al  Padre  Santo? 

•Dolor  nos  causa  tener  que  confesarlo:  ese  motivo 
solo  se  encuentra  en  una  expresa  renuncia  de  nuestra 
soberania  é  infiependencia  política.  Se  dice  que  el 
Papa  debia  rechazar  las  preces  fiel  coronel  Balta  é 
inferir  al  Perú,  en  la  persona  de  su  Jefe  Supremo,  el 
desaire  do  devoJverle  dichas  preces,  aconíj^añando  esta 
devolución  con  una  carta,  concebida,  mas  6  menos, 
en  estos  térniinos: — ''Amado  hijo  y  muy  ilustre  varoni 
hemos  recibirlo  vuestras  letras  selladas  y  refrendadas, 
por  las  que  Nos  rogáis  que  tengamos  á  bien  nombrar 
Arzobispo  de  Lima  á  Nuestro  amado  hermano,  el 
Obispo  de  Huánuco.  Con  gran  gusto  hubiéramos  ac- 
cedido á  vuestras  recomendaciones,  sí,  con  mucho  pe- 
sar Nuestro,  no  hubiésemos  sabido  que,  al  enviar  dichas 
preces,  no  habéis  observado  las  leyes  de  vuestro  pais: 
por  eso,  os  las  devolvemos  para  que  cuidéis  de  arreglar 
vuestra  conducta  á  las  leyes,  que,  dándose  la  autori- 
dad de  un  Concilio  Ecuménico,  dictó,  sobre  esta  ma- 
teria, el  Soberano  Congreso  del  Perú  y  que  Nos  hemos 
anatematizado  muchas  veces  y  de  una  manera  muy 
particular  en  la  alocución  Consisiorial  que  principia: 
''Nunquam  fore".  Hecho  todo  esto,  recurrid  de  nuevo 
á  Nos  y  seréis  escuchado". 

Dejando  á  un  lado  lo  ridículo  y  mirando  la  cuestión 
con  la  seriedad  que  merece,  es  digno  de  observa- 
ción que  los  perpetuos  declamadores  contra  la  in- 
mixtión del  Papa  en  la  política  interna  de  los  Esta- 
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dos,  sean  los  que  ,  en  este  caso ,  quieren  desairar  y 
ofender  al  Pontífice,  precisamente  porque  no  se  ar- 
rogó el  derecho  de  escudrinar  la  legislación,  que  se  ha 
dado  el  Peí  ú  ,  porque  tomo  en  seria  consideración 
las  preces  del  Jefe  del  Estado  y  las  despachó  favora- 
blemente.—  hZn  una  palabra,  el  motivo  único,  por  el 
que  se  quiere  irrogar  .al  Papa  la  grave  injuria  de  re- 
chazar sus  Letras  Apostólicas,  es  el  de  que  no  se  atri- 
buyó el  ílerecho  de  indagar  y  averiguar  las  leyes  del 
Perú  y  juzgar  los  actos  de  su  primer  magistrado,  limi- 
tándose á  acoger  su  petición  y  despachar  favorable- 
mente sus  preces. 

Parece  increíble  que  los  adversarios  de  la  institu- 
ción del  nuevo  Arzobispo,  á  falta  de  buenas  razones, 
hayan  apelado  á  un  recurso  condenado  por  el  patrio- 
tismo, exigiendo  que  el  Papa  examine  el  valor  legal 
de  la  presentación  que  le  hizo  el  pasado  Gobierno. 

Nosotros  no  somos  regaüstas,  ni  pertenecemos  á  la 
escuela  Iil)eral;  al  contrario,  somos  católicos  ultramon- 
tanos y  ,  sin  embargo  ,  habríamos  visto  herida  la  dig- 
nidad nacional,  si  el  Papa  hubiera  opuesto  á  las  pre- 
ces del  Supremo  Gobierno  la  dificultad  de  que  no  eran 
conformes  á  nuestra  legislación  interior.  Por  esto  he- 
mos dicho,  con  sobrado  fundamento  ,  que  el  motivo 
único  de  la  premeditada  oposición  que  se  hace  al  Ar- 
zobispo de  Lima,  tan  lejos  de  atenuar,  agrava  el  ultra- 
je que  se  intenta  inferir  á  la  suprema  autoridad  del 
Papa. 

La  doctrina  que  estamos  desarrollando  ha  sido  ex- 
puesta y  defendida  de  antemano  por  uno  de  nuestros 
mas  distinguidos  regaüstas.  He  aquí  como  S(»  expresa 
el  señor  Paz  Soldán,  en  la  vista  fiscal  que  expidió,  con 
motivo  de  la  institución  del  actual  Obispo  de  Are- 
qiiipa:  "El  Romano  Pontífice,  como  Jefe  de  la  Iglesia 

católica  ,  no  tenia  que  atender  á  otra  cosa  ,  ni  escu- 
"  driñar  si  el  Presidente  del  Perú  se  sujetaba  ó  no  á 
"  sus  leyes  internas;  él  debe  creer  y  suponer  que  el 
"  Jefe  de  una  Nación  no  procede,  violando  las  leyes 
"  de  cuya  observancia  está  encargado.  En  los  mismos 
"  pactos  internaciones,  solo  se  averigua  quien  ejerce,  de 
"  hecho,  la  soberanía  transeúnte^  para  tratar  y  entrar 
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"  con  él  en  relaciones.  La  Corte  de  Roma  sostiene  este 
"  principio  y  jamas  retrocede,  después  que  ha  expe- 
"  dido  ó  negádose  á  expedir  ;nna  bula  de  institución. 
"  De  ambas  cosas  tenemos  ejemplos  no  muy  remo- 
los" (1). 

Esto  decia  el  señor  Fiscal,  cuando  se  ventilaba  una 
cuestión  semejante  á  laque  nos  ocupa,  aunque  mucho 
mas  grave,  en  la  que,  dicho  searle  paso,  triunfaron  los 
I  principios  y  quedó  incólume  el  respeto  que  merecen  las 
'  decisiones  del  Padre  Santo  y  la  independencia  de  la 
Iglesia. 

Esforzando  la  argumentación  cuanto  es  posible  ,  se 
agrega  que  el  Papa  conocia  ó  podia  conocer  la  legis- 
lación del  Perú  sobre  esta  materia  y  que  ,  en  tal  su- 
puesto, no  era  prudente  arrostrar  todas  las  dificulta- 
des, que  quizá  traeria  consigo  la  institución  del  nuevo 
Arzobispo. 

Comenzaremos  observando  que  la  oposición  se  con- 
fiesa vencida,  desde  que  busca  su  último  asilo  en  la 
prudencia  del  Pontífice.  No  hay  razón  alguna  que 
oponer  al  Papa,  y  se  busca  un  pretexto  en  la  impru- 
dencia de  su  proceder..  Felizmente,  no  es  justificable, 
tampoco,  este  desesperado  recurso. 

¿Podia  preverse,  de  un  modo  racional,  la  guerra  que 
se  ha  hecho  y  se  está  haciendo  al  acto  pontificio?  To- 
do lo  que  tiene  de  injusta,  temeraria  é  infundada,  era 
forzoso  que  tuviera  de  imprevista.  Fácil  es  prever  lo 
que  se  deriva  de  los  principios  ó  de  los  hechos,  aunque 
sea  de  un  modo  irregular;  pero,  cuando  se  rompe  brus- 
camente la  hilacion  de  los  principios  ó  se  interrumpe 
el  curso  natural  de  los  sucesos,  no  es  extraño  que  to- 
que su  límite  la  previsión  del  hombre. 

En  cuanto  á  que  el  Papa  supiese  6  ignorase  nuestras 
leyes  sobre  la  elección  de  los  Obispos ;  esto  es"  imper- 
tinente, en  la  cuestión  que  se  debate.  ¿Tócale,  acaso, 
saberlas?  ¿Debe  instituir  fiscales  en  todo  el  mundo  pa- 
ra que  se  las  notifiquen? 

Ademas,  ¿cómo  se  pretende  convertir  al  Papa  en  ce- 
loso defensor  de  una  legislación,  que  ha  condenado  y 


[1]  Véase  el  documento  N?  16. 
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reprobado  de  la  manera  mas  solemne?  Nueva  y  es- 
quisita  manera  seria  esta  de  perseguir  á  la  Iglesia  y 
al  Pontificado.  Los  usurpadores  de  la  autoridad  ecle- 
siástica, que,  en  diversos  tiempos,  han  dictado  leyes 
contrarias  á  la  independencia  de  la  Iglesia  y  de  sus 
Pastores,  se  han  conformado  siempre  con  que  el  Papa 
y  los  Obispos  se  resignasen  á  sufrir  sus  efectos,  aim- 
que  protestaran  contra  la  injuria  y  el  abuso  de  que 
eran  víctimas.  Desde  Nerón  hasta  el  Czar  de  Rusia, 
todos  los  Soberanos,  que  han  atacado  á  la  Iglesia,  han 
sido  severos  eu  hacer  cumplir  sus  injustos  mandatos  , 
han  castigado  á  los  católicos,  que  se  negaban  á  obede- 
cerlos, hasta  con  los  tormentos  y  la  muerte;  pero  no 
han  pretendido  que  los  cristianos,  oprimidos  por  ellos, 
sean  sus  defensores  y  sostenedores.  ¿No  basta  que  el 
Papa  se  resigne  á  tolerar  la  existencia  de  leyes  ve- 
jatorias de  su  autoridad  y  sus  derechos?  ¿Es  preci- 
so, ademas,  que  vigile  eu  observancia,  que  reclame, 
cuando  son  violadas,  y  que  regle  sus  procedimientos 
conforme  á  sus  mandatos?  Kl  Papa  nos  da  ejem- 
plos de  una  consumada  prudencia,  sufriendo  los  efec- 
tos de  una  legislación  atentatoria:  ¿y  todavia  queremos 
convertirlo  en  cómplice  de  la  injm'ia  hecha  á  sus  sa- 
crosantos derechos?  Xo  es  posible  descender,  sin  pe- 
na, á  indignidades  de  esta  especie,  ni  sufre  el  ánimo  la 
suposición  de  que  nuestros  hombres  púl)hcos  sean  lle- 
vados á  cometerlas.  Porque  el  Papa  nos  ha  tratado  , 
á  pesar  de  nuestra  obstinación  en  no  entrar  en  rela- 
ciones con  la  Santa  Sede,  Qon  la  misma  consideración 
y  deferencia  que  á  las  naciones  que  han  celebrado  Con- 
cordatos con  la  Silla  Apostólica;  por  esto,  ¿deberá in- 
ventarse un  nuevo  ultraje  para  corresponder  á  su  be- 
nevolencia paternal?  Muy  doloroso  es  suponerlo  y 
hasta  pensarlo. 

El  recurso  de  que  el  Papa  debiera  haber  observado 
las  preces  del  Supremo  Gobierno,  solo  puede  figurar 
en  el  número  de  los  que  sirven  para  hacer  oposición. 
Si  el  Padre  Santo  hubiera  echad  o  por  ese  camino,  ¿estáis 
bien  seguros,  señores  regalisías,  de  que  no  hubierais 
puesto  eJ  grito  en  el  cielo?  El  Sol)erano  Congreso,  el 
Supremo  Gobierno,  los  Fiscales  de  la  Ilación  y  la 
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prensa  toda  ¿  no  hubieran  protestado  contra  la  con- 
ducta del  Papa  ,  que  se  permilia  dudar  de  ]a  lealtad 
del  Gobierno  del  Perú,  que  le  afrontaba  una  infracción 
constitucional  y  ,  para  ello  ,  se  atribuia  el  derecho  de 
interpretar  la  Constitución  misma? 

Natural  y  debido  era  ,  en  tal  supuesto  ,  que  el  Jefe 
del  Estado  respondiese  á  Su  Santidad,  negándole,  con 
el  ma3^or  respeto,  el  derecho  de  observar  sus  actos  y 
de  hacer  apreciaciones,  que  pertenecen  á  la  política 
linterior  de  laKacion.  Por  mucha  deferencia,  hubif^ra- 
le  podido  exponerlo  que  debió  decir  al  Soberano  Con- 
greso sobre  la  legalidad  de  su  procedimiento  (1).  Esta 
discusión  entre  el  Píídre  Santo  y  el  Supremo  Gobier- 
no hubiera  sido  una  novedad  en  los  anales  del  dere- 
cho público  eclesiástico  ,  que  ,  seguramente  ,  á  nadie 
habria  contentado  ,  mucho  menos  ,  á  los  que  hoy  de- 
ploran y  lamentan  que  el  Soberano  Pontífice  no  se 
hubiese  concíucido  de  tan  mala  manera.  " 

Creemos  suficiente  lo  dicho,  para  dejar  bien  estable- 
cido que  el  enunciado  propósito  de  desconocer  el  acto 
pontificio  de  la  institución  del  Arzobispo  de  Lima 
es  enteramente  contrario  á  los  principios  del  derecho 
público  internacional,  en  cuanto  son  aplicables  á  las 
relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  y  que  seria  un 
vevácidero  casus  bellí ,  ú  el  asunto  se  debatiese  con 
otro  Gobierno  temporal.  El  ultraje  impune  dé  la  justi- 
cia y  del  derecho,  aunque  sean  sacrosantos,  como  en 
este  caso,  personificados  en  la  autoridad  mas  venera- 
ble de  la  tierra,  solo  por  su  grande  y  sublime  debili- 
dad, será  siempre,  para  sus  autores,  una  gloria  que  no- 
les  envidiamos. 

CAPITULO  VI. 

LA  MISION  A  KOMA  —  SU  BESULTADQ. 

Hijos  sumisos  de  la  Iglesia  católica  y  fieles  súbdi- 
tos  del  Soberano  Pontífice,  acatarémos,  con  la  mas 


[1]  Véase  él  documento  N?  9. 
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hnmikie  sinceridad,  su  resolución  en  este  delicado 
asunto.  Osadía  fuera  presurnir  que  podemos  valori- 
zar y  apreciar  mejor  los  í?randes  intereses  de  la  Reli- 
gión que  aquel,  á  quien  Dios  ha  constituido  Soberana 
de  su  reino,  en  este  mundo,  y  asiste  especialmente  en 
el  ejercicio  de  sus  altísimas  funciones.  El  éxito  de  la 
misión  á  Roma  no  nos  inquieta  ,  pues ,  en  lo  menor  : 
nuestra  conducta  está  trazada  de  antemano  por  el 
respeto  y  la  obediencia;  y,  en  cuanto  á  la  suerte  de  la 
Iglesia,  Dios  la  tiene  en  sus  manos  y  dispone  de  ella 
con  inefable  sabiduría.  Nuestro  mas  vivo  deseo  es  que 
nuestros  hombres  públicos  se  sientan  animados  de  la 
misma  disposición;  y  lo  deseamos,  no  solo  porque  de- 
ben tenerla  los  que  son  y  quieren  continuar  siendo 
verdaderos  católicos,  sino,  también,  porque  de  ella  de- 
pende la  paz  religiosa,  y  quizá  política,  de  nuestra  que^ 
rida  patria. 

Pero,  por  esto  mismo ,  tenemos  la  mas  completa  li- 
bertad para  tratar  este  asunto,  que  coloramos  fuera 
de  la  resolución  del  Padre  Santo,  la  cual  nos  merecerá 
siempre  el  mas  profundo  respeto  y  la  mas  voluntaria 
sumisión.  Quien  pone  á  salvo,  de  este  modo,  su  fé  y  su 
obediencia  demuestra  que  no  lo  guia  ningún  interés 
personal  y  puede  discurrir,  con  seguridad,  en  el  terreno 
de  los  principios  católicos.  Trátase  de  una  cuestión 
práctica,  sobre  la  cual  no  ha  recaído  aun  la  senten- 
cia de  la  autoridad,  y  que  puede  ser  resuelta  por  el 
escritor  católico,  con  entera  independencia,  dentro  de 
la  esfera  que  le  trazan  la  disciplina  y  el  dogma. 

Es  indudable  que  el  Supremo  Gobierno  lin  acredi- 
tado una  misión  extraordinaria  cerca  de  la  Santa  Sede, 
dirigida  á  conseguir,  en  último  término,  que  el  lllmo. 
y  Rmo.  señor  Arzobispo  electo  de  Lima,  deje  de  suce- 
der al  lllmo.  Sr.  Goyeneche,  en  la  gloriosa  Sede  de 
Sto.  Toribio.  La  voz  pública  señala  al  Sr.  Dr.  D.  Pedro 
Galvez,  nuestro  Ministro  Plenipotenciario  en  París  y 
Londres,  como  al  encargado  de  tan  difícil  y  peligrosa 
comisión.  Intencionalmente,  prescindimos  aquí  de  lo 
mucho  que  podríamos  decir  acerca  de  los  incidentes 
que  precedieron  y  acompañaron  el  acuecdo  del  Go- 
bierno sobre  el  envío  de  un  Ministro  á  Roma.  Renun- 
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ciamos  voluntariamente  á  las  ventajas,  que  de  su  eslu- 
ilió  y  análisis  podríamos  obtener,  porque  no  queremos 
alzar  el  velo  que  cubre  las  deliberaciones  del  Gobier- 
no y  los  detalles  déla  sesión  secreta  del  Congreso» 
Aunque  humildes  escritores,  no  faltaremos  á  la  cir- 
cunspección que  debe  guiar  siempre  á  los  que, tratan 
tan  delicados  asuntos. 

Planteando,  pues,  la  cuestión,  preguntamos:  ¿se  pue- 
de presumir  fundadamente  que  la  misión  acreditada 
en  Roma  tenga  un  éxito  favorable  á  los  deseos  del 
\Gobierno?  Resuelta  y  francamente  contestamos  que 
no:  y  vamos  á  manifestar  los  gravísimos  fundamentos 
en  que  apoyamos  este  parecer. 

Tomando  á  la  letra  e!  decreto  de  20  de  Agosto  últi- 
mo, que  ha  servido  de  base  á  la  misión  del  señor  Gal- 
vez  ,  el  Gobierno  se  propone  conseguir  que  Su  Santi- 
dad tenga  por  retiradas  las  preces,  que  le  fueron  diri- 
gidas, en  cumplimiento  del  supremo  decreto  de  30  de 
Marzo  último.  Para  que  no  se  crea  que  alteramos  ó 
exageramos  las  intenciones  del  Gobierno  ,  he  aquí  el 
tenor  literal  del  decreto  de  20  de  Agosto:  "  Siendo  in- 
fractorio  del  artículo  94  de  la  Constitución  de  la  Re- 
pública y  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  186 1,  el  de- 
creto de  30  de  Marzo  úlluno  ,  por  el  que  el  (Gobierno 
mandó  que  se  elevasen  preces  a  Su  Santidad  Pió  IX, 
presentándole  para  el  Arzobispado  de  Lima  al  Rmo. 
Obispo  de  Huánuco  Dr.  D.  Manuel  Teodoro  del  Va-' 
lie,  y  no  constando,  ademas,  que  para  esa  presenta- 
ción se  hubiese  recabado  el  voio  unánime  del  Conse- 
jo de  Ministros,  exigido  por  el  artículo  4?  de  la  ley  de 
16  de  Febrero  de  1863  (l):  hágase  á  Su  Santidad  la 
súplica  reverente  que  corresponde^  á  fin  de  que  tenga  por 
retiradas  las  preces  que  se  elevaron^  en  cumplirniento  del 
citado  decreto  de  30  de  Marzo:  pásense  al  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores  los  datos  convenientes  para  que, 


[1]  No  solo  es  fülsa  la  circunstapcia  del  hecho  á  que  ^e  alude 
[como  está  compi'obado  por  las^claraciones  hechas  en  los  perió- 
dicos de  esta  capital],  sino  que  es  inapropia  la  aplicación  de  di- 
cha ley,  la  cual,  alo  mas,  exige 'que  el  Presidente  oiga  el  voto 
consultivo  de  los  Ministros  antes  de  presentar,  pero  no  que  recabe 
el  voto  unánime  de  ellos  para  poderlo  hacer. 
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por  su  despacho,  se  acuerden  las  instrucciones  que  de- 
ban expedirse  para  el  cumplimiento  de  esta  resolución. 
Regístrese  y  comuniqúese-Rúbrica  de  S.  E.-Sanchez'\ 
Hay  cosas  que  apenas  pueden  ser  tratadas  seria- 
mente. Una  de  estas  es  el  pensamiento  de  suplicar 
á  Su  Sanlidad  que  Jenga  por  retiradas  las  preces^  que 
le  dirigió  la  pasada  Administración.  Si  no  hacemos 
al  Jefe  del  Estado  y  á  sus  consejeros  la  injuria  de  que 
crean  que  las  preces  de  los  Gobiernos  tienen  la  virtud 
operativa  ó  eficiente  de  la  institución  de  los  Obispos,  de 
suerte  que,  quitadas  ó  suprimidas  que  sean,  pierdan  los 
Pastores  de  la  Iglesia  su  título  y  su  jurisaiccion,  no  ha- 
llamos al  decreto  de  '20  de  Agosto  sino  un  sentido  de  in- 
teligencia casi  imposible.  Si  las  preces  de  los  Gobiernos 
produjeran  la  institución  de  los  Obispos,  era  conducen- 
te, no  ha}'^  duda,  á  quitar  el  efecto  la  supresioti  de  la  cau- 
sa. Pero,  no  siendo  asi,  ni  pudiendo  creerlo  persona 
alguna,  ¿qué  valor  ó  cjué  sentido  puedo  darse  al  de- 
creto de  20  de  Agosto  ?  Las  preces  tienen  por  objeto 
suplicar  al  Papa  cme  hoÁja  la  institución  de  un  Obispo. 
Consumado  este  acto,  ¿qué  valor  tienen  las  preces,  co- 
mo tales ?  ISo  siendo  ya,  por  su  propia  naturaleza,  sino 
un  documento  destinado  al  archivo,  para  conprobar, 
en  cualquier  caso,  que  la  institución  se  hizo  ,  á  ruego 
del  Gobierno,  ¿qué  importa,  ni  qué  significa,  c^ie 
sean  retiradas  6  que  subsistan  ?  ¿  Qué  es  lo  que  se 
•  retira?  ¿el  pliego  de  papel  timbrado,  firmado  y  se- 
llado en  que  están  escritas  las  preces?  ¿el  acto  moral 
de  la  súplica,  que  consta  de  aquel  documento  escrito? 
Con  este  acto,  se  pidió  al  Papa  que,  en  ejercicio  de  su 
autoridad  sobre  toda  la  Iglesia,  nombrase  al  Arzobis- 
po de  Lima.  Consumada  la  institución,  concedida  la 
gracia  solicitada,  ¿cómo  es,  no  fliremos  practicable, 
pero,  ni  siquiera  concebible.,  la  posibiliiidad  de  reti- 
rar el  acto,  por  el  que  se  suplicó  el  favor  otorgado? 
Si  las  preces  no  hubiesen  sido  favorablemente  aco- 
gidas y  despachadas,  hace  ya  cinco  meses,  el  decre- 
to que  las  retirase,  habria  sido  siempre  contrario  á 
la  circunspección  y  decoro  de  IGobierno;  pero  no  seria, 
como  es  hoy,  incomprensible,  é  irrespetuoso  hácia  la 
Santa  Sede. 
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Para  librar  al  Gobierno  do  estos  dos  escollos,  de- 
bemos abandonar  el  texto  literal  del  decreto  y  buscar 
sus  verdaderas  inlencioneson  el  espíritu  conque  ha  sido 
dictado.  El  Poder  Ejecutivo  intenta  y  quiere  realmente 
que  sean  retiradas  las  Letras  Apostólicas  de  4  de  Junio 
último  ;  pero  ,  no  atreviéndose  á  pedirlo  al  Papa,  por 
sus  propios  sentimientos  católicos,  ha  preferido  disimu- 
lar su  verdadero  propósito,  prefiriendo  sacrificar  lacla- 
ra inteligencia  de  su  resolución,  mas  l)ien  que  su  respe- 
to á  la  Sede  Apostólica.  Al  fm  nuestros  hombres  pú- 
blicos saben  y  sienten  que  son  hijos  de  la  Iglesia,. y  de- 
bia  ser  insoportable  para  su  piedad  filial  decir  al  Pa- 
pa: "Retire  Vuestra  Santidad  sus  mandatos";  esto  han 
querido  y  esto  quieren  ;  pero  ,  lo  han  expresado  en 
una  fórmula,  que  no  ofendiese  á  la  Santa  Sede;  por 
esto,  le  hcHi  dicho:  ''Beatísimo  Padre:  dígnense  Vuestra 
Santidad  tener  por  retiradas  las  preces  que  le  fueron 
dirigidas". 

Explicado  así  el  verda  lero  sentido  del  decreto  y  el 
único  propósito  que  puede  atribuirse  al  Gobierno,  se 
presenta  la  cuestión,  en  estos  términos:  ¿es  presumible 
que  el  Soberano  Pontífice  retire  ó  revoque  las  letras 
Apostólicas  de  4  de  Junio  ?  Apenas  creemos  posible 
que  haya  quien  lo  afirme. 

La  swpUca  reverente  del  Gobierno  envu^dve  j)ara  la 
Santa  Sede  una  gran  cucistion  de  dignidad  y  de  ho- 
nor; y  es  bien  sabido  que  las  autoridades,  que  se  res- 
petan y  quieren  conservar  incólume  el  derecho  de  ser 
respetarlas,  no  transigen  fácilmente  en  tan  delicado 
punto.  Depositária  la  Santa  Sede  de  la  autoridad 
misma  de  Jesucristo,  investida  de  la  mas  alta  dignidad, 
que  es  dable  imaginar  sobre  la  tierra  ,  es  menos  libre 
que  cualquiera  de  los  poderes  de  este  mundo,  para 
comprometer  en  transacciones  poco  honrosas  ó  en  dé- 
biles condescendencias  la  magestad  y  altura  de  su  mi- 
sión en  la  tierra.  De  aquí,  esa  larga  historia  de  glorio- 
sas resistencias  del  Pontificado,  que  son  un  tituló  de 
honor  para  la  humanidad  entei'a;  de  aquí,  la  tradicio- 
nal circunspección  y  mesura  con  que  la  Santa  Sede 
procede  al  tomar  sus  deliberaciones;  de  aquí,  por  últi- 
mo, el  non  possumus  ,  que  pronunció  Pedro  ,  cuando 
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Anas  y  Caifas  intentaron  estorbarle  el  ejercicio  de  su 
ministerio  (l),  y  que  han  repetido  los  romanos  Pontífi- 
ces, como  sencilla  y  sublime  formula  de  la  santidad  de 
sus  deberes,  de  la  fortaleza  de  su  espíritu  y  de  la  gra- 
vedad de  sus  consejos.  Y  todo  esto,  con  todas  sus  glo- 
rias y  todas  sus  grandezas,  ¿habrá  de  sacrificarse,  an- 
te las  infundadas  y  caprichosas  pretensiones  de  los 
gobiernos  civiles?  No;  lo  que  la  Santa  Sede  hace  con 
número,  peso  y  medida,  será  valedero  y  estable,  con 
la  doble  firmeza  de  su  autoridad  augusta  y  de  in- 
mutabilidad histórica. 

La  prudente  lentitud  observada  por  el  Papa,  en  la 
cuestión  del  Arzobispado,  al  mismo  tiempo  que  de- 
muestra su  decidida  voluntad  de  evitar  todo  conflicto 
con  la  potestad  civil  ,  jnanifiesta  la  imposibilidad  de 
retroceder,  habiéndose  ponderado  tanto  la  resolución 
adoptada.  Movido  por  ese  espíritu  de  paternal  con- 
descendencia para  con  el  Gobierno  del  Perú,  ha  espe- 
rado siempre  la  oportunidad  de  que  la  provisión  del 
Arzobispado  se  hiciese  con  el  agrado  del  Gobierno, 
y  empleado  ,  mientras  tanto ,  los  medios  mas  efica- 
ces, para  proveer  á  las  necesidades  de  la  Iglesia  , 
sin  dar  el  menor  prelexto  de  disgusto  á  la  autoridad 
civil.  Por  eso  ,  cuando  el  Jefe  del  Estado  le  dirigió 
preces,  rogándole  que  nombrase  Arzopispo  de  Li- 
ma al  Ilustrísimo  señor  Valle  ,  viendo  que  ningún 
impedimento  canónico  se  oponia  á  la  institución  pe- 
dida, las  acogió  benignamente,  ordenó  que  se  expi- 
diesen las  correspondientes  Letras  Apostólicas  ,  anun- 
ció al  mundo  católico  la  institución  del  nuevo  Ar- 
zobispo, junto  con  la  del  Arzobispo  de  Ballimore  y 
otros  Obispos,  en  el  Consistorio  de  29  de  Julio,  y  dis- 
puso que  se  le  remitiese  el  Sagrado  Palio.  Calma  y 
lentitud,  antes  de  proceder  ;  inquebrantable  firmeza 
para  mantener  sus  decisiones:  tal  es  la  política  de  la 
Santa  Sede;  ni  puede  ser  otra  la  de  cualquier  poder 
público,  que  estime  su  dignidad  y  su  honra. 


[1]  Véanse  los  Hechos  de  lo.r  Apóstoles,  cap.  IV. 
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Tales  son  los  hechos  que  han  pasado,  y  tal  es  la  co- 
yuntura en  que  el  señor  Galvez  se  presenta  al  Pontí- 
fice, para  decirle,  en  nombre  del  Gobierno  del  Perú; 

Vuestra  Santidad  ha  tenido  la  dignación  de  ins- 
tituir\  al  Arzobispo  de  Lima  y  de  anunciar  esa  insti- 
tución al  universo  católico,  sin  embargo  de.  no  haber 
estado  revestidas  de  todos  los  caracteres  legales  las 
preces  del  gobierno  del  Perú  :  yo  vengo,  j)ues ,  á  pe- 
diros que  deshagáis  cuanto  habéis  hecho  ,  que  espe- 
réis lo  que  resuelva  sobre  el  particular  el  Congreso  de 
la  República,  que  os  conforméis  con  esta  resolución  y 
que,  después,  en  un  nuevo  Consistorio,  enmendéis  este 
error,  que  ciertamente  no  es  vuestro-,  en  presencia  de 
la  Iglesia".  El  diplomático  peruano  no  empleará  un 
lenguage  tan  crudo,  pero,  con  palabras  mas  dulces  y 
modos  mas  suaves  ,  dirá  eso  y  nada  mas  que  eso.  Y 
ahora,  preguntamos:  ¿se  puede  pedir  á  la  Santa  Sede 
un  acto  mas  humillante?  ¿puede  darse  un  precedente 
mas  funesto  en  el  Gobierno  de  la  Iglesia  ?  ¿  se  puede 
pretender  algo  mas  para  que  el  Papa  quede  constitui- 
do, de  hecho,  en  siervo  de  los  Gobiernos  civiles? 

Porque  el  Papa  se  llama,  y  es  realmente,  siervo  de 
los  siervos  de  Dios^  no  despedirá  al  enviado,  que  tales 
proposiciones  le  haga,  como,  en  su  caso,  lo  haria  cual- 
quier otro  Soberano  de  la  tierra.  Muy  al  contrario;  lo 
recibirá  con  paternal  benevolencia ,  escuchará  sus  ra- 
zones, pero  ,  finalmente  ,  le  lesponderá  lo  que  N.  S. 
Jesucristo  contestó,  con  motivo ,  también,  de  una  pe- 
tición descabellada:  nescitis  quid petatis.  (1)  "Vos,  hijo 
mió,  y  los  que  os  han  enviado,  no  sabéis  lo  que  pedis; 
si  la  supierais  y  hubierais  meditado  en  ello,  segura- 
mente no  lo  habriais  hecho  ;  los  Obispos  no- se  hacen 
y  deshacen,  según  el  gusto  de  los  Gobiernos.  Muchas 
y  muy  esplendidas  pruebas  he  dado  de  mi  afecto  par- 
ticular hácia  el  Perú  y  su  Gobierno  ,  pero  no  puedo 
descender  hasta  el  punto  de  manchar  mi  dignidad,  sin 
mas  razón  que  la  de  complacer  al  Congreso  y  al  Go- 
bierno del  Perú  ,  ni  puedo  prostituir  el  carácter  y  la 


[1]  No  sabéis  lo  que  pedis.  S.  Mateo,  cap.  20,  v.  22. 
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autoridad  del  Vicario  de  Jesucristo  ,  convirtiéiulome 
en  ejecutor  de  la  voluntad  de  los 'Gobiernos  y  retrac- 
tando, cuando  éstos  lo  pidan  ,  los  r.ctos  mas  solemnes 
-de  la  Sede  Apostólica".  Ta!  tiene  que  ser,  en  sustan- 
cia, el  lenguage  de^  Padre  Santo.  Si  la  imparcialidad 
preside  los  consejos  del  Gol)ierno  3^  si  quiere  mostrar- 
se sensible  á  los  estímulos  de  la  dignidad  y  del  honor, 
comprenderá  ciertamente  toda  la  justicia  de  la  nega- 
tiva del  Pontífice. 

Pero  ,  liny  algo  todavia  mas  grave.  La  dignidad 
de  la  Santa  Sede  no  puede  consentir  al  Papa  que  ac- 
ceda á  la  petición  del  Gobierno,  solo  por  complacer- 
lo. Sin  embaroro  ,  en  la  cuestión  que  se  ventila  ,  la 
dignidad  de  la  Silla  Apostólica,  con  ser  un  interés  al- 
tísimo, seria  el  menor  que  se  sacrificase.  La  solicitud 
del  Gobierno,  de  la  maniera  y  en  la  forma  que  ha  sido 
hecha,  no  puede  ser  acogida  ^,01-  el  Pontífice,  sin  com- 
prometer las  verdades  católicas  y  la  disciplina  ge- 
neral de  la  iglesia,  en  cuanto  está  conexa  con  el 
dogma. 

Antes  de  proceder  á  demostrarlo,  bueno  será  obser- 
var que,  aurjque  la  potestad  de  los  Sucesores  de  San 
Pedro  es  amplísima,  en  todo  lo  relativo  al  Gobier- 
no de  la  I<ilesia,  se  encuentra  natural  y  necesariamen- 
te limitada  por  el  mismo  objeto  de  su  divina  institu- 
ción. Estos  límites  son  los  dogmas  de  la  fe,  las  verda- 
des católicas  y  los  puntos  de  disciplina  eclesiástica  , 
que  tienen  relación  inmediata  con  las  vei'dades  dog- 
máticas. Este  principio  ,  que  ningún  católico  pue- 
de poner  en  duda,  es  el  fundamento  de  nuestra  de- 
mostración. 

La  Santa  Sede  puede,  indudablemente  ,  modificar, 
en  tal  ó  cual  caso  dado  y  por  gravísimas  razones,  la 
disciplina  de  la  Iglesia  ;  pero  ,  jamas  puede  consentir, 
por  la  razón  ya  dicha,  en  un  compromiso  ,  modifica- 
ción 6  derogación,  que  ,  de  alguna  manera  ,  ya  por  sí, 
ya  por  las  circunstancias,  signifique  ó  pueda  interpre- 
tarse, como  un  asentimiento  expreso  ó  tácito  suyo, 
á  alguno  de  los  errores  contrarios  á  las  creencias 
católicas.  Esta  imposibilidad  es  tan  séria  que,  cua- 
lesquiera que  fuesen  los  beneficios  de  una  conce- 
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sion  semejante  6  los  peligros  y  calamidades  que  vi- 
niesen de  negarla,  el  Papa  no  lo  liará  nunca,  porque 
no  puede  traicionar,  por  ningún  motivo,  los  deberes 
de  ?u  conciencia:  el  mas  enérgico  non possumm  será 
su  única  respuesta. 

Veamos,  ahora,  si  la  pretensión  del  Gobierno,  tal  y 
como  ba  sido  becba,  pondria,  aceptada  que  fuese,  en 
grave  peligro  la?>  verdades  católicas. 

El  Gobierno  del  Perú  ba.  acreditado  una  misión 
extraordinaria  en  Roma,  con~  el  objeto  de  conseguir 
que  sean  retiradas  las  Bulas  de  institución  del  Arzobis- 
po de  Lima,  por  cuanto  no  es  posible  admitirlas  y  man- 
darlas cumplir,  babiendo  sirio  la  elección  y  presenta- 
ción contraria,  á  las  leyes  del  pais,  que  fijan  los  trámi- 
tes que  deben  observarse  en  esta  materia.  Eevisando 
el  supremo  decreto  de  20  fie  Agosto  y  las  considera- 
ciones que  hemos  becho  sobre  él,  se  pone  de  manifiesto 
que  no  aiteranios  en  lo  meíior  eJ  sentido  y  los  térmi- 
nos de  la  pí^ticion,  que  se  ba  dirigido  á  la  Santa  Sede. 
Si  el  Papa  accediese  á  ella,  reconocerla  algún  derecho 
en  la  potestad  civil,  para  legislar  en  materias  eclesiás- 
ticas; sancionarla,  en  citM'to  modo,  nuestras  leyes  so- 
bre la  elección  de  los  Obispos;  admitirla  en  los  Go- 
biernos la  facultad  de  presentarlos,  y  tendría  como  de- 
fectuosa su  institución,  si  no  intervenia  en  ella  la  au- 
toridad del  Estado.  Todos  estos  son  errores  gravísi- 
mos,  anatematizados  por  la  Iglesia. 

El  Santo  ConcilK)  de  Trento ,  en  el  canon  8?  de  la 
Sess.  23,  ba  definido  solemnemente  la  siguiente  verdad 
católica  :  "  Si  alguno  dijere  que  los  Obispos  ,  creados 
por  autoridad  del  Romano  Pontífice,  no  son  Obispos 
¡egííimos  y  verdaderos,  sino  una  simple  hechura  hu- 
mana, sea  excomulgado"  (1). 

Fa\  el  Syllahus  de  las  proposiciones  condenadas,  se 
encuentra  la  50*.,  que  dice:  "El  Poder  civil  tiene  por 
sí  el  derecho  de  presentar  los  Obispos";  y  la  51%  que 
agrega:  "El  Gobierno  civil  no  está  obligado  á  obede- 


[1]  Si  quis  dixerit  Epigcopof,  qui  auctorítate  Romani  Pontiíicis 
aesumuntur  non  eee  legítimos  et  veros  Epiccopos,  sed  figmentum 
Jiumanum,  anathema  sit. 
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cer  al  Romano  Pontífice,  en  lo  que  concierne  á  la  ins- 
titución (le  ios  Ol)ispos".  En  el  §  VI,  se  reprueba  mu- 
chas veces  el  pretendido  derecho  de  la  autoridad  civil 
para  legislar  en  asuntos  eclesiásticos.  Por  último  , 
en  la  Alocución:  Nunguam  /ore  de  15  de  Diciembre 
de  185G  ,  quejándose  Su  Santidad  de  los  males  que 
afligian  á  la  Iglesia,  en  algunas  regiones  de  la  Améri- 
ca Latina,  dijo  entre  otras  cosas:  "En  una  de  aquellas 
Regiones,  no  solo  se  hacen  las  cosas  que  hemos  men- 
cionado hasta  ahora  contra  la  autoridad  y  los  dere- 
ch.os  de  la  Iglesia,  sino  que  el  Gobierno  civil  ha  dado 
de  suyo  sobre  la  elección  de  Obispos  una  nueva  ley, 
por  la  que  se  destruye  completamente  la  disciplina 
canónica  establecida  por  la  Iglesia"  (1).  Tenenios  mo- 
tivos para  creer  que  las  citadas  palabras  se  refieren  á 
la  ley  sobre  elección  de  Obispos,  dada  por  el  Congreso 
de  1851,  y  sostituida  provisoriamente  con  la  de  1864. 
¿Como  podrá,  pues,  el  Papa  aceptar  una  reclamación, 
únicamente  funrlada  en  la  violación  de  esta  ley? 

De  lo  dicho  hasta  aquí  se  deriva  el  siguiente  argu- 
mento, que,  según  nos  parece,  es  incontestable:  no  es 
posible  que  el  Romano  Pontífice,  maestro  infalible  de 
la  verdad  católica  ,  y  custodio  celoso  de  la  fe  y  de  los 
sanos  principios  ,  se  incline  jamas  'á  una  concesión, 
que,  por  su  propia  naturaleza,  f)  por  las  circunstancias 
que  la  rodean,  pueda  interpretarse  como  aceptación 
(le  princi})ios  anatematizados  por  la  Igleua;  pero,  la 
petición  tlel  Gobierno  Peruano,  ordenada  á  que  se  re- 
ftren  las  Bulas  expedidas  á  favor  del  señor  V^alle,  está 
apoyada  en  tales  causales  y  rodeada  de  tales  circuns- 
tancins,  que  su  admisión  implicaría  y  envolverla  nece- 
tariamente  el  reconocimiento,  expreso  ó  tácito,  de  prin- 
cipios anatematizados  por  los  Concilios  y  por  el  mismo 
Pontífice  reinante:  luego  es  ira|.osible  que  Su  Santi- 
dad  consienta  en  acoger  la  petición  del  Supremo  Go-' 
bierno. 


[1]  In  una  auíen  ex  dictis  Regionibus  non  solum  haec  omnia  con- 
tra Ecclesiae  potestaíem  et  jura  {j;eruntur,  verum  etiam  Civile  Gu- 
bernium  novara  de  Episcopis  eligendis  normam  praescripsit,  qua 
disciplina  ab  Ecclesia  statuta  labefactatur. 
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Para  que  se  comprenda  aun  mas,  si  cabe,  la  fuerza 
y  valor  de  nuestra  argumentación  ,  supongamos  ,  por 
un  momento,  que  el  Supremo  Gol)ierno,  al  decretar  la 
misión  á  Roma  de  un  Agente  Diplomático,  para  tra- 
tar la  presente  cuestión,  en  vez  de  apoyar  su  soli- 
citud en  los  íiuiestos  considerandos  ,  que  presenta  el 
decreto  de  20  de  Agosto,  hubiese  buscado  otro  cami- 
no, acaso  mas  constitucional  ,  y  hubiera  dicho,  por 
ejemplo  —  Considerando:  q,ue  la  Religión  Católica, 
Apostólica,  Romana  es  la  única  Religión  que  profesan 
casi  todos  los  peruanos;  que  el  Estado  está  obligado 
á  protegerla;  que  la  protección  práctica  de  la  Religión 
católica  no  puede  separarse  del  ncalamiento,  con  que 
debe  recibirse  las  disposiciones  emanadas  del  Jefe  de 
la  misma  Religión,  el  Soberano  Pontífice;  que  éste,  al 
expedir  las  letras  Apostólicas  de  4  de  Junio  último, 
no  solo  ha  usado  del  derecho  que  tiene  para  instituir 
Obispos,  tn  toda  la  Iglesia  Católica,  sino  que  ha  aten- 
dido las  preces  y  petición  del  Jefe  deh  Estado;  se  re- 
suelve y  declara  que  el  Gobierno,  obedeciendo  debi- 
damente la  Autoridad  Pontificia,  no  tiene  embarazo  en 
permitir  que  se  cumj:)Ian  las  mencionadas  letras  Apos- 
tólicas.— Mas,  considerando  que  son  muy  importantes 
los  servicios  que  el  Rdo.  Obispo  de  Huánuco  presta  á 
la  iglesia  y  al  Kstado,  en  su  primera  Diócesis;  que  se 
esperan  aun  mayores  lieneficios  de  su  celo  y  actividad; 
(liríjasele  el  correspondiente  oñcio  ,  á  fin  de  que  con- 
sienta en  continuar  prestándolos,  en  cuyo  caso,  elé- 
vense á  Su  Santidad  súplicas  reverc^nt^s  para  que  se 
digne  dispensar  al  Rdo.  Obispo  (le  Iluáiuico  de  acep- 
tar la  Sede  de  Lima,  y  nombre,  para  ocuparla  ,  cual- 
quier eclesiástico  del  Perú,  que  fuere  de  su  beneplá- 
cito". . 

Si  el  discreto,  decimos,  y  la  solicitud  del  Gobierno 
hubieran  sido  concebidos  y  redactados  con  este  espí- 
ritu de  acatamiento  á  los  principios  católicos,  no  era 
imposible  que  la  Santa  Sede  hubiese  accedido.  P'.ntón- 
ces,  la  cuestión  habria  sido  puramente  disciplinar:  y, 
sin  embargo,  no  aseguramos  que  hubiera  sido  fácil  la 
solución,  en  el  sí^Uido  del  Gobierno,  porque  hay  dis- 
posiciones disciplinares,  como  esta  de  la  institución  de 
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Obispos,  que  ,  por  su  misuia  imporiaucia  ,  no  suelen 
cambiarse,  sino  en  vista  de  razones  poclerosísimas;  pe- 
ro si  decimos  que  no  habria  sido  imposible,  por  cuanto 
no  se  tropezaba  con  dificultades  dogmáticas,  ni  se  ne- 
gaban principios  ,  que  forman  parte  muy  principal  de 
las  enseñanzas  católicas. 

No  sucede  así,  con  la  manera  que  el  Gobierno  ha 
escogido  para  plantear  la  cuestión.  Siendo  imposible 
resolverla,  en  el  sentido  que  pretende  la  autoridad 
civil,  sin  conculcar  las  definiciones  de  los  Concilios  y 
los  principios  constitutivos  de  la  autoridad  de  la  Igle- 
sia, vana  es  toda  esperanza.  Venga  lo  que  viniere,  el 
Papa  no  puede  consentir  en  semejante  cosa. 

Esta  conclusión  se  confirma  esplendiílarnenle,  con 
la  historia  de  casos  semejantes,  no  muy  remotos.  Sin 
salir  de  nuestra  Patria,  valgan,  entre  oíros  ,  los  si- 
guientes. 

El  general  Santa-Cruz  elevó  preces  á  Su  Santidad, 
en  favor  del  Dr.  1).  Kugenio  Mendoza  para  el  Obispado 
del  Cuzco,  y  el  Papa  le  expidió  las  Bulas  de  institu- 
ción: cuando  estas  llegron,  estaba  reunido  el  Congreso 
de  Huancayo,  el  cual  les  negó  el  pa^e,  desconociendo 
la  legalidad  de  la  presentación;  pero,  al  tnismo  tiempo, 
dispuso  que  se  suplicase  de  (^l!as.  El  Papa  se  mantu- 
vo firme  en  la  institución  qn(í  hahia  hecho,  y  otro  Con- 
greso, el  de  1815,  tuvo  que  poner  término  á  tan  angus- 
tiosa situación,  reconociendo  la  legalidad  de  este  acto 
de  la  Silla  Apostólica. 

Otro  hecho,  casi  reciente,  que  dá  también  la  medi-  ^ 
da  del  modo  inquebrantable  y  severo  cómo  procede 
la  Cabeza  de  la  Iglesia,  en  punto  á  su  administración, 
es  el  que  se  refiere  al  Sr.  Dr.  D.  Juan  Gualberto  Val- 
divia, actual  Dean  de  la  Catedral  de  Arequipa,  que 
todos  conocen.  Presentado  para  Obispo  del  Cuzco, 
con  aprobación  de  la  Convención  de  1855 ,  Su  Santi- 
dad tuvo  motivos  para  no  expedirle  las  Bulas,  y  no  las 
ex})idió,  á  pesar  de  las  continuas  exigencias  del  Go- 
bierno. El  Dr.  Valdivia  vive  todavía  y  el  señor  Ochoa 
es  hoy  Obispo  del  Cuzco. 

A  pesar  de  todo  esto,  no  falta  quien  encuentre  un 
precedente  favorable  á  las. pretensiones  del  Gobierno, 
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en,  el  extraordinario  acontecimiento  verificado  con  los 
Obispos  de  Francia,  á  principios  del  presente  siglo. 

Si  Pío  VII  pudo,  en  uso  de  su  autoridad  soberana, 
obligar  á  los  Obispos  de  Francia  á  que  renunciasí^n 
sus  diócesis,  ¿  porque  no  podrá  Pió  IX  adoptar  una 
resolución  semejante,  no  tratándose  ;sino  de  un  solo 
Arzobispo  y  con  la  favorable  circunstancia  de  no  ha- 
ber tomado  posesión  de  su  Sede  ?  Como  se  vé,  damos 
al  argumento  todo  su  valor^  así,  le  daremos,  también, 
completa  y  satisfactoria  respucvsta. 

Antes  de  examinarlo  ,  merece  observación  la  cir- 
cunstancia de  ser  el  caso  citado  único  en  los  anales- 
eclesiásticos.  La  lógica  obligaba  á  nuestros  adversa- 
rios á  no  valerse  de  él ,  como  argumento  en  favor  su- 
yo, puesto  que,  siendo  extraordinario ,  solo  prueba  en 
contra  de  su  pretensiones.  Solo  nosotros  podemos  sa- 
car de  la  historia  argumentos  valederos,  porque  se 
llenarían  muchos  volúmenes,  con  los  casos  en  que  la 
Santa  Sede  se  ha  negado  á  las  peticiones  de  los  • 
Gobiernos,  relativas  á  modificar  la  institución  de  los 
Obispos.   Esto  basta  para  desacreditar  el  argumento^ 
y  la  causa  ,  en  cuyo  favor  se  invoca;  pero  debemos- 
contestarlo  directamente  ,  para  que  no  se  crea  que 
eludimos  la  dificultad,  refugiándonos  (^n  reflexiones 
secundarias,  y  rehusamos  la  demostración  de  que  Pió 
JX  no  puede,  en  el  caso  presente  ,  imitar  la  conducta 
de  Pío  VIL 

La  revolución  francesa  había  regado  de  sangre  y 
sembrado  de  ruinas  el  suelo  generoso  de  la  Francia. 
Los  mas  abominables  sacrilegios  é  inauditos  horrores, 
cu3^o  solo  recuerdo  hiela  de  espanto  el  corazón,  habían 
restaurado  el  imperio  del  paga  mismo.  Los  Obispos  y 
sacerdotes,  fieles  á  su  vocación ,  habían  sido  muertos, 
desterrados  ó  perseguidos;  los  bienes  de  la  Iglesia,  usur- 
pados ó  vendidos  ;  los  templos  del  verdadero  Dios, 
cerrados  al  culto  católico,  ó  abiertos  á  los  cultos  di- 
sidentes: tal  era  el  deplorábale  estado  de  la  Iglesia  de 
Francia.  Diez  años  hahian  pasado,  desde  la  abolición' 
de!  culto  público;  muchos  de  los  Obispos  de  las  anti- 
guas diócesis  habían  muerto;  los  que  quedaban  vivian 
en  jierra  extrangera;  la  impiedad,  que  dominaba  en 


—  68  — 

las  grandes  ciudades,  se  extendía  rápidamente  hasta 
las  mas  humildes  aldeas;  los  hombres  públicos  desple- 
gaban un  celo  infatigable,  en  la  obra  infernal  de  cor- 
romper al  pueblo,  de  suerte  que  la  nueva  generación 
se  nutria  del  odio  mas  encarnizado  á  la  Iglesia  ca- 
tólica. 

Este  era  el  estado  de  las  cosas,  cuando  Napoleón 
Bonaparte  ,  primer  Cónsul  de  la  República  ,  tuvo  el 
/pensamiento  de  tratar  con  el  P*ipa  Pío  VII ,  elegido, 
no  hacia  mucho  tiempo,  en  el  Cónclave  de  Venecia, 
á  fin  de  restablecer  la  Religión  católica ,  en  Francia, 
Bélgica  y  la  Saboya.  Naturalmente,  el  venerable  Pon- 
tífice acogió  con  entusiasmo  la  proposición  ,  resuelto , 
tcomo  estaba,  en  cumplimiento  de  sus  mas  sagrados 
deberes,  á  no  omitir  sacrificio  alguno,  compalil)Ie  con 
su  ministerio,  á  fin  de  reducir  nuevamente  al  gremio 
de  la  Iglesia  á  la  nación  mas  grande  y  poderosa  del 
«lunílo.  Por  otra  parte,  n  .  había  momento  que  perder. 
El  Cdnsul  de  la  Repúblíc;^  embriagado  con  sus  triun- 
fos, podía  cambiar  de  parecer  ó  dejarse  dominar  por 
influencias  hostiles  á  la  Religión;  los  Obispos  cismáti- 
cos, instituidos  ilegalmente,  en  virtud  de  la  Constitu- 
ción civil  del  clero,  hecha  en  1790,  bajo  el  reinado  de 
Luis  XVI,  espiaban  el  momento  de  hacer  revivir  su 
iglesia  y  ya  tenian  conciliábulos  en  París,  con  tan  da- 
llado intento ,  sin  dependencia  alguna  del  Romano 
Pontífice. 

En  tal  condición  de  las  cosas ,  toda  lentitud  ó  di- 
ficultad de  parte  del  Pontífice  hubiera  sido  conde- 
nable. 

Iniciadas  las  negociaciones  para  el  restablecimien- 
to del  Catolicismo,  se  vi6  al  punto  que  era  imposible 
restaurar  todo  lo  antiguo  y  reponer  las  cosas  al  estado 
que  tuvieron  antes  de  la  Revolución.  Siendo  la  ruina 
universal  y  completa  ,  debía  pensarse  en  levantar  so- 
bre sólidas  bases  un  nuevo  erlificio,  mas  bien  que  en 
reedificar  el  antiguo,  recogíenrio  sus  dispersos  y  muti- 
lados restos.  Entonces  se  presentó,  como  primera  ne- 
cesidad, la  de  una  nueva  circunscripción  de  las  dióce- 
sis, sin  tener  en  cuenta  la  que  tenian  antes  de  la  Re- 
volución. Su  número  ascendía  á  135  y  fué  reducido  de 


—  69  — 

común  acuerdo  á  60  (1) ,  comprendiendo  las  de  Bél- 
gica, Saboya  y  provincias  del  Rhin.  Aparte  del  de- 
plorable estado  de  la  Iglesin  de  Francia,  era  pode- 
roso motivo  para  inclinar  el  ánimo  del  Papa,  en  favor 
de  la  reducción  de  la  diócesis,  el  haberse  perdido  la 
dotación  de  las  Iglesias  y  subrogarse  el  Estado  en  la 
obligación  de  rentarlas. 

Admitido  el  principio  de  la  diminución  de  los  Obis- 
pados, era  indispensal)le  que  los  antiguos  Obispos  re- 
nunciasen sus  antiguos  títulos,  pues  debian  erigirse 
nuevas  diócesis  en  todo  el  territorio.  Entre  estos  Prec- 
iados, habian  muerto  51;  45  presentaron  su  renuncia 
á  la  primera  indicación  del  Papa;  3  habian  renuncia- 
do de  antemano  y  36  se  negaron  á  hacerlo,  al  menos, 
con  la  })rontitnd  que  debian.  Estas  circunstancias  ate^ 
nuaban  mucho  las  dificultades  del  arreglo.  Hízose 
este,  finalmente,  bajo  la  forma  de  un  Concordato  coi> 
la  Santa  Sede,  que  continúa  vigente  hasta  hoy. 

Expuestos  así  los  hechos  y  las  circunstancias  todas^ 
que  los  rodearon,  preguntamos:  ¿se  puede  comparar 
seriamente  nuestra  situación  con  la  de  la  Iglesia  de 
Francia?  ¿hay  alguna  analogía,  por  remota  que  sea, 
entre  uno  y  otio  caso,  para  que  la  conducta  de  Pío 
VII  pueda  ser  imitada  por  Pió  IX?  Esto  no  es  discu- 
tible siquiera. 

Pero,  aunque  las  situaciones  fueran  semejantes,  ba- 
jo el  aspecto  de  los  infortunios  de  la  Iglesia,  todayia 
diriamos  que  el  Papa  no  puede  hacer,  hoy,  lo  qué  hiza 
entonces. 

Pió  VII  no  tropezó  con  ninguna  dificultad  dogmá- 
tica, para  proceder  como  lo  hizo.  La  cuestión  era  gra- 
vísima,  pero  de  pura  disciplina;  podia  comprometerse 
la  prudencia  en  el  gobierno  de  la  Iglesia  ,  pero,  no,  la 
integridad  de  la  doctrina.  Siendo  atribución  exclusiva 
de  la  Santa  Sede  fijar  límites  á  lás  diócesis ,  ampliar- 
las, restringirlas  ó  modificarlas,  1h  cuestión  quedaba 
reducida  para  el  Papa  á  pesar  los  inconvenientes  y 
las  ventaja^  de  ejercitar,  en  negocio  de  tan  grave 


[1]  En  la  época  de  la  Restauración,  fueron  elevadas  á  80  las  dió- 
cesis de  solo  Francia. 
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trascendencici,  su  plenísima  autoridad  apostólica.  ¿I^o 
bastaban  para  justificar  el  acto  pontificio  las  trivStísí- 
mas  condiciones  de  la  Iglesia  de  Francia?  ¿^o  hubie- 
ra sido  el  Pontífice  culpable  delante  do  Dios,  si,  por 
no  modificar  un  punto  de  disciplina  ,  se  hubiese  sepa- 
rado definitivamente  ia  Francia  del  seno  de  la  Igle- 
sia? No  se  olvide  que  Francia  volvia  al  Catolicismo, 
después  de  hal)erJo  renegado,  pública  y  solemnemente. 

Evidente  como  es  la  facultad  de  Papa,  para  hacer 
lo  que  hizo,  no  es  menos  cierto  que  dehia  hacerlo, 
pues  era  suprema  y  urgentísima  la  necesidad  de  sal- 
var del  cisma  y  la  impiedad  á  la  hija  primogénita  de 
la  Iglesia. 

No  pudien  lo  e-stablecerse  comparación  alguna,  en- 
tre el  Perú  de  187*2  y  la  Francia  de  1800,  de  ninguna 
manera  puede  fundarse  la  pretensión  del  Gobierno  en 
ia  conducta  de  Pió  VII. 

Mas,  ¡aunque  el  Perú  se  encontrase  en  la  deplora- 
ble condición  de  la  It«publica  francesa,  no  poclria  el 
Papa  hacer  lo  que  se  le  pide,  porque  hay  un  abismo  in- 
menso entre  las  exigencias  del  primer  Cónsul  y  las  del 
gobierno  del  Perú.  Napoleón  pedia  á  Pió  VII  una 
modificación  de  las  mas  graves,  en  materia  de  discipli- 
na, peroque  no  comprometia  la  doctrina  católica:  nues- 
tro Gobierno  pide  á  Pió  IX  una  alteración  de  la  disci-^ 
plina,  que  sacrifica,  por  si  misma  y  por  la  manera  de 
pretenderla,  la  integridad  de  las  verdades  católicas. 
Lo  que  Pío  VII  hizo  estaba  en  la  amplísima  esfera 
de  la  autoridad  pontifical;  lo  que  se  pide  á  Pió  IX,  eu 
el  caso  práctico  que  analizamos,  sale  de  los  límites  de 
la  potestad  del  Papa. 

En  efecto,  el  Padre  Santo  no  puede  acceder  á  los 
deseos  del  Gobierno;  1°  porque  envileceria  su  autori- 
dad, en  el  orden  espiritual,  consintiendo  en  r<ítirar  las 
Bulas,  que  le  pidió  el  Presidente  mismo  de  la  Repú- 
blica; 2?,  porque  aceptaria,  de  algún  modo,  la  legisla- 
ción del  Perú,  sobre  la  elección  de  los  Obispos,  que  él 
mismo  ha  condenado,  como  contraria  á  los  principios 
católicos;  y  3°.,  porque  el  fundamento  único  de  la  pe- 
tición se  encuentra  en  aceptar  y  profesar  errores  ana- 
tematizados por  la  Iglesia;  y  la  sup^rema  razón,  para 
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que  el  Papa  Ja  conceda,  solo  se  halla  en  la  obstinada 
'  voluntad  de  continuar  aplicando  esos  errores  á  las  re- 
laciones entre  la  Iglesia  y  el  Estado. 

Preguntamos:  ¿tropezaba  Pió  VII  en  alguno  de  es- 
tos inconvenientes,  que  son,  en  realidad,  dificultades 
invencibles?  Ciertamente  que  no. 

Por  todo  lo  expuesto  ,  decimos,  en  conclusión,  que, 
ni  la  esperanza  de  un  gran  bien,  ni  el  temor  de  un 
gran  mal,  pueden  influir  en  la  Santa  Sede,  para  que 
comprometa  los  intereses  de  la  verdad  católica,  que 
es  la  vida  misma  de  la  Iglesia. 

Ultimamente,  la  circunstancia  de  no  haber  tomado 
el  señor  Valle  posesión  de  su  Sede  agrava  de  tal  modo 
la  solicitud  del  Ciol)ierno,  que  apenas  se  concibe  co- 
mo se  ha  creido  posible  su  favorable  despacho.  El  Go- 
bierno ha  desobedecido 'gravemente  lá  autoridad  del 
Papa  ,  oponiéndose  al  cumplimiento  de  las  J^etras 
Apostólicas  é  impidiendo  al  Arzobispo  de  Lima  la  po- 
sesión de  su  Sede;  esta  ofensa  está  viva  y  no  se  de- 
muestra que  haya  voluntad  de  repararla;  precisamen- 
te, porque  se  la  quiere  mantener ,  se  acredita  una  mi- 
sión en  Roma,  siendo  ella  el  argumento  principal  de 
que  va  armado  el  negociador  peruano;  y,  esto  no  obs- 
tante, se  pretende  que  el  Papa  sancione  la  desobe- 
diencia, agradezca  la  ofensa  y  coopere  eficazmente  á 
su  consumación  irreparable. 

Recapitulando  todo  lo  dicho,  creemos  haber  demos- 
trado: 1?  que  la  Santa  Beáe  no  puede  acceder  á  Ja 
petición  del  Gobierno,  sin  mengua  de  su  dignidad;  2^ 
que  tampoco  puede  acceder,  porque  comprometeria  la 
integridad  de  la  doctrina  católica;  y  3"  que  ningún  pre- 
cedente histórico  abre  el  camino  para  una  concesión 
semejante. 

Sabemos  muy  bien  que  este  último  punto  necesitaría, 
para  quedar  bien  probado,  una  disertación  histórica, 
en  que  se  estudiasen  los  pocos  hechos,  que  nos  ofrece 
la  historia  de  la  Iglesia;  pero,  indudablemente,  esta 
tarea  corresponde  á  los  que  quieren  buscar  en  los  ana- 
les eclesiásticos  argumentos  que  los  favorezcan. 

Lo  que  nosotros  podemos  y  debemos  afirmar  es  que 
no  se  encontrm'á,  en  toda  la  historia  de  la  Iglesia,  un 
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solo  caso,  ni  igual,  ni  semejante,  al  que  ha  nacido  de 
la  conducta  del  Gobierno,  en  la  cuestión  del  Arzobis- 
pado. 

Desafiamos,  pues,  á  nuestros  adversarios  á  que  nos 
presenten  un  ejemplo,  que  revista  los  caracteres  siguien- 
tes: 1?  súplica  de  un  Gobierno  al  Papa  para  que  institu- 
ya un  Obispo;  2?  carencia,  en  dicho  Gobierno,  de  toda 
facultad  legítima  de  presentar;  3"  benevolencia  paternal 
del  Papa,  instituyendo  al  presentado;  49  resistencia 
del  Gobierno  á  cumplir  las  Bidas  solicitadas  por  él;  5^ 
razón  única  de  esta  resistencia  ,  una  legislación  con- 
denada por  la  Iglesia:  6°  solicitud  al  Papa  para  que 
revoque  las  Bulas,  en  virtud  de  la  misma  legislación; 
7?  manifiesta  intención  de  dejarla  vigente  y  de  confor- 
mar con  ella  su  conducta  en  lo  sucesivo. 

Tal  es  exactamente  el  caso  en  que  nos  encontramos; 
y  tal  ó  análogo  debe  ser  el  que  se  nos  presente,  si  se 
quiere,  con  verdad  y  justicia,  sacar  argumentos  de  la 
historia.  Vano  será  que  lo  es|)efemos,  porque  no  hay 
la  posibilidad  de  hacerlo. 

Si  la  misión  á  Koma  no  puede  producir  los  efectos 
que  el  Gobierno  desea,  ¿podrán  esperarse  éstos  de  una 
renuncia  del  señor  Arzobispo?  Vamos  á  examinarlo 
en  el  siguiente  capítulo. 

CAPITULO  VIL 

LA  RENUNCIA  DEL  SEÑOR  ARZOBISPO. 

Desde  que  se  inició  la  presente  cuestión,  hemos  oi- 
do  invocar  la  generosidad  y  patriotismo  de!  señor  Va- 
lle y  buscar  en  una  renuncia  suya,  inspirada  por  estos 
nobles  sentimientos  ,  la  solución  pacífica  de  tantas  di- 
ficultades y  el  remedio  de  tan  graves  males.  En  tono 
magistral  y  con  aire  de  triunfo,  se  repite  por  al- 
gunos: que  renuncie  el  señor  Valle,  en  aras  de  la  tran- 
tranquilidad  pública  y  de  la  paz  de  las  conciencias,  y 
todo  quedará  concluido. 

ISTosotros  no  pensamos  de  esta  manera ;  y  creemos, 
al  contrario,  que  quienes  hablan  de  este  modo  no  sa- 
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ben  lo  que  dicen.  Para  discurrir  así,  es  preciso  tener 
una  idea  muy  baja  del  Episcopado;  figurarse  que  el 
cargo  pastoral  es  solamente  un  empleo  honorífico,  que 
tiene  anexa  cierta  renta  y  oñ'ece  al  que  lo  desempeña 
ciertos  goces  6  privilegios;  imaginarse,  por  fin,  que 
ocupar  una  Sede  episcopal  es  algo  semejante  á  la  ins- 
talación en  un  Ministerio  de  Estado  ó  en  la  presiden- 
cia de  una  Corte  de  Justicia.  Partiendo  de  estos  su- 
puestos, enteramente  errom'os,  cabe,  en  verdad,  la  re- 
nuncia de  que  se  habla. 

No  sucede  lo  mismo,  si  se  parte  de  la  verdadera 
idea  del  Episcopado.  Los  Obispos  son  los  sucesores  le- 
gítimos de  los  Á.p6s{o\es,  puestos  por  el  Espíritu  Santo 
para  regir  la  Iglesia  de  Dios  (1),  y  están  obligados  á 
rendir  en  el  Tribunal  divino  estrecha  cuenta  de  su  mi- 
nisterio, de  lo  que  hicieron  en  bien  de  las  almas  y  de 
lo  que  dejaron  de  hacer,  por  debilidad  ó  respetos  hu- 
manos. Siendo  esto  así,  no  se  puede  hablar  de  la  re* 
nuncia  del  episcopado,  como  si  fuera  una  cartera  mi- 
nisterial. El  Obispo  debe  reflexionar,  una  y  mil  ve- 
ces, si  su  proceder  será  conforme  á  la  Divina  Volun- 
tad, entrando  en  un  orden  de  consideraciones,  infini- 
tamente mas  elevadas  que  los  intereses  mundanos. 

No,  por  esto,  intentamos  decir  que  el  amor  y  bien 
de  la  patria  no  deben  tener  su  parte  en  las  resolu- 
ciones de  un  Obispo;  solo  afirmamos  que  es  secunda- 
rio el  lugar  que  les  corresponde,  y  que  la  conciencia 
de  un  Pastor  no  puede  jamas  sacrificar  los  intereses 
espirituales  á  los  temporales,  tanto  mas,  cuanto  que 
la  misma  felicidad  de  las  naciones  depende  del  or- 
den gerárquico  de  dichos  intereses.  Justítia  elevat  gen- 
tem  (2). 

Hechas  de  paso  estas  observaciones,  no  vacilamos 
en  afirmar  que  el  Illmo.  señor  Valle,  ni  puede,  ni  de- 
be renunciar  el  Arzobispado  de  Lima. 

Habiendo  sido  constituido  por  el  Soberano  Pontí- 
fice Pastor  de  esta  Iglesia,  tiene  la  misión  divina  de 


[1]   Spiritus  Sanctus  posuit  episcoposregere  Ecclesiam  Dei 

Act.  Apost.  cap.  20,  v.  28. 

[2]  Libro  de  los  proverbios,  cap.  li,  v.  34. 
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apacentarla  y  gobernarla  y  el  deber  de  arreglar  su 
conducta,  según  los  ejemplos  de  Nuestro  Señor  Jesu- 
cristo, los  Apóstoles  y  tantos  santos  Obispos,  que  han 
florecido  en  la  Iglesia.  Ahora  bien;  ni  Jesucristo  aban- 
donó su  divina  [misión  de  evangelizar  ala  Judea,  aun- 
que sus  enemigos  le  decían  f|ue  alborotaba  á  la  plebe 
y  turbaba  el  orden  público;  ni  los  Apóstoles  dejaron 
de  predicar  el  Evangelio,  porque  se  trastornaba  el  im- 
perio del  Paganismo  y  caían  muchas  víctimas,  bajo 
la  cuchilla  de  los  tiranos;  ni  tantos  otros  santos  Obis- 
pos desertaron  del  puesto,  que  les  habia  sido  señalado 
por  el  Sucesor  de  Pedro,  aunque  vieron  enfurecerse 
contra  dios  á  los  poderosos  del  mundo  y  derivarse, 
en  consecuencia  de  esto,  las  mas  graves  calamidades. 
Teniendo  á  la  vista  estos  divinos  y  santos  ejemplos, 
¿puede  un  Obispo  católico  ceder  á  las  voces  de  los 
que  esclaman:  ''Tenemos  una  ley  y,  según  esta  ley, 
no  debe  ser  nuestro  Pastor?"  (1).  Satisfechos  queda- 
rian  quienes  lo  piden,  mas  ,  no,  tranquila  la  concien- 
cia del  Ol)ispo.  Pero,  hay  todavia  consideraciones 
mas  poderosas. 

Si  la  solicitud  dirigida  á  impedir  que  el  señor  Valle 
tome  posesión  de  su  Sede  ,  estuviese  revestida  de  ca- 
racteres enteramente  personales,  no  habia  ningún  gra- 
ve inconveniente,  para  que  el  ánimo  del  Prelado  pu- 
diese inclinarse  én  favor  de  la  renuncia.  Si  se  dijese  , 
por  ejemplo,  que  su  ministerio  episcopal,  mientras  es 
Utilísimo  en  Huánuco,  seria  inútil  ó  dañoso  en  Lima; 
6  que  no  debia  abandonar  acjuel  clima,  favoral)le  á  su 
salud,  para  venir  «á  éste,  con  gran  peligro'  de  su  vida; 
ó  que,  siendo  un  dignísimo  Prelado,  no  tenia  la  ilus- 
tración necesaria  para  regir  la  Arquidiócesis  ,  aunque 
tuviese  la  suficiente  para  un  Obispado  del  interior;  si 
algo  de  ésto  se  hubiese  dicho,  indudablemente  mere- 
cía ser  atendido  y  considerado,  en  coficiencia,  y  podia 


[1]  Noslegem  habemup,  et  secundum  legem  debet  mori.  S.  Juan, 
cap.  XIX,  V.  7.  El  argumento,  que  se  hace  contra  la  institución  del 
señor  Valle,  es  semejante  al  que  hicieron  los  judios  para  condenar 
á  J esucristo. 
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dar  motivo  justo  al  Prelado  para  rogar  á  Su  Santidad» 
que  lo  librase  de  un  peso  superior  á  sus  fuerzas.  Pero 
no  se  trata  de  nada  de  esto;  la  cuestión  es  de  princi- 
pios y  no  tiene  ningún  carácter  personal.  Se  ha  co- 
menzado por  no  reconocer  la  institución  hecha  por  el 
Papa;  para  fundar  esta  conducta,  se  ha  apelado  á  ra- 
zones ,  mas  6  menos  aceptables^,  pero  ,  nacidas  de 
una  legislación  condenada  por  la  Iglesia;  se  persiste 
en  no  reconocer  al  Arzopispo  y  se  le  ponen  dificulta- 
des para  que  tome  posesión  de  su  Sede;  se  emplean, 
por  último,  los  medios,  que  se  conceptúan  mas  efica- 
ces, á  fin  de  que  prevalezcan  nuestras  leyes  en  el 
nombramiento  de  Arzobispo,  á  despecho  de  los  prin- 
cipios,  católicos  y  de  las  censuras  fuhninadas  por 
la  Iglesia.  Heducida  la  cuestion^^á  estos  precisos  tér- 
minos, ¿es  posible  que  un  Obispo  católico  ceda  ante 
Jos  que  piden  su  renuncia,  sin  gravar  su  conciencia 
y  hacerse  reo  de  complicidades  indignas?  Dar  cual- 
quier paso,  por  pequeño  que  sea,  en  este  sentido,  se- 
ria favocecer  la  rebelión  á  la  autoridad  de  la  Iglesia 
y  cooperar  al  triunfo  de  doctrinas  anti  católicas.  Es- 
to, que  no  es  permitido  á  ningún  católico,  mucho  me- 
nos puede  serlo  á  un  Obispo,  si  quiere  conservar  in- 
cólume la  dignidad  de  su  sagrado  carácter  y  no  com- 
prometer su  conciencia,  ante  el  idolo  de  los  humanos 
respetos,  a^o  es,  pues,  posible  que  el  señor  Arzobispo 
electo  renuncie  su  Sede,  porque  renunciarla,  en  las  cir- 
cunstancias presentes  ,  equivale  á  inmolar  los  sacro- 
santos derechos  de  la  Iglesia  y  do  su  a^^ff^isto  Jefe,  en 
homenaje  de  principios  reprobados,  que  abren  la  puer- 
ta á  la  herejia  3^  al  cisma.  La  profesión  de  esta  doc- 
trina ha  abierto  al  Episcopado  católico  el  glorioso  ca- 
mino de  la  persecución  y  del  martirio.  Allí  está  la 
gran  figura  de  Tomás  de  Cantorbery,  víctima  ilustre 
de  la  libertad  de  la  Iglí^sia. 

Agregúese  á  todo  estoque  se  sentaria  tm  precedíante 
funestísimo  á  la  independencia  de  la  Iglesia.  Mas  tarde, 
cuando  cualquier  Gobierno  pretendiese,  por  cualquier 
motivo,  despojar  á  un  Obispo,  ó  cualquier  Congreso 
diese  leyes  con  tal  objeto,  se  pondria  por  ejemplo  que 
la  Iglesia  cedió,  en  este  caso  ,  y  que  el  Arzobispo  de 


Lima  renunció  su  Sede  ,  ante  las  exigencias  de  la  au- 
toridad civil. 

Pero,  hagamos  la  suposición  de  que  el  señor  Valle, 
sobreponiéndose  á  todas  estas  dificultades,  renunciase 
el  Arzobispado.  La  renuncia  no  surliria  sus  efectos, 
mientras  no  fuese  aceptada  por  el  Papa.  Para  pre- 
sentarla á  Su  Santidad,  solo  podia  fundarse  el  señor 
Arzobispo,  en  las  razones  que  han  motivado  la  peti- 
ción del  Gobierno  ,  pues,  ni  hay,  ni  pueden  invocarse 
otras,  conforme  á  la  verdad.  La  renuncia  del  Prelado 
tendría,  por  tanto,  á  los,  ojos  del  J^apa,  todos  los  gra- 
vísimos inconvenientes,  que  hemos  señalado  ya  á  la 
solicitud  del  Gobierno,  y,  por  lo  mismo,  no  seria  acep* 
tada  de  ninguna  manera.  ' 

Cesen  ,  pues  ,  de  hablar  de  patriotismo  y  de  ambi- 
ción los  que  pretenden  que  renuncie  el  señor  Valle. 
A  los  adversarios  toca  dar  pruebas  eficaces  de  verda- 
dero y  puro  patriotismo,  ahorrando  á  nuestra  querida 
patria  las  deplorables  consecuencias  de  las  cuestiones 
religiosas,  que  afectan  tan  hondamente  los  sentimien- 
tos del  pueblo.  No  se  olvide  que  la  Iglesia  no  ha  pro- 
vocado el  conflicto,  el  cual  solo  procede  de  pretender 
el  triunfo  de  falsos  y  perniciosos  principios,  sobre  la 
autoridad  eclesiástica  y  la  floctrina  cí'tólica. 

Hacemos  ,  también  ,  un  llamamiento  á  su  fe  y  á  su 
conciencia,  jecordándoles  las  censuras,  que  la  Igle- 
sia ha  fnhninado  en  esta  materia.  £>n  la  Constitución 
apostólica:  Apostólicce  Sedis  de  Pió  IX,  se  declara  que 
están  sujetos  á  excomunión  laüe  sententice.,  especial- 
mente reservada  al  Papa,  aquellos  que  pertinazmen- 
te se  apartan  y  sustraen  de  la  obediencia  del  Ro- 
mano Pontífice,  ^ro  tempore  existentis;  los  que,  direc- 
ta ó  indirectamente,  impiden  el  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción eclesiástica,  en  el  fuero  interno  6  externo,  y 
los  que,  para  este  efecto,  recurren  al  tribunal  secular, 
y  los  que  procuran  sus  mandamientos,  los  decretan,  ó 
para  ello  prestan  auxilio,  consejo  ó  favor;  y  los  que 
recurren  á  la  potestad  lega,  para  impedir  las  letras  ó 
decretos  dictados  por  la  Silla  Apostólica  ó  por  cual- 
quiera de  sus  Legados  6  Delegados,  y  los  que  prohi- 
ben, directa  ó  indirectamente,  la  promulgación  ó  eje- 
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ciicion  de  dichos  decretos,  ó  quo  ,  por  causa  de  ellos  , 
dañan  6  atemorizan  alas  mismas  partes  ó  á  otras  (1). 
No  dudamos  uu  punto  de  que  los  católicos  se  deten- 
drán en  el  mal  camino  ,  teniendo  á  la  vista  las  censu- 
ras de  la  Iglesia,  y  creemos,  también,  que  se  liará  cum- 
plida justicia  al  señor  Valle,  porque  no  pone  de  acuer- 
do su  conducta  con  pretensiones  y  actos,  que  caen  ba- 
jo los  anatemas  de  la  Iglesia. 

No  siendo  posible  resolver  la  cuestión,  por  medio  de 
la  renuncia  del  señor  Valle,  veamos  que  otras  solucio- 
nes pueden  adoptarse. 

CAPITULO  VIH. 

ÚNICA    SOLUCION  POSIBLE. 

El  camino  que  hemos  recorrido  hasta  aquí ,  exami- 
nando todas  las  fases  de  esta  gravísima  cuestión  ,  nos 
conduce  á  concluir  que  su  única  solución  posible  es 
el  reconocimiento  del  señor  Valle,  como  Arzobispo  de 
Lima.  La  fuerza  del  raciocinio  nos  lleva  á  este  punto, 
y  creemos  que  inclinará,  en  el  mismo  sentido,  á  todo 
espíritu  imparcial.  Fuera  de  esta  senda,  solo  habrá  di- 
ficultades gravísimas  y  se  cosecharán,  mas  tarde  ó  mas 
temprano,  directa  ó  indirectamente  ,  las  mas  funestas 
y  deplorables  consecuencias,  para  el  pais  y  para  el  Go- 
bierno mismo. 

Felizmente,  nuestros  hombres  públicos  tienen,  para 


[1]  Itaqne  excomiinicationi  lat£e  sententíae  speciali  modo  Roma- 
no Foatífici  reservatse  subiacere  declaramus: 

3  eos  qui  áRomani  Pontíficis  pro  tempore  existentis  obedien- 

tia  pertinaaiter  se  subirahunt,  vel  recedunt. 

6.  Impedientes  directe  vel  indirecteexercitiumjurisdictionis  eccle- 
siasticse  sive  interni  sive  externi  fori,  et  ad  hoc  recurrentes  ad  forum 
síeculare  eiusque  mandata  procurantes,  edentes ,  aut  auxilium,  cou- 
silium  vel  favorem  praestantes. 

8.  Recurrentes  ad  laicara  potestatem  ad  impediendas  litteraa  vel 
acta  quaelibeta  Sede  Apostólica,  vel  ab  eiusdjni  Legatis  aut  Dele- 
gatis  quibuscumque  profecía  eorumque  promulgationem  vel  execa- 
tionem  directe  vel  indirecte  prohibentes,  aut  eorum  cau?a  sive  ipsas 
partes,  sive  alios  laedentes,  vel  perterrefacientes.  ^Constitución:  Apos- 
tólicce  Sedis  de  Pió  /X] 
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inspirar  su  conducta,  en  este  caso,  los  motivos  de  ma- 
yor conveniencia  para  el  orden  social  y  altísimos  prin- 
cipios de  los  cuales  no  es  lícito  apartarse  á  un  hom- 
bre de  Estado.  No  pedimos  favor,  sino  justicia;  quere- 
mos que  no  se  escuche  el  grito  de  las  pasiones  ,  sino 
la  voz  severa  é  imponente  de  la  Beligion,  de  la  histo- 
ria, de  nuestras  leyes  y  del  derecho  público  de  las  na- 
ciones. 

En  efecto;  si  el  artículo  4^  de  la  Constitución  pro- 
clama al  Catolicismo  única  religión  del  Estado,  es 
evidente  la  obligación  de  ios  poderes  [)úblicos  de  con- 
formar su  conducta  á  los  dogmas  de  esta  Religión  di- 
vina, y,  siendo  uno  de  ellos,  según  lo  hemos  demos- 
trado, la  potestad  que  el  Romano  Pontífice  tiene,  por 
derecho  divino,^de  instituir,  Obispos,  en  todo  el  orbe,  es 
claro  que  se  debe  reconocer  la  institución  del  Arzo- 
bispo de  Lima,  en  virtud  del  artículo  4?  de  la  Cons- 
titución. 

La  historia  de  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado,  en  todo  el  universo,  demuestra,  con  irresisti- 
ble elocuencia,  que  solo, han  ejercitado  legítimamente 
el  derecho  de  presentar  á  los  Ql)ispos  aquellos  Sobe- 
ranos, que  han  rncil)ido  esle  privilegio  de  la  Silla  Apos- 
tólica, y  que  nunca  han  particij^ado  de  él  las  Asam- 
bleas de]il)erantes.  Según  esto  ,  el  propósito  de  desco- 
nocer la  institución  del  Arzobispo,  sin  otro  fundamento 
que  el  ejercicio  ilegal  del  derecho  de  presentación  ,  no 
habiéndolo  concedido  la  Sania  Sede  á  nuestro  Gobier- 
no, es  un  hecho  anómalo,  que  no  tiene  ningún  prece- 
dente histórico  y  que  está  reprobado,  de  antemano,  por 
Ja  práctica  constante  de  las  mas  poderosas  naciones. 

Ademas,  la  legislación  del  paí*í,  rigurosamente  es- 
tndiada,  autoriza,  cuando  mas,  á  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad d«*  los  que  hicieron  la  presentación,  con- 
traviniendo las  leyes;  pero,  no  permite  que  se  declare 
su  nulidad  y,  mucho  menos,  la  de  la  institución,  que 
no  cae  bajo  el  dominio  de  la  potestad  civil.  El  desco- 
nocimiento del  Arzobispo  envuelve,  pues,  la  violación 
gravísima  de  nuestras  propias  leyes. 

Por  último,  el  derecho  público  de  las  naciones,  en 
cuanto  es  aplicable  á  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y 
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el  Estado,  nos  obliga  á  aceptar,  por  honra  dol  Perú, 
las  naturales  consecuencias  de  los  solemnes  compro- 
misos contraidos  por  el  Gobierno,  que  pidió  la  institu- 
ción, para  con  el  Jefe  de  la  Iglesia,  que  la  hizo,  á  soli- 
citud suya.  Que  no  se  diga  del  Perú  que  falta  á  su 
palabra  oficial,  empeñada  ante  el  Soberano  Pontífice; 
que  no  se  diga,  lo  que  fuera  peor  todavía,  que  el  Papa 
le  merece  menos  consideraciones  que  cualquiera  de 
los  Estados  políticos. 

Es  decir,  pues,  que  el  reconocimiento,  por  parte  del 
Estado,  del  Arzobispo  de  Lima  está  ordenado  por 
la  Keligion,  sancionado  por  la  historia,  reclamado  por 
nuestra  propia  legislación  y  exigido  imperiosamente 
por  la  hohra  de  nuestra  Pati  ia.  ¿Se  quieren  mayores 
ó  mas  graves  motivos,  para  entrar  resueltamente  en  la 
única  senda,  que  allana  todas  las  dificultades  y  her- 
mana admirablemente  la  justicia  y  el  honor? 

Por  otra  parte,  los  altos  poderes  del  Estado  tienen 
en  su  propia  historia  precedentes  análogos,  en  los  que, 
sin  duda  alguna,  creyeron  conducirse,  consultando, 
junto  con  su  propio  decoro,  los  altos  intereses  de  la 
Religión  y  de  la  patria. 

Sin  remontarnos  á  tiempos  lejanos  y  sin  rememo- 
rar la  conducta  del  Congreso  de  1839,  acerca  de  la 
institución  hecha  por  el  Romano  Pontífice,  para  Obis- 
po del  Cuzco,  en  la  persona  del  señor  Mendoza,  pre- 
sentado por  el  general  Santa  Cruz,  nos  limitaremos 
á  un  hecho  reciente,  que  todos  hemos  presenciado. 

El  General  don  Pedro  Diez  Canseco,  segundo  Vi- 
cepresidente de  la  República,  encargado  del  Poder 
Ejecutivo,  elevó  preces  á  Su  Santidad,  á  principios  de 
1868,  en  favor  del  Dr.  D.  José  Benedicto  Torres, 
Arcediano  de  la  Iglesia  Catedral  de  Trujiilo,  para 
Obispo  de  Arequipa,  sin  que  precediese  la  formación 
de  ternas,  ni  la  aprobación,  por  parte  del  Congreso, 
que  no  se  hallaba  reunido.  Para  hacerlo,  tuvo  en  cuen- 
ta, principalmente,  la  falta  notable  que  Arequipa  sentia 
de  un  Pastor,  desde  la  muerte  del  R.  P.  F.Juan  Ca- 
lienes,  y  la  instancia  con  que  sus  habitantes  lo  pedían. 

Las  preces  se  elevaron,  en  9  de  Abril  de  aquel  año 
y  Su  Santidad  espidióla  bula  de  institución:  Apostóla- 
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tus  qffícium  y  las  demás  de  sii  referencia,  en  22  de  Ju- 
nio del  mismo  afio. 

Estas  l)u!as  llegaron,  en  circunstancias  de  estar  fun- 
cionando el  Poder  Le<^islativo  y  de  haberse  renovado, 
como  ahora,  el  personal  del  Ejecutivo.  Este  último 
oyó  el  parecer  del  ilustrado  fiscal  de  la  Córfe  Supre- 
ma, Dr.  D.  José  Gregorio  Paz  Soldán,  el  cual  opinó, 
defendiendo  la  institución  hecha  por  el  Papa,  comba- 
tiendo la  legalidad  de  la  presentación  y  pidiendo  que 
se  llevase  la  cuestión  al  seno  del  Congreso,  á  fin  de 
que  éste  la  resolviese. 

El  Congreso  la  discutió  é  inspirándose  en  los  salu- 
dables principios  de  la  fe  católica,  no  se  vió  tentado 
de  falsearlos;  antes  bien,  en  17  de  Xovien)bre  del  mis- 
mo ano,  prestó  su  asentimiento  para  que  el  Ejecutivo 
pusiese  el  ^s-ase  á  las  bujas.  (l) 

He  aquí,  pues,  un  caso  semejante,  resuelto  en  sano 
sentido,  siendo  así  que  no  reunia  las  condiciones  ex- 
traordinarias que  acompañan  al  presente.  Entonces, 
no  hubo  formación  de  ternas,  ni  aprobación  del  Con- 
greso; ahora,  tampoco  las  ha  habido;  pero,  en  el  pri- 
mer caso,  eran  exigidas  evidentemente  por  la  ley,  mien- 
tras que,  en  el  presente,  su  necesidad  legal  es,  por  lo 
menos,  dudosa.  Sin  embargo,  los  desenlaces  son  desi- 
guales: entonces,  el  Congreso  no  exigió  ternas;  hoy 
ías  exige,  sabiendo  la  institución  hecha  en  favor  del 
señor  Valle;  entonces,  el  Fjecutivo  dirigió  sus  proce- 
dimientos á  poner  e\ pase  á  las  bulas,  que  instituian  al 
señor  Torres;  hoy,  muy  lejos  de  eso,  dá  un  decreto, 
estableciendo  una  misión  diplomática,  que  suplique  al 
Padre  Santo  tenga  por  retiradas  las  preces,  en  favor 
del  señor  Valle,  no  obstante  de  haberse  consumado  la 
institución. 

Esta  diversidad  de  procedimiento,  en  ambas  cues- 
tiones, es  mucho  mas  notable,  si  se  considera  que,  en 
la  de  1868,  se  trataba  de  instituir  Obispo  de  una  dió- 
cesis á  un  simple  sacerdote,  sin  observar  lo  que  el  le- 
gislador ha  querido  establecer  á  ese  respecto;  al  paso 
que,  en  la  de  1872,  nada  ha  dejado  de  observarse,  por- 


[1 J  Véase  el  documento  N?  17. 
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que  nada  ha  dispuesto  la  ley  sobre  eJ  particular;  es  de- 
cir, tratándose  de  una  simple  traslación. 

Ahora,  preguntamos:  La  solución,  que  no  tuvo  gra- 
ves inconvenientes,  en  1868,  ¿por  qué  los  tendria  en 
1872?  ¿no  es  mucho  menos  grave  el  caso  presente? 
La  Legislatura  de  1872  ¿corregirá,  con  su  conducta, 
la  de  1868?  ¿No  es  mas  decoroso,  para  el  Congreso  de 
la  República,  seguirlas  huellas  de  los  que  lo  han  pre- 
cedido y  cortar  de  raiz  la  ocasión  de  nuevos  conflic- 
tos, haciendo  prácticamente  eficaz  el  artículo  134  de 
la  Constitución? 

Por  último,  el  reconocimiento  del  nuevo  Arzobispo, 
siendo,  como  lo  hemos  demostrado,  la  única  solución 
fundada  en  los  principios  y  abonada  por  los  hechos, 
es,  al  mismo  tiempo,  la  única,  prácticamente  posible, 
pues  cualquiera  otra  es  ineficaz  é  irrealizable. 

En  efecto,  si  no  se  reconoce  al  señor  Arzobispo,  so- 
lo hay  abierto  el  camino,  comenzado  ya,  de  la  remi- 
sión de  las  ternas  al  Congreso,  para  que  verifique  la 
elección. 

En  tal  supuesto,  tendriamos,  por  un  lado,  la  falta 
de  eclesiásticos  idóneos  que  las  compusieson;  y,  por 
otro,  su  completa  inutilidad. 

Ninguno  de  nuestros  Obispos  podrá  consentir  que 
su  nombre  figure,  en  ternas  formuladas,  con  menospre- 
cio de  la  Autoridad  Apostólica.  Muchas  pruebas  de 
íidhesion  le  tienen  dadas  todos  los  Obispos  de  la  Re- 
pública, para  que  sea  posible  suponer  que  cooperasen, 
de  algún  modo,  á  que  fuese  desconocida:  comprenden 
demasiado  el  altísimo  principio  dogmático,que  encierra 
la  presente  cuestión,  y  ninguno  ¡á  Dios  gracias!  seria 
capaz  de  dar  el  deplorable  escándalo  de  permitir  que 
se  pusiese  su  nombre,  entre  los  candidatos  de  una 
elección  nugatoria,  contraria  al  derecho  eclesiástico, 
injuriosa  á  la  Santa  Sede  y  prácticamente  cismática. 
Ninguno  de  nuestros  sacerdotes  dejaria,  tampoco,  de 
seguir  el  noble  ejemplo  del  episcopado  peruano. 

Las  ternas  carecen,  ademas,  de  objeto,  en  el  caso 
que  analizamos.  ¿Qué  se  propondrían  con  ellas  el  Go- 
bierno y  el  Congreso?  ¿Acaso  hacerla  elección  del 
Arzobispo?  ¿l^o  saben  que  no  seria  reconocida  por 
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los  católicos,  que  se  desvanecería,  por  sí  misma,  que 
no  condiiciria,  realmente,  sino  al  desprestigio  de  los 
altos  poderes  del  Estado?  ¿Acaso  el  poder  civil  naria 
la  institución  canónica  del  Arzobispo,  que  se  nombra- 
se? ¿Acaso,  sin  institución  canónica,  le  reconocería 
como  tal? 

Seguir  pues,  este  camino,  en  mengua  de  los  intere- 
ses católicos,  no  conduciría,  en  último  análisis  y  resul- 
tado, sino  á  empañar  el  lustro  y  el  decoro  del  Sobera- 
no Congreso  y  del  Supremo  Gobierno  de  la  República. 

Queda,  por  tanto,  demostrado  que  la  única  solución 
posible  de  la  presente  cuestión  es  el  reconocimiento  del 
Arzobispo  de  Lima,  no  solo,  porque  asi  lo  persuaden 
los  })ríncipios  religiosos,  jurídicos,  legales  y  políticos  y 
los  .precedentes  históricos,  sino,  también,  porque  cual- 
quiera otra,  sobre  estar  llena  de  dificultades,  es  prác- 
ticamente imposible. 


CAPITULO  IX. 

BESÚMEN  Y  CONCLUSION. 

Hemos  procurado  analizar,  en  estas  páginas,  la  gra- 
ve cuestión  del  Arzobispado  de  Lima,  que  preocupa, 
hoy,  á  todos  los  espíritus.  Hemos  dejado  de  conside- 
rarla, bajo  de  otros  muchos  aspectos,  por  no  dar  á  es- 
te  opúsculo  demasiada  extensión-  Antes  de  concluir- 
lo, nos  parece  útil  condensar,  en  un  breve  resúmen, 
los  anteriores  capítulos. 

Partiendo  de  los  antecedentes  de  la  cuestión,  á  fin 
de  concretarla,  en  sus  precisos  y  verdaderos  términos, 
la  hemos  estudiado,  bajo  sus  fases  mas  importantes, 
arribando,  ^egun  nos  parece,  á  las  conclusiones  si- 
guientes: 

L'  Solo  el  Papa  tiene,  por  derecho  divino,  la  facul- 
tad de  elegir  y  nombrar  á  los  Obispos,  en  todo  el  Orbe; 

2."  Por  concesión  graciosa  de  la  Silla  Apostólica, 
disfrutan  algunos  gobiernos  el  privilegio  de  presentar 
para  los  obispados  vacantes; 
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3.  *  Nuestro  Gobiprno  ejerce,  de  hecho,  esta  facul- 
tad, que  el  Papa  tolera,  pero  no  reconoce; 

4.  "  En  virtud  de  ella,  presentó  al  Illmo.  Señor  Va- 
lle, para  el  Arzobispado  de  Lima; 

5.  *  Esta  presentación  no  se  opone  á  las  leyes  vigen- 
tes sobre  la  elección  de  los  obispos; 

6.  *  Aunque  se  opusiera,  solo  se  podría  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  de  los  inñ  actores,  pero,  de  ninguna 
manera,  desconocer  la  institución  del  Arzobispo; 

7.  *  Conforme  á  nuestras  leyes,  no  se  puede  declarar 
la  nulidad  de  la  presentación  y,  mucho  menos,  la  de 
la  institución,  que  no  cae  bajo  el  dominio  de  la  potes- 
tad civil; 

8.  *  Su  simple  desconocimiento  seria  abiertamente 
contrario  al  derecho  internacional,  en  cuanto  es  apli- 
cable á  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado; 

9.  *  La  misión  á  Roma  no  puede  tener  un  resultado 
favorable  á  los  deseos  del  Gobierno; 

10.  *  El  señor  Arzobispo  electo,  ni  puede,  ni  debe  re- 
nunciar su  Sede,  en  las  actuales  circunstancias; 

IL*  Todos  los  principios,  que  se  pueden  invocar  en 
cuestiones  de  este  género,  conducen  al  reconocimien- 
to del  nuevo  Arzobispo,  como  única  solución  posible; 

12^  Los  precedentes  históricos,  de  acuerdo  con  los 
principios,  abren  y  ponen  espedito  el  camino  del  reco- 
nocimiento; 

13*.  Cualquiera  otra  solución  deja  subsistentes  las 
dificultades  y  es  prácticamente  imposible. 

Compendiado  así  nuestro  trabajo,  para  mayor  cla- 
ridad del  asunto  y  mejor  inteligencia  del  lector,  nos 
permitimos  dirigir  dos  palabras,  antes  de  terminar,  á 
ios  altos  poderes  del  Estado  y  á  los  católicos  de  Lima. 

Penetrados  el  Soberano  Congreso  y  el  Supremo 
Gobierno  de  la  gravedad  y  trascendencias  de  la  pre- 
sente cuestión,  deben  meditar  mucho  la  resolu- 
ción que  adopten.  Ni  la  precipitación,  ni  las  pasio- 
siones,  ni  las  conveniencias  personales,  deben  tomar 
parte  en  las  deliberaciones  de  los  hombres  de  Estado: 
solo  deben  preocuparlos  los  grandes  intereses  de  la 
Religión  y  de  la  sociedad,  que  pueden  comprometerse 
gravísimamente,  en  este  delicado  asunto.  No  olviden, 
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un  solo  instante,  que  no  tienen  derecho  a!guno  para  he- 
rir el  sentimiento  católico  del  país — que  jamás  lo  fu', 
impunemente — y  libren  al  Perú  de  divisiones  religiosas, 
que  hagan  mas  graves  las  divisiones  políticas  y  sean 
peligrosas  para  la  paz  pública.  La  Iglesia  permanece 
siempre,  viendo  pasar  ante  sus  ojos  á  todos  los  parti- 
dos políticos,  con  sus  grandezas  y  con  sus  miserias;  no 
sucede  lo  mismo  á  los  que  chocan  con  ella.  La  Historia 
está  allí  para  comprobarlo.  Aleccionados  por  ella  y  por 
las  mismas  dificultades  y  peligros  de  la  presente  cues- 
tión, deben  nuestros  hombres  públicos  despojarse  de 
vulgares  preocupaciones  y  proceder,  sin  demora,  á  ce- 
lebrar un  concordato  con  la  Santa  Sede,  como  el  me- 
dio único,  prescrito  por  la  Constitución  misma,  de  es- 
tablecer sobre  bases  sólidas  las  relaciones  entre  la  Iglesia 
y  d  Estado^  (1)  y  de  quitar,  en  lo  futuro,  toda  ocasión 
y  pretexto  á  tan  deplorables  conflictos. 

A  los  católicos  solo  diremos  que  no  se  dejen  seducir 
por  miramientos  personales  y  que  no  sacrifiquen,  ante 
ellos,  los  mas  sagrados  principios  de  lafé  católica.  En 
la  Iglesia,  ni  hay,  ni  debe  haber  partidos:  solo  hay  her- 
manosen  Jesucristo,  ov^ejasde  su  rebano,  hijos  del  mis- 
mo Padre,  miembros  del  mismo  cuerpo,  reunidos  to- 
dos, en  la  gran  sociedad  humana-divina,  que  es  la  Igle- 
sia católica,  bajo  la  inmediata  vigilancia  de  sus  respec- 
tivos pastores,  y  bajo  la  obediencia  del  Romano  Pon- 
tífice, Vicario  de  Jesucristo  en  la  tierra.  Entre  noso- 
tros, no  debe  haber  partidarios  de  Pablo,  de  Cefas  ó  de 
Apolo  (2);  que  haya  solo  discípulos  del  Salvador,  que 
lleven  grabada  en  su  corazón  su  divina  palabra  : 
*'Quien  á  vosotros  oye,  á  mi  me  oye;  quien  á  vosotros 
desprecia,  á  mi  me  desprecia"  (3). 

Recuerden,  por  último,  todos:  los  que  mandan  y  los 
que  obedecen,  los  grandes  y  los  pequeños,  las  exco- 
muniones fulminadas  por  la  Iglesia  contra  los  que,  de 
cualquier  manera,  impiden  la  ejecución  y  observan- 
cia de  las  Letras  apostólicas. 

(1)  Constitución  de  la  República,  artículo  134. 

(2)  Epístola  1  de  S.  Pablo  á  los  CoiinLios,  cap.  I,  v.  ll.j  12  y  13. 

(3)  Qui  vos  audit,  me  audit:  et  qui  vos  spernit,  me  spernit.  S» 
Lucaf?,  cap.  X,  v.  16, 


DOCUMENTOS 


N^l. 

Lima,  22  de  Julio  de  1870. 

Al  Señor  Miiiistro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Rela- 
ciones Exteriores. 

Señor  Ministro; 

Los  largos  servicios  que  he  prestado  á  la  Iglesia  del 
Perú  j  la  avanzada  edad  que  Dios  se  ha  dignado  con- 
cederme, exigen  de  mí  la  tranquilidad  espiritual  y  el 
descanso  corporal.  Es  llegada  la  hora  de  que  tenga  á 
mi  lado  un  sábio  Coadjutor  en  quien  descargar  el  peso 
abrumador  del  Gobierno  de  este  Arzobispado,  al  que  no 
resisten  ya  mis  débiles  fuerzas.  En  esta  virtud,  me  he 
fijado  en  la  dignísima  persona  del  Ilustrísimo  señor 
Obispo  de  Trujillo,  D.  D.  Francisco  Orueta,  como  la 
mas  digna,  capaz  y  benemérita  de  este  honor  de  cuan- 
tas cuenta  el  clero  del  Perú ;  y  con  esta  fecha,  autori- 
zado por  los  sagrados  cánones,  he  dirigido  mis  preces 
á  nuestro  Santísimo  Padre  Pió  IX,  para  que  me  lo  con- 
ceda por  mi  Coadjutor  perpetuo. 

Al  poner  en  conocimiento  de  S.  E.  el  Presidente,  por 
el  digno  órgano  de  V.  E.,  esta  mi  deterrainaci'on,  toma- 
da en  cumplimiento  de  un  deber  de  mi  Ministerio  y  des- 
cargo de  mi  conciencia,  me  lisonjeo  con  la  halagüeña 
esperanza  de  que  S.  E.,  cuyo  celo  por  la  prosperidad  y 
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decoro  de  la  Iglesia  Católica  en  el  Perú  es  tan  notorio, 
no  solo  apoyará  mi  determinación,  sino  también  por  la 
parte  que  le  toea  se  dignará  honrar  al  dignísimo  señor 
Obispo  Orueta,  escogido  para  mi  Coa(íjutor  perpétuo, 
designándole  para  mi  futuro  sucesor,  y  en  uso  del  de- 
recho c^ue  le  confiere  la  ley  fundamental,  presentándolo 
á  Su  Santidad  y  pidiéndole,  en  la  brevedad  posible,  que 
se  digne  extender  las  Bulas  para  mi  Coadjutor  desig- 
nado con  derecho  de  futura  sucesión  á  mi  silla  Metropo- 
litana, cuando  Dios  se  sirva  disponer  de  mi  existencia, 
según  suele  hacerse  en  tales  casos. 

Con  esto,  el  Excelentísimo  señor  Presidente  habrá 
premiado  el  mérito  de  un  Obispo,  que  tantos  servicios 
ha  prestado  á  esta  Iglesia,  y  asegurado  á  ésta  su  feliz 
porvenir  con  darle  uno  de  los  mejores  pastores,  que 
actualmente  honra  la  católica  República  del  Perú. 

Dios  guarde  á  US,  —  José  Sebastian,  Arzobispo 
de  Lima. 


2. 

Señores  Secretarios  de  la  Honorable  Cámara  de  Di- 
putados. 

Lima,  Diciembre  6  de  1870. 

Por  el  contenido  del  oficio  que,  en  copia  auténtica 
tengo  el  honor  de  pasar  á  manos  de  USS.  se  impondrá 
la  Honorable  Cámara  de  que  el  M.  R.  Metropolitano, 
que  ha  consagrado  su  larga  vida  al  servicio  de  la  Igle- 
gia,  desea,  consultando  la  tranquilidad  de  su  espíritu  y 
SQ  descanso  corporal,  tener  á  su  lado  un  sábio  Coadju- 
tor en  quien  descargar  el  peso  abrumador  del  Grobierno 
del  Arzobispado;  peso,  que,  según  sus  propias  palabras, 
Bo  resisten  ya  sus  debilitadas  fuerzas.  En  esta  virtud 
el  R.  D.  del  Obispado  católico  anuncia  que  se  ha  fijado 
en  la  muy  digna  persona  del  R.  Obispo  de  Trujillo  D. 


D.  Francisco  Orueta-,  de  quien  hace  el  merecido  enco- 
mio, para  elevar  su3  preces  á  Su  Santidad,  pidiéndole 
le  conceda  al  expresado  señor  Obispo  por  su  Coadjutor 
perpétuo,  con  derecho  de  sucesión  á  la  Sede  Metropo- 
litana. Y  como  para  que  esto  pueda  efectuarse,  es  in- 
dispensable se  haga  la  correspondiente  designación  y 
presentación,  solicita  el  R.  Arzobispo  se  verifiquen  y 
se  impetre  del  Santo  Padre  la  pronta  expedición  de 
las  Bulas. 

Reconociendo  S.  E.  el  Presidente  la  bondad  de  las 
razones  consignadas  en  el  oficio  adjunto,  las  muy  pro- 
ruinentes  cualidades  que  recomiendan  tanto  al  R.  Obis- 
po de  Trajillo,  y  la  necesidad  de  que  sea  gobernada  la 
Arquidiocesis  por  uv  prelado  de  las  virtudes,  luces  j 
especiarles  dotes  que  tanto  distinguen  al  R.  señor  Orueta; 
no  habria  vacilado  en  acoger,  desde  luego,  la  petición 
del  respetable  Metropolitano,  si  nuestra  Carta  funda- 
mental no  exigiera  en  su  artículo  94  inciso  16  que  para 
la  presentación  de  Arzobispo  y  de  Obispos  preceda  la 
aprobación  del  Congreso;  y  si  no  se  tratára  de  un  caso 
enteramente  nuevo,  no  previsto  por  ninguna  de  nuestras- 
leyes.  El  Gobierno  ha  meditado  profundamente  el  asun- 
to y  ha  tocado  con  las  mas  serias  dificultades,  desde  que, 
para  resolverlo,  hay  necesidad  de  interpretar  y  aun  de 
ampliar  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1864.  Si,  optando 
por  la  formación  de  ternas  las  presentaba  'al  Congreso 
para  que  éste  hiciera  la  elección,  podrá  resultar  que  no 
recayendo  ésta  en  la  persona  designada  por  el  M.  R. 
Arzobispo,  viniese  á  ser  ilusoria;  puesto  que  si  por  un 
lado  respecto  á  la  futura  sucesión  debe  intervenir  el 
Congreso  y  el  Gobierno,  el  uno  eligiendo  y  el  otro  pre- 
sentando, por  el  otro,  respecto  al  nombramiento  de  Coad- 
jutor, basta  la  elección  que  hiciera  el  Metropolitano. 
Si  aceptando  la  solicitud  del  Metropolitano  se  omitiese 
la  presentación  de  ternas,  se  salvarla  una  formalidad 
que  la  ley  ha  determinado  para  la  elección  dé  Obispos 
j  Be  comprometerian  los  derechos  que  tienen  el  Congre- 
so de  elegir  y  el  Gobierno  de  presentar,  subordinándolas 
á  la  designación  que  de  futuro  sucesor  hicieran  el  Ar- 
zobispo y  Obispo*. 


Todas  estas  dificultades  detenidamente  estudiadas  por 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Ministros,  lo  han  decidido  á  ocurrir  al  Con- 
greso para  que  en  ejercicio  de  sus  atribuciones,  acepte 
si  le  parece  conveniente,  la  solicitud  del  Metropolitano, 
en  atención  á  un  caso  nuevo,  á  los  servicios  prestados 
por  tan  eminente  Prelado  y  á  los  distinguidos  méritos 
del  Coadjutor  y  futuro  sucesor  propuesto,  y  para  que 
fije  de  un  modo  claro  y  preciso  la  regla  que  debe  seguir- 
se en  casos  futuros  idénticos  ó  de  igual  naturaleza  que 
pudieran  ocurrir. 

Dígnense  USS.  dar  cuenta  de  este  oficio  y  del  de  su 
referencia  á  la  Honorable  Cámara  de  cuyos  sentimien- 
tos, eminentemente  católicos,  espera  el  Gobierno  la  mas 
acertada  solución  de  este  asunto. 

Dios  guarde  á  USS.  —  J.  Aranibar. 


3. 

Lima,  27  de  Febrero  de  1871. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia, 
Culto,  Instrucción  y  Beneficencia. 

Señor  Ministro : 
Ha  llegado  á  mi  noticia  que  el  Cuerpo  Legislativo  no 
ha  podido  tomar  en  consideración  mi  oficio  en  que  ma- 
nifesté al  Supremo  Gobierno  mi  determinación  de  nom- 
brar Coadjutor  de  esta  Arquidiocesisal  Ilustrísimo  señor 
Orueta,  Obispo  actual  de  Trujillo;  cuyo  oficio  fué  som^' 
tido  por  US.  á  la  deliberación  de  las  Cámaras. 

Por  conseeuencia  de  esto,  no  se  ha  tomado  determina- 
ción ninguna  en  este  asunto;  y  siendo  por  su  naturaleza 
grave,  y  poderosas  las  razones  que  me  obligaron  á  so- 
licitar Coadjutor,  no  puede  mi  petición  quedar  aplazada 
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indefinidamente,  6  por  lo  menos  hasta  la  reunión  de  la 
próxima  Legislatura.  Esto  me  obliga  á  recurrir  á  US. 
para  que  tenga  la  bondad  de  acordar  con  S.  E.  el  Pre- 
sidente de  la  República,  la  resolución  que  convenga. 

Aun  cuando  estoy  persuadido  de  que  el  Jefe  del  Es- 
tado y  US.  no  encontrarán  óbice  ninguno  p'ara  atender 
mi  petición,  tanto  por  ser  arreglada  á  las  leyes  eclesiás- 
ticas, cuanto  por  las  cualidades  personales  del  Uustrí- 
simo  señor  Obispo  Orueta,  me  tomo  la  libertad  de  hacer 
algunas  observaciones,  no  para  ilustrar  el  respetable 
juicio  del  Gobierno,  sino  mas  bien  para  exponer  las  ra- 
zones que  tuve  presente  para  pedir  la  coadjutoría  con 
derecho  de  sucesión. 

Siendo  un  exclusivo  derecho  mió  el  nombramiento  de 
Coadjutor,  no  puede  obtener  este  cargo  otra  persona 
que  la  designada  por  mí.  Así  es  que,  bajo  de  este  con- 
cepto, no  hay  razón  para  que  el  Cuerpo  Legislativo 
intervenga  en  el  expresado  nombramiento. 

Tampoco  la  hay  por  causa  de  la  futura  sucesión  ;  pues 
el  objeto  de  la  ley  civil  que  exige  la  concurrencia  del 
Congreso  para  la  presentación  de  Obispos,  no  es  otro 
que  buscar  el  mejor  acierto  y  elegir  al  que  sea  digno. 
Y  como  este  fin  se  ha  llenado  ampliamente  en  .el  señor 
Orueta,  que  es  Oispo  elegido  con  sujeción  á  esas  leyes, 
no  hay  motivo  ninguno  para  repetir  esa  elección. 

Por  otra  parte,  si  la  elección  se  verificase,  se  me  des- 
pojarla del  derecho  de  elegir  Coadjutor,  que,  como  he 
dicho  antes,  me  pertenece  exclusivamente. 

La  futura  sucesión  agregada  al  título  de  Coadjutor,  no 
tiene  otro  objeto  que  asegurar  el  porvenir  al  Uustrísimo 
señor  Orueta;  pues  debiendo  de  renunciar  su  Obispado, 
quedarla  sin  beneficio,  cuando  cesase  la  coadjotoria,  y 
no  es  justo  exponerlo  á  esta  eventualidad. 

Además,  por  la  coadjutoría  quedarla  vacante  la  silla 
Episcopal  de  Trujillo,  y  su  provisión  podría  hacerse  con 
arreglo  á  las  leyes.  Así  es  que  no  hay  en  rigor  sino  una 
traslación  de  una  silla  á  otra,  en  la  que  se  consultan 
los  derechos  del  Obispo  trasladado. 

Finalmente,  aun  cuando  fuera  precisa  la  intervención 
del  Cuerpo  Legislativo  en  este  asunto,  el  Gobierno  ha 
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cumplido  sus  deberes  sometiéndolo  á  su  conocimiento. 
Si  por  causa  de  las  ocupaciones  de  las  Cámaras  no  ha 
sido  tomado  en  consideración,  uo  debe  el  Gobierno  es- 
perar la  nueva  Legislatura,  porque  el  asunto  es  urgente 
y  de  suma  gravedad.  Si  por  estos  motivos  se  hace  la 
presentación,  con  cargo  de  dar  cuenta  de  ella  al  Congre- 
so, esta  corporación  no  tendrá  motivo  ninguno  de  queja 
contra  el  Poder  Ejecutivo  y  se  evitarán  los  inconvenien- 
tes que  provendrian  de  la  demora. 

Por  tales  razones,  y  por  las  reiteradas  pruebas  que 
S.  E.  el  Presidente  y  US.  han  dado  de  su  anhelo  é  in- 
terés en  favor  de  la  Iglesia,  espero  que  á  la  mayor  bre- 
vedad se  dignarán  elevar  sus  preces  á  Su  Santidad, 
para  el  nombramiento  ^del  Ilustrísimo  señor  Orueta  en 
los  términos  que  lo  tengo  pedido. 

Dios  guarde  á  US.  —  José  Sebastian,  Arzobispo 
de  Lima, 


4. 

Excmo.  Señor: 

Si  el  Congreso  hubiese  prestado  á  este  negocio  la 
preferente  atención  quemerecia  y  que  V.  E.  sometió  á 
su  resolución  en  6  de  Diciembre  último,  ya  estarla  re- 
mediada una  necesidad  urgente  ¡do  la  Iglesia  Metropo- 
litana. —  La  voz  pública  atribuye  su  aplazamiento  en 
las  Cámaras  á  manejos  interesados  y  sórdidas  intrigas. 
El  Gobierno  llenó  desde  entonces  sus  deberes  con  ver- 
dadero celo  religioso  y  con  leal  patriotismo;  pero  la 
necesidad  existe  y  se  hace  cada  dia  mas  apremiante; 
buscar  el  modo  de  satisfacerla,  es  en  lo  que  V.  E.  debe 
ocuparse,  según  los  principios  del  derecho  común,  que 
el  bien  y  utilidad  de  la  Iglesia  demandan  imperiosamen- 
te; á  los  que  V.  E.  no  puede  ser  indiferente  como  su 
protector  y  patrón, 

Trátase  pues  de  saber  [el  modo  como  se  proverá  de 


Coadjutor  al  M.  R.  Metropolitano  con  derecho  de  suce- 
sión y  que  sea  mas  conforme  á  las  leyes  pátrias.  —  Es- 
tas y  la  Constitución  solamente  determinan  y  disponen 
el  orden,  reglas  y  trámftes  con  que  hayan  de  ser  elegi- 
dos y  presentados,  en  vacante^  el  Arzobispo,  los  Obis- 
pos y  otros  beneficiados;  pero  estudiándolas,  se  conoce 
que  no  pueden  ser  aplicadas  en  el  caso  actual,  j^a  porp 
que  la  silla  Metropolitana  está  ocupada  por  el  respetable 
decano  del  episcopado  católico;  ya  porque  nadie  sin  su 
beneplácito  puede  ocuparla,  como  so  Coadjutor  tempo- 
ral ó  perpétuo,  ya  porque  pretenderlo  ú  ordenarlo,  con- 
tra lo  que  mandan  los  cánones  y  las  leyes  civiles,  seria 
un  absurdo.  Forzoso  es,  pues,  buscar  la  solución  de  este 
asunto,  en  los  principios  que  esas  leyes  y  cánones  re- 
conocen, "cuando  están  comprometidos  el  bien  y  la  ar- 
monía de  la  Iglesia  y  del  Estado. 

Siempre  que  se  trata  de  nombrar  un  Coadjutor  tem- 
poral y  perpétuo  ó  con  derecho  de  sucesión,  y  cuando 
lo  requieren  las  varias  y  justas  causas  designadas  por 
los  cánones,  para  que  sirva  por  un  Obispo  6  Metropoli- 
tano, que  corresponde  exclusivamente  al  Romano  Pon- 
*  tífice,  que  es  el  juez  supremo,  á  quien  compete  examinar 
y  decidir  si  hay  ó  no  necesidad  y  utilidad  de  la  Iglesia 
para  proveer  al  remedio,  conforme  al  Concilio  Triden- 
tino  en  su  S.  25  capítulo  séptimo.  —  Cuando  se  trata 
de  nombrar  un  Coadjutor  temporal,  debe  también  obser- 
varse la  misma  regla,  de  ocurrir  al  S.  P.  Si  la  necesi- 
dad es  urgentísima  y  es  muy  difícil  ocurrir  á  él  pronto, 
puede  entóneos  el  Obispo  ó  Metropolitano,  hacer  el 
nombramiento  con  el  consentimiento  del  cabildo,  con- 
curriendo la  mayor  parte  de  sus  miembros,  es  decir,  los 
dos  tercios,  pero  dando  inmediatamente  cuenta  á  Su 
Santidad,  por  ser  esta  una  de  las  causas  mayores  que 
no  está  sujeta  á  prescripción,  según  el  capítulo  único, 
título  sexto,  libro  tercero  y  sexto.  Ninguno  de  estos 
motivos  ocurre  ahora  para  separarse  de  las  disposiciones 
canónicas. 

Siendo  pues  un  derecho  personalísimo  del  M.  R.  Ar- 
zobispo, designar  para  Coadjutor  suyo,  á  la  persona  que 
reúna  las  calidades  necesarias  y  requeridas  para  ejercer 
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el  cargo  pastoral,  y  siendo  ademas  este  acto  distinto  del 
de  presentar  en  vacante,  aunque  sea  una  excepción  6 
restricción  de  ella  de  que  nuestras  leyes  no  se  han  ocu- 
pado de  una  manera  especial  ^  el  Ilustrísimo  y  M.  R. 
señor  Goyeneche,  ha  dado  un  testimonio  claro  de  su 
respeto  á  las  leyes  del  patronato  nacional,  solicitando 
de  V.  E.  su  beneplácito,  y  V.  E.  ha  llenado  también 
sus  deberes  dirigiéndose  al  Congreso,  poniendo  en  su 
conocimiento  lo  ocurrido,  para  que  en  atención  á  lo 
nuevo  del  caso  y  al  compromiso  que  pudiera  atraer  so- 
bre los  derechos  y  atribuciones  de  ámbos  poderes,  fijara 
de  un  modo  claro  y  preciso  la  regla  que  deberá  seguir- 
se encases  futuros  idénticos  de  igual  naturaleza:  con 
estos  procedimientos  parece  haberse  practicado  cuanto 
convenia  al  asunto,  que  por  su  naturaleza  requiere  pron- 
ta solución. 

Los  coadjutores  con  derecho  de  suceder,  deben  tener 
las  mismas  calidades  requeridas  para  los  titulares,  así 
los  coadjutores  de  los  Arzobispos  ú  Obispos,  deben-  ser 
Obispos  ó  creados  al  ménos  in  partibus.  Las  Bulas  de 
Coadjutoria  llevan  la  provisión  y  colación  del  Beneficio 
por  espectativa,  sin  que  sea  necesaria  otra  nueva  para 
suceder  en  la  Prelatura. 

Para  los  beneficios  consistoriales  en  Francia  era  ne- 
cesaria la  provisión  del  rey. 

Para  la  Ooadjuioria  de  un  Obispo,  se  necesitaba,  á  , 
mas  de  la  voluntad  del  propuesto,  el  beneplácito  real — 
placitum  regium  —  Esta  distinción  puede  servir  de  re- 
gla ahora.  Las  Bulas  que  S.  S.  expidiese  serán  sometidas 
á  los  requisitos  que  para  su  pase  y  ejecución  prescribe 
la  Constitución,  y  así  'quedarán  terminadas  las  dudas 
que  el  negocio  presenta  por  falta  de  una  ley  clara  que 
el  Congreso  ha  dejado  de  dar,  cuando  se  ha  presentado 
la  ocasión  para  ello. 

El  Fiscal  no  califica  de  traslación  el  nombramiento 
del  Ilustrísimo  Orueta,  Obispo  de  la  Libertad,  para 
Coadjutor  de  la  Metrópoli,  porque  para  que  haya  tras- 
lación es  preciso  que  la  silla  que  vá  á  ocupar  el  traslado 
esté  vacante,  y  estándolo,  debe  proveerse  según  lo  que 
prescriben  las  leyes  y  cánones,  que  rechazan  la  idea  de 
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que  una  Iglesia  tenga  dos  esposos,  ó  que  un  Obispo 
lo  sea  de  ambas  simultáneamente. 

Tomando  V.  E.  en  consideración  las  razones  funda- 
das que  contiene  el  oficio  del  M.  R.  Arzobispo,  y  las 
ligeras  indicaciones  de  este  dicámen,  podrá  acordar  se 
le  conteste: — que  el  Gobierno  presta  su  beneplácito 
para  que  solicite  de  Su  Santidad,  el  nombramiento  de 
Coadjutor  en  favor  del  Ilustrísimo  señor  Obispo  D.  D. 
Francisco  Orueta,  cuyas  virtudes,  ciencia  y  antiguos  ser- 
vicios á  la  Iglesia,  le  hacen  digno  y  acreedor  de  obte- 
ner y  ejercer  tan  elevado  cargo.  Sin  perjuicio  de  darse 
cuenta  al  Congreso  en  su  oportunidad  para  los  efectos 
constitucionales  según  queda  indicado. 

Lima,  Febrero  de  1871. 

Paz-Soldan. 


5. 

Excmo.  Señor: 

El  Fiscal  que  suscribe  ha  examinado  con  atención 
profunda  este  expediente,  en  el  cual  concurren  con  la 
urgente  necesidad  y  utilidad  notoria  de  la  Iglesia,  las 
venerables  palabras  del  Decano  del  Episcopado  Católico, 
M.  R.  Arzobispo  Dr.  D.  José  Sebastian  de  Goyeneche 
y  Barreda,  apoyadas  por  la  ilustración  y  constante  celo 
del  señor  Fiscal  Dr.  Paz-Soldan;  y  cuyos  resultados 
darán  en  lo  futuro,  el  Pálio  de  Santo  Toribio  al  desig- 
nado como  Coadjutor  perpétuo  hoy  R.  Obispo  de  Tru- 
jillo,  Dr.  D.  Francisco  Orueta,  el  mas  antiguo  entre  loíi 
Obispos  de  lá  República  y  dignísimo  de  ocupar  la  silla 
metropolitana,  por  su  doctrina,  piedad  y  prudencia. 

Si  estas  circunstancias  serian  capaces  de  inclinar  la 
voluntad,  tratándose  de  que  tenga  merecido  descanso, 
mediante  un  Coadjutor,  el  M.  R.  Arzobispo  que  en  su 
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avanzada  edad  siente  debilitarse  sus  fuerzas,  empleadas 
por  mas  de  cincuenta  años  en  servicios  apostólicos;  for- 
man completamente  la  opinión  de  este  ministerio  otras 
razones,  ámas  de  las  que  ya  constan  en  este  expediente. 

La  instalación  de  Obispos  coadjutores,  aunque  apli- 
cada raras  veces  por  lo  extraordinario  j  excepcional  de 
los  casos  en  que  tiene  lugar,  es  antiquísima  en  la  Igle- 
sia, cuya  historia  cuenta  entre  los  coadjutores,  nombra- 
dos con  aplauso  del  clero  y  el  pueblo;  á  San  Alugandro 
Obispo  de  Capadocia  para  auxiliar  la  ancianidad  de 
Narciso  en  Jerusalen,  y  á  San  Agustín  para  la  de  Va- 
lerio Obispo  de  Hipona. 

En  lo  general,  los  coadjutores  con  futura  sucesión, 
están  absolutamente  prohibidos ;  porque,  como  dice  el 
Concilio  Tridentino  (cap.  7.  ses.  25  de  la  reforma),  "es 
»  odioso  á  los  sagrados  cánones  y  contrario  á  los  decre- 
»  tos  de  los  padres,  todo  lo  que  tiene  apariencia  de  su- 
))  cesión  hereditaria  en  materia  de  beneficios  eclesiásti- 
»  COS.  "  Mas  agrega  el  Santo  Concilio,  que 

"  Si  en  alguna  ocasión  pidiere  la  necesidad  urgente 
»  ó  la  utilidad  notoria  de  la  Iglesia  Catedral,  que  se  asig- 
))  ne  Coadjutor  al  Prelado,  no  se  le  dé  este  con  la  futu- 
»  ra,  á  no  tener  ántes  exacto  conocimiento  de  la  causa 
))  el  Santísimo  Pontífice  Romano,  y  constar  de  cierto 
»  que  concurren  en  el  Coadjutor  todas  las  calidades  que 
»  se  requieren  en  los  Obispos." 

Por  el  decreto  de  24  de  Agosto  y  cédula  de  12  de  Se- 
tiembre de  1745,  que  se  contienen  en  la  ley  5?  título  13, 
libro  1^  de  la  Novísima  Recopilación,  después  de  repe- 
tir la  prohibición  absoluta  y  su  única  taxativa  decretadas 
por  el  Concilio,  se  resolvió  y  mandó  que  se  observase 
invariablemente  la  referida  disposición  conciliar,  "y 
»  que  si  vinieren  algunas  Bulas  á  cerca  de  esto  no  se 
n  cumplan  ni  ejecuten,  ni  se  permita  ni  dé  lugar  á  que 
»  sean  cumplidas  ni  ejecutadas,  sino  que  se  presente  al 
»  consejo  para  que  se  vea  y  provea  lo  que  conviniere." 

Si  en  las  citadas  leyes  canónicas  y  civiles  está  determi- 
nadamente provisto  y  resuelto  el  caso  extraordinario  y 
excepcional  de  que  convenga  al  servicio  de  Dios,  por 
bien  de  la  Iglesia  y  del  Estado,  proveer  de  Coadjutor  con 
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futura  sucesión  al  Arzobispo  ú  Obispos  que  ocupan  sus  si- 
llas, pero  que  no  pueden  desempeñar  su  ministerio ;  no 
se  encuentra  otra  disposición  sobre  este  punto  en  las 
leyes  de  la  República  ni  en  la  Constitución.  Estas  se 
contraen  solo  al  caso  de  vacante,  y  ordenan  la  elección, 
nombramiento  y  presentación  de  Arzobispo  y  Obispo. 

La  Constitución,  en  la  atribución  16  artículo  24,  en- 
carga al  Presidente  de  la  República:  presentar  para 
Arzobispo  y  Obispo,  con  aprobación  del  Congreso,  á 
los  que  fueren  electos  según  la  ley"  — Y  la  ley  de  19 
de  Octubre  de  1864,  dispone  que  el  Poder  Ejecutivo 
proponga  en  terna  doble  al  Congreso,  para  que  éste  eli- 
ja al  que  deba  ser  presentado  á  Su  Santidad. 

Aunque  en  la  primera  vez  que  se  dio  esta  ley,  á  27 
de  Setiembre  el  propio  año  64,  fué  devuelta  con  obser- 
vaciones del  Poder  Ejecutivo,  calificándola  de  anti-cons- 
titucional,  ella  rige  porque  insistió  el  Congreso,  y  fué 
promulgada,  siendo  de  cai*tícter  provisional  miéntras  se 
reconsidera  la  ley  orgánica  de  17  de  Diciembre  de  1851. 

Porque  la  coadjutoría  se  ha  instituido  para  remediar 
las  necesidades  de  la  Iglesia,  estando  ocupada  la  silla  del 
Arzobispado  ú  Obispado,  corresponde  al  Prelado  que 
la  posee,  el  derecbo  de  designar  su  Coadjutor  perpétuo. 
Y  porque  en  la  vacante  no  hay  poseedor,  cuyos  dere- 
chos sea  preciso  atender,  es  atribución  exclusiva  del 
Presidente  de  la  República  que  ejerce  el  patronato, 
presentar  con  aprobación  del  Congreso  6  proponer  seis 
para  que  este  elija  al  que  deba  ser  presentado  á  Su  San- 
tidad, á  fin  de  que  lo  instituya  Arzobispo  ú  Obispo. 

La  evidente  incompatibilidad  que  se  advierte  entre 
el  derecho  del  Arzobispo  ú  Obispo  para  designar  su 
-Coadjutor  perpétuo-,  y  la  potestad  del  Gobierno  para 
presentar,  en  caso  de  vacante,  al  sucesor  que  sea  de  su 
voluntad,  no  proviene  de  las  leyes  sino  de  ser  distintos 
los  casos  y  las  disposiciones  concernientes  á  ellos. 

En  uno  y  otro  caso  interviene  previamente  el  Supre- 
mo Gobierno  Ejecutivo,  ya  asintiendo  al  nombramiento 
de  Coadjutor,  ya  presentando  para  Arzobispo  ú  Obispo. 
Interviene  también  en  ambos  casos  el  Congreso  después 
de  instituido  por  Su  Santidad  el  Coadjutor  6  el  Arzo- 
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bispo  ú  Obispo ;  porque  las  Bulas  de  institución  de  uno 
y  de  otros  deben  presentarse  al  Jefe  del  Estado,  para 
el  pascy  que  no  se  concede  ni  niega,  según  el  inciso  19^ 
de  la  Constitución,  sin  el  asentimiento  del  Congreso. 

A  causa  detener  derecho  á  la  futura  sucesión  el  Coad- 
jutor perpétuo,  parece  natural  deducir  —  que  el  prévio 
asentimiento  del  Gobierno  para  la  coadjutoria,  debe  ser 
con  aprobación  del  Congreso,  como  lo  es  la  presentaciou 
constitucional  en  caso  de  vacante.  Pero  de  otro  lado 
conviene  igualmente  considerar :  que  así  como  en  la  Re- 
pública se  ha  prescrito  para  el  caso  de  vacante,  que  el 
Congreso  apruebe  la  presentación;  así  en  la  monarquía 
se  hallaba  establecido,  por  la  ley  XI,  título  17  libro  2^ 
de  la  Novísima  Recopilación,  que  la  presentación  para 
los  Arzobispados  ú  Obispados  que  vacaren,  se  hiciere 
prévia  consulta  déla  Cámara;  que  sin  embargo  de  ser 
en  la  monarquía,  esencial  este  requisito  prévio  para  la 
presentación  en  casos  de  vacante,  no  fué  exigido  para 
las  coadjutorias  con  futura,  en  la  citada  Ley  5?  título  13 
del  mismo  libro,  sino  que  se  mandó  cumplir  puntual- 
mente el  decreto  del  Concilio  en  que  lo  esencial  es  el 
conocimiento  de  la  causa  que  corresponde  á  Su  Santi- 
dad; y  se  mando,  además,  que  se  exhibiesen  al  Conse- 
jo las  Bulas  que  sobre  el  particular  vinieren,  para  que 
alK  se  vean  y  provea  lo  que  conviniere;  y  finalmente 
que  esta  presentación  de  las  Bulas  para  el  pasg,  era 
entonces  por  las  leyes  del  título  3?  libro  2^  de  la  Noví- 
sima Recopilación  tan  indispensable  en  todo  caso,  como 
lo  es  ahora  por  el  inciso  19  artículo  94  de  la  Consti- 
tución. 

Si,  pues,  hay  una  ley  especial  sobre  coadjutorias  con 
futura,  en  que  no  se  prescriben  las  mismas  formalidades 
previas  que  por  las  leyes  generales  se  rigen  para  la  pre- 
sentación en  vacante :  si  lo  único  común  en  aquella  y 
en  estas,  después  del  asentimiento  del  Poder  Ejecutivo 
en  la  coadjutoria  ó  de  la  presentación  en  la  vacante,  es 
que  Su  Santidad  instituya,  y  que  las  Bulas  obtengan 
Qlpase:  si  no  se  ha  dado  en  la  República  otra  ley  para 
coadjutorias ;  y  el  patronato  se  ejerce  constitucional- 
mente,  arreglándose  á  las  leyes  y  práctica  vigente  (inciso 
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jutoría perpétua  de  Arzobispo  y  Obispo  resulta  que  la 
intervencioPx  del  Congreso  tendrá  lugar,  cuando  conozca 
constitucionalmetite  de  las  Bulas  de  institución;  se  de- 
duce lógicamente  que  será  legal  'el  asentimiento  que 
V.  E.  preste  á  la  coadjutoria  designada  por  el  M.  R. 
Arzobispo,  sin  que  sea  indispensable  la  prévia  aproba- 
ción del  Congreso. 

Corroborase  esta  conclusión  con  las  tres  circunstan- 
cias recordadas  por  el  señor  Fiscal  Dr.  Paz-Soldan:  1? 
Haber  dado  el  M.  R.  Arzobispo,  ocurriendo  á  V.  E., 
testimonio  claro  de  su  respeto  á  las  leyes  del  Patrona- 
to; 2^  Haber  V.  E.  consultado  al  Congreso  este  caso 
raro  y  urgente  hoy,  pidiendo  una  resolución  general  que 
alejara  todo  motivo  de  duda  en  el  permanente  ejercicio 
de  las  respectivas  atribuciones  de  los  altos  podores  del 
Estado;  y  3?  Haberse  puesto  en  receso  el  Congreso,  sin 
dejar  ninguna  resolución. 

Aunque  adoptando  la  conclusión  indicada,  quedará 
satisfecha  la  actual  necesidad  urgente,  conviene  evitar 
los  abusos  que  en  adelante  podrían  sobrevenir  en  otros 
casos  si  por  medio  de  una  nueva  ley  conforme  con  el 
principio  general  proclamado  en  el  mismo  decreto  del 
Concilio,  y  en  la  cual  estén  prescritas  todas  las  circuns- 
tancias, no  se  impidiese  la  posibilidad  de  hacer  heredita- 
ria la  sucesión  de  los  Obispos,  á  pretexto  déla  institución 
de  Coadjutor  con  futura. 

Si  por  lo  expuesto,  tiene  V.  E.  á  bien  prestar  su  asen- 
timiento á  la  expresada  coadjutoria  con  futura  sucesión 
en  favor  del  Reverendo  Obispo  señor  Orueta,  para  ayu- 
dar la  ancianidad  del  M.  R.  Arzobispo  señor  Goyeneche, 
puede  V.  E.  servirse  proceder  á  la  respectiva  postula- 
ción á  Su  Santidad;  sin  perjuicio  de  dar  cuenta  al  Con- 
greso, y  de  iniciar  6  recabar  la  ley  que  para  lo  venidero 
sirva  de  regla  completa  y  general  en  esta  materia. 

Lima,  24  de  Marzo  de  1871. 

ÜRETA. 
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6. 

Lima,  Julio  27  de  1871. 

Con  lo  expuesto  por  los  Fiscales  del  Tribunal  Supre- 
mo, y  considerando: 

1^  Que  habiendo  el  Reverendo  Metropolitano  mani- 
festado al  Gobierno  por  el  oficio  que  en  cópia  corre  á 
f.  1,  que  su  avanzada  edad  y  los  largos  servicios  que 
habia  prestado  á  la  Iglesia  del  Perú,  lo  ponian  en  la  ne- 
cesidad de  tener  á  su  lado  un  sábio  Coadjutor,  en  quien 
descargar  el  peso  abrumador  del  gobierno  del  Arzobis- 
pado, por  cuyos  motivos  se  habia  fijado  en  la  dignísima 
persona  del  Reverendo  Obispo  de  Trujillo  Dr.  D.  Fran- 
cisco Orueta,  y  pedídole  que  en  virtud  de  sus  atribuciones 
constitucionales  apoyara  esa  determinación,  designase 
al  Reverendo  Obispo  mencionado  eomo  futuro  sucesor, 
presentándolo  á  Su  Santidad  y  pidiéndole  le  extendiese 
las  Bulas  de  tal  Coadjutor  con  derecho  de  futura  suce- 
sión á  la  silla  metropolitana-  se  expidió  con  acuerdo 
unánime  del  Consejo  de  Ministros,  la  resolución  de  7 
de  Diciembre  de  1870,  mandando  elevar  al  Congreso 
esa  solicitud,  pasándole  al  efecto  el  oficio  acordado; 

2^  Que  elevada  esa- petición  á  la  Honorable  Cámara 
de  Diputados,  el  Gobierno  manifestó  en  el  oficio  que  en 
copia  corre  á  fojas  2,  que  atendidos  los  preceptos  de  la 
Carta  fundamental  y  las  disposiciones  de  i9  de  Octu- 
bre de  1864,  no  se  creia  competente  para  resolverla,  por 
Bisólo,  interpretando  los  términos  de  esta  ley,  y  amplian- 
do su  sentido,  prescindiendo  en  la  provisión  del  Arzobis- 
pado de  un  requisito  tan  importante  cual  era  la  elección 
que  debia  hacer  el  Congreso,  la' que  quedaría  suprimida 
desde  que  se  permitiese  que  los  Obispos  pudiesen  desig- 
nar á  sus  sucesores,  recabando  únicamente  el  consen- 
timiento del  Gobierno : 

3?  Que  realmente  según  los  términos  de  esos  precep- 
tos constitucionales  y  de  los  de  la  ley  recordada,  era 
indispensable  la  consulta  y  que  el  Congreso  resolviera 
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lo  conveniente,  salvando  no  solamente  la  dificultad  del 
caso  propuesto,  sino  estableciendo  una  regla  fija  para 
ío  posterior,  porque  en  efecto,  según  lo  prevenido  en  el 
artículo  16  de  la  Constitución,  al  Ejecutivo  compete 
presentar  para  Arzobispo  y  Obispos,  á  los  elegidos  por 
el  Conorreso  y  conforme  á  lo  mandado  en  el  artículo  1^ 
de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1864,  miéntras  se  sancio- 
na aquella,  en  que  se  fije  el  modo  de  hacer  la  elección, 
el  Congreso  debe  hacerla  á  propuesta  en  terna  doble 
del  Poder  Ejecutivo:  y  en  el  caso  propuesto,  no  se  ha- 
bria  hecho  esa  elección,  ni  el  Ejecutivo  habria  presen- 
tado las  ternas ; 

4^  Que,  administrándose  la  futura  sucesión,  no  podia 
ni  verificarse  esa  elección,  ni  presentarse  las  ternas, 
porque  uno  y  otro  acto  serian  ilusorios,  desde  que  re- 
cayese el  beneficio  en  una  persona  no  designada  portel 
Arzobispo,  puesto  que  á  este  es  á  quien  toca  nombrar 
al  Coadjutor,  siendo  una  calidad  accesoria  la  de  futuro 
sucesor,  y  de  este  modo  quedan  comprometidas  las  atri- 
buciones y  derechos  de  ambos  poderes; 

5^  Que  habiéndose  clausurado  el  Congreso,  sin  resol- 
Ter  este  grave  asunto,  ha  insistido  el  Reverendo  Arzo- 
bispo en  que  el  Gobierno  preste  su  asentimiento  para 
la  futura  sucesión  y  los  Fiscales  del  Tribunal  Supremo 
han  dictaminado  á  favor  de  la  pretensión,  opinando  que 
los  derechos  del  Gobierno  quedarían  salvados  desde  que 
prestara  su  consentimiento,  y  los  del  Congreso,  desde 
que  se  le  sometiesen  para  su  aprobación,  las  Bulas  que 
expidiese  Su  Santidad,  nombrando  al  Obispo  de  Trujillo 
eomo  Coadjutor  perpétuo  y  futuro  sucesor  del  actual 
Reverendo  Arzobispo; 

69  Que  á  pesar  de  estas  alegaciones,  el  Gobierno,  si 
aceptara  la  solicitud  del  Reverendo  Metropolitano,  que- 
brantaría la  Carta  fundamental,  presentando  para  Ar- 
íobispo,  aunque  futuro,  á  la  persona  que  no  había  sido 
elegida  por  el  Congreso,  violaria  las  disposiciones  del 
artículo  19  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1864,  no  pre- 
sentando para  la  elección  la  terna  doble  requerida  por 
aquella :  crearía  inevitables  é  irremediables  conflictos 
entre  el  Estado  y  la  Iglesia,  en  el  caso  de  que  el  Con- 


—  lé- 
grese, prescindiendo  de  la  imperiosa  necesidad  en  que 
se  le  pondria  de  aprobar  las  Bulas,  no  les  otorgase,  no 
oI>stante,  su  aprobación ; 

7*?  Que  no  puede  ser  discutible,  ni  ponerse  en  duda, 
que  al  designarse  al  Reverendo  Obispo  de  Trujillo  como 
futuro  sucesor  del  actual  Arzobispo,  se  le  elige  y  pre- 
senta como  tal,  y  por  consiguiente  se  verifica  la  elección 
por  el  Gobierno,  siendo  así  que  ella  debe  ser  hecha  por 
el  Congreso,  se  infrinje  la  Carta  fundamental  y  aun 
se  compromete  el  Patronato  Nacional  y  las  regalías  del 
Gobierno,  resignando  la  elección  al  Metropolitano  ú 
Obispo  que  haga  la  elección  de  su  futuro  sucesor; 

8°  Que  no  hay  motivo  bastante,  ni  suficientemente 
fundado,  para  que  se  quite  del  Congreso  el  conocimien- 
to del  asunto  y  se  resuelva  por  el  Gobierno;  las  dificul- 
tades del  caso,  y  lo  funesto  del  precedente  que  se  senta- 
ría, aceptándose  sin  la  anuencia  del  Congreso  la  futura 
sucesión  del  Arzobispado,  no  se  salvaría  con  las  distin- 
guidas cualidades  y  eminente  saber  del  Obispo  de  Tru- 
jillo, que  el  Gobierno  se  complace  en  reconocer;  se  re- 
suelve, con  el  voto  unánime  del  Consejo  de  Ministros, 
V  que  por  ahora  no  le  es  posible  al  Gobierno  prestar  su 

consentimiento  para  que  el  Obispo  de  Trujillo  sea  de- 
signado como  futuro  sucesor  del  actual  Arzobispo, 
hasta  que  este  asunto  sea  decidido  por  el  Congreso  j 
que  se  lleve  adelante  la  resolución  de  7  de  Diciembre  de 
1870.  —  Comuniqúese,  regístrese  y  p'ublíquese. 

Kúbrica  de  S.  E.  —  Aranibae. 


Lima,  Agosto  16  de  1871. 

Al  señor  Dr.  D.  José  Aranibar,  Ministro  de  Estado  en 
el  despacho  de  Jnsticia,  Culto,  Instrucción  j  Benefi- 
cencia. 

Habiéndose  reservado  hasta  la  próxima  Legislatura, 
el  expediente  sobre  mi  solicitud  para  que  S.  E.  se  dig- 
nara dirigir  sus  preces  á  Su  Santidad,  á  fin  de  que  nom- 
•brase  por  mi  Coadjutor,  con  futura  sucesión,  al  Illmo. 
Sr.  Dr.  D.  Francisco  Orueta^bispo  deTrujillo,  ocurro 
nuevamente  á  S.  E.  por  el  respetable  órgano  de  US.,  pa- 
ra que  sean  atendidas  las  necesidades  de  la  Metrópoli. 

El  ministerio  pastoral  que  por  mas  de  medio  siglo  he 
desempeñado,  ha  debilitado  mis  fuerzas:  necesito,  pues, 
de  un  Prelado  que  se  haga  cargo  de  un  modo  absoluto 
del  gobierno  de  la  Arquidiócesis :  porque  un  Vicario 
general  no  podrá  satisfacer  completamente  ni  respon- 
sabilidad, y  tranquilizar  del  todo  mi  conciencia,  como 
lo  penetrará  la  alta  inteligencia  d^  US.,  y  puesto  que  el 
Ilustrísimo'  señor  Orueta  no  podrá  servir  ahora  esta 
Iglesia  como  mi  Coadjutor  con  futura  sucesión,  hasta  que 
esta  cuestión  no  se  resuelva  por  el  Congreso,  me  prometo 
no  habrá  ya  inconveniente  por  parte  de  S.  E.  para  que 
lo  verifique  sin  esa  cualidad.  Así  serán  al  menos  satis- 
fechos mis  deseos  de  continuar  mis  dias  con  el  consuelo 
de  que  este  Arzobispado  sea  entretanto  regido  por  un 
Obispo  que  á  sus  distinguidas  luces,  reúne  la  experien- 
cia de  largos  años  en  el  gobierno  eclesiástico.  Mas,  para 
realizarlo,  es  indispensable  intervenga  la  autoridad  del 
soberano  Pontífice,  á  quien  está  reservado  dispensarle 
de  la  residencia  en  su  diócesis  y  facultarlo,  para  que  de- 
je en  ella  un  gobernador,  sujeto  á  su  dirección,  hoy  tan 
fácil  por  la  comunicación  frecuente  que  proporcionan 
los  vapores;  y  es  igualmente  necesario  que  S.  E.  se  dig- 
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ne  expresar  su  supremo  beneplácito  que,  sin  duda,  mere 
cerá  la  aceptación  de  Su  Santidad,  j  de  consiguiente  la 
concesión  de  la  gracia. 

Diosguarde  á  US.  —  José  Sebasstian,  Arzobispo 
de  Lima 


8. 

Lima,  16  de  Agosto  de  1871. 

Visto  el  oficio  que  precede,  con  el  acuerdo  unánime 
del  Consejo  de  Ministros,  se  resuelve:  que  el  Gobierno, 
por  su  parte,  presta  su  consentimiento  para  que,  por 
ahora,  y  mientras  el  Congreso  determine  lo  conveniente 
Bobre  la  consulta  que  se  le  hizo  en  7  de  Diciembre  de 
1870,  el  Reverendo  Obispo  de  Trujillo,  Dr.  D.  Fran- 
cisco Orueta  sea  Coadjutor  temporal  del  actual  y  M. 
R.  Arzobispo  y  pueda  residir  fuera  de  su  diócesis  de 
Trujillo,  nombrando  un  Vicario  gobernador  que,  la  rija. 
Trascríbase  al  M.  R.  Arzobispo  y  pase  el  expediente  al 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  para  que,  por  ese 
despacho,  se  eleven  á  Su  Santidad  las  respectivas  pre- 
ces. —  Regístrese  y  publíquese. 

Rúbrica  de  S.  E  —  Aranibar. 


9. 

El  19  de  Febrero  del  presente  año  la  Iglesia  Metro- 
politana de  Lima  quedó  viuda,  á  consecuencia  de  la 
muerte  de  su  Dignísimo  Prelado  el  señor  Ur.  D.  José 
Scebastian  de  Goyeneche  y  Barreda,  Decano  del  Espis- 
pado Católico.   Fatigado  con  el  peso  de  Jos  años  y  det 
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trabajo  que,  por  el  espacio  demás  de  cincuenta  de  epis- 
copado, soportaronsus  hombros,  rindió  ssualma  al  Crea- 
dor, declarando  en  su  testamento  que  Labia  gastado 
cuanto,  por  razón  de  sus  beneficios  episcopales,  Labia 
adquirido*  Esto  no  obstante,  el  Gobierno  mandó  seguir 
el  juicio  de  espolies,  que  aún  no  La  terminado. 

Ya  desde  el  22  de  Julio  de  1870,  conociendo  que  se 
acercaba  el  fin  de  sus  dias  y  que  le  escaseaban  las  fuer- 
zas, para  continuar  rigiendo  la  Iglesia  do  Lima,  mani- 
festó al  Gobierno  su  resolución  de  acudir  á  la  Santa  Se- 
de para  que  le  concediera  por  Coadjutor  perpétuo  al 
Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Trujillo.  Por  oficio  dirigido 
á  la  Honorable  Cámara  de  Diputados  en  6  de  Diciem- 
bre del  mismo  afio  el  Gobierno  sometió  este  asunto  ála 
resolución  del  Congreso,  el  cual  cerró  sus  sesiones  sin. 
expedirla.  Mas,  como  insistiese  el  muy  Reverendo  Me- 
tropolitano en  que  se  tomase  una  determinación  que  lo 
librase  del  peso  del  Arzobispado,  el  Gobierno,  después 
de  oir  á  los  Fiscales  de  la  Corte  Suprema,  que  opinaron 
porque  se  accediese  á  la  solicitud  del  Reverendo  Arzo- 
bispo, resolvió  que,  estando  pendiente  la  cuestión  en  el 
Congreso,  por  entónces  no  le  era  posible  prestar  su  con- 
sentimiento para  que  el  Reverendo  Obispo  de  Trujillo 
fuese  designado  como  futuro  sucesor  del  2\.rzobispado< 
Desistiendo,  finalmente,  en  su  oficio  de  IG  de  Agosto 
de  1871  de  su  empeño  en  que  el  Coadjutor  lo  fuera  con 
futura  sucesión,  se  expidió  en  la  misma  fecLa  el  decreto 
que  dispuso  se  elevasen  á  Su  Santidad  las  respectivas 
preces.  Accediendo  á  ellas,  el  Romano  Pontífice  remi- 
tiólas Letras  Apostólicas,  que  el  Gobierno  oportuna- 
mente mandó  cumplir  y  ejecutar,  y,  en  virtud  de  las 
cuales,  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Trujillo  pasó  á 
ser,  no  solo  Coadjutor,  sino  Administrador  Apostólico 
del  Arzobispado. 

Graves  dolencias  tuvieron  postrado  al  Ilustrísimo 
Coadjutor  y  le  impidieron  desempeñar  sus  funciones, 
durante  la  vida  del  señor  Arzobispo,  á  punto  de  que  tu- 
vo necesidad  de  nombrar  un  Gobernador  Eclesiástico, 
el  cual  continuó,  ocurrida  la  muerte  de  aquel,  y  hasta 
los  primeros  dias  de  Junio  último,  en  el  ejercicio  de  las 
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que  fueron  conferidas.  Comprometida  sériamente  la  sa- 
lud del  señor  Coadjutor  poruña  enfermedad  tenaz,  que 
hoy  se  vé  con  .cuan  poco  fundamento  opinaron  algunos 
que  era  incurable,  el  Gobierno  se  felicita  de  que  se  ha- 
ya restablecido  completamente  la  de  tan  eminente  Pre- 
lado, ornamento  de  la  Iglesia  Peruana. 

Por  decreto  expedido  en  30  de  Marzo  del  presente 
año,  y  con  el  voto  unánime  del  Consejo  de  Ministros, 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República  presentó  á  Su  San- 
tidad al  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Huánuco  pidién- 
dole su  traslación  de  esta  diócesis  á  la  Metropolitana  de 
Lima.  Nada  mejor  puedo  hacer,  al  daros  cuenta  de  este 
hecho,  que  copiar  el  párrafo  del  Mensaje  que  S.  E.  de- 
bía leeros  el  28  de  Julio  á  él  referente:  Tratando  de 
evitar  los  males  que  trae  consigo  la  viudedad  de  una 
Iglesia,  dirigí  á  Su  Santidad  las  respectivas  preces  para 
la  traslación  del  Reverendo  Obispo  de  Huánuco  á  la 
silla  de  la  Metrópoli,  teniendo  para  ello  en  cuenta,  apar- 
te de  las  distinguidas  cualidades  de  ese  Prelado,  á  quien 
el  Congreso  eligiera  no  ha  muchos  años  para  elevarlo 
al  Episcopado,  la  circunstancia  de  no  tratarse  de  una 
presentación  en  favor  de  un  eclesiástico,  que  no  hnbiera 
sido  ya  calificado  por  vuestra  sabiduria,  sino  de  simple 
traslación,  caso  no  previsto  en  nuestra  Carta  fundamen- 
tal, y.  el  hecho  muy  reciente  de  que  en  1868  otorgásteis 
el  pase  á  las  Bulas  de  institución  del  Reverendo  Obis- 
po de  Arequipa. " 

(Memoria  del  Ministerio  del  ramo  pag,  17,  18  y  19.) 


N*?  10. 

Lima,  Marzo  30  de  1872. 

Atendiendo  á  los  distinguidos  méritos  contraidos  por 
el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Huánuco  Dr.  U.  Manuel 
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Teodoro  del  Valle,  en  el  ejercicio  de  los  diferentes  car- 
gos que  ha  desempeñado,  y  con  el  voto  unánime  del 
Consejo  de  Ministros,  se  resuelve:  que  se  dirigan  las 
respectivas  preces  á  Su  Santidad  Pió  IX,  á  fin  de  que  se 
sirva  elevarlo  al  Arzobispado  de  Lima,  vacante  por  la 
muerte  del  Reverendo  señor  Dr.  D.  José  Sebastian  de 
Goyeneche  y  Barreda,  acaecida  el  19  de  Febrero  último. 
Rúbrica  de  S.  S.  —  García. 


11. 

El  29  de  Julio,  Su  Santidad,  el  Papa  Pió  IX,  conti- 
nuando la  provisión  de  las  necesidades  de  la  Iglesia,  se 
ha  dignado  hacer  las  designaciones  siguientes: 

Iglesia  Catedral  Suhurvicaria  de  Frasoati,  para  Su 
Eminencia,  el  cardenal  Felice  María  Guidi. 

Iglesia  Catedral  de  Ragusa,  en  Dalmacia,  para  el 
Rdo.  Juan  Zaffron,  trasladado  de  la  Iglesia  de  Sebenico. 

Iglesias  Catedrales  unidas  de  San  Angelo  in  Vado 
y  Urhania,  para  el  Rdo.  Juan  María  Maioli,  traslada- 
do de  la  Iglesia  de  Dora,  in  partihus  in  fidelium. 

Iglesia  Catedral  de  Livorno,  para  el  Rdo.  D.  Julio 
Metti  de  la  Congregación  del  Oratorio. 

Iglesias  Catedrales  reunidas  de  Chiusi  y  de  Pienza, 
para  el  Rdo.  D.  Rafael  Bianchi,  sacerdote  de  Pienza. 

Iglesia  Catedral  nuevamente  erigida  en  Aci  real  en 
Sicilia^  para  el  Rdo.  Gerlando  Gennardi,  sacerdote  de 
Agrigenta. 

Iglesia  Catedral  de  Aosta  en  el  Piamonte,  para  el 
Rdo.  D.  Augusto  José  Due,  sacerdote  de  esa  diócesis. 

Iglesia  Catedral  de  Bobbio,  para  el  Rdo.  Fr.  Enrique 
Gajo  de  Carignano,  capuchino. 

Iglesia  Catedral  de  IJspira,  en  B  a  vi  era,  para  el  Rdo. 
Bonifacio  de  Haneberg  de  los  benedictinos. 
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Iglesia  Catetdral  de  San  Pablo,  en  el  Brasil,  para  el 
Rdo.  D.  Lino  Deodato  Rodríguez  de  Carvalho. 

Iglesia  Catedral  de  Zacatecas,  en  la  América  Seten- 
trional,  para  el  Rdo.  José  María  del  Refugio  Guerra, 
sacerdote  de  la  Arquidiócesis  de  Guadalajara. 

Iglesia  episcopal  de  Gericó,  in  partibus  infidelium, 
para  el  Rdo.  D.  Pedro  Garga,  sacerdote  de  Novara, 
nombrado  auxiliar  del  señor  Obispo  de  Novara. 

Ademas,  habian  sido  provistas  por  breves  las  Iglesias 
siguientes: 

Iglesia  Metropolitana  de  Lima,  en  el  Perú,  para  Mon- 
señor Manuel  Teodoro  del  Valle,  trasladado  de  la  Sede 
de  Huánuco. 

Iglesia  Metropolitana  de  Baltimore,  en  el  Maryland, 
Estados  Unidos  de  América,  para  Monseñor  Santiago 
Roosevelt  Baylay,  trasladado  de  Newark. 

Iglesia  arquiepiscopal  de  Neocesarea,  in  partibus  in- 
fidelium,  para  monseñor  Eduardo  Howard,  sacerdote 
de  Nottingham.  prelado  doméstico  de  Su  Santidad,  vi- 
cario de  la  basílica  patriarcal  del  Vaticano,  consultor 
de  la  Sagrada  congregación  de  Propaganda,  para  los 
negocios  que  conciernen  al  rito  oriental,  refrendario  de 
la  signatura  de  justicia  y  doctor  en  Teología  y  en  dere- 
cbo.  canónico. 

Iglesia  Catedral  de  Richmond,  en  la  Virginia,  Esta- 
dos Unidos  de  América,  para  Mons"eñor  Santiago  Gib- 
bons,  Vicario  Apost(51ico  de  la  Carolina  Setentrional, 
trasladado  de  Aramita  in  partibus. 

Iglesias  catedrales  unidas  de  Zante  y  de  Cefalonia, 
para  el  Rdo.  P.  Fr.  Evangelista  Boni,  de  la  orden  de 
menores  capuchinas  de  S.  Francisco. 

Iglesia  episcopal  de  Abdera,  in  partibusinfideliiim,  pa- 
ra el  Rdo.  E.  Alejandro  Levay,  sacerdote  de  la  Dióce- 
sis de  Massovia. 

En  seguida,  se  hize  instancia  del  Sagrado  Pallium 
para  las  Iglesias  metropolitanas  de  Lima  y  Baltimore, 
provistas,  como  se  ha  indicado. 

[Actas  del  consistorio  celebrado  el  29  de  Julio.] 
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N'?  12. 

Excmo.  Señor: 
El  Congreso  de  la  República  Peruana. 
Considerando : 

Que  la  Arquididcesis  se  halla  en  sede  vacante,  por 
fallecimiento  del  Ilustrísimo  y  Reverendísimo  señor 
Dr.  D.  José  Sebastian  de  Goyeneche  y  Barreda. 

Ha  resuelto : 

Que  V.  E.  remita  al  Congreso  las  ternas  para  la  elec- 
ción del  Arzobispo  de  esta  Metrópoli,  conforme  á  las 
prescripciones  del  inciso  16  del  artículo  94  de  la  Cons- 
titución y  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1864. 

Lo  comunicamos  á  V.  E.  para  su  cumplimiento. 

[Diario  de  los  debates,  publicado  en  "Ei  Nacional"  de  Agosto  30,] 


13. 

La  Cámara  de  Diputados  recibió  una  comunicación 
del  señor  Ministro  de  Justicia,  pidiendo  una  sesión  se- 
creta de  Congreso  para  revelar  algunos  incidentes  rela- 
tivos á  la  cuestión  Arzobispado. 

La  sesión  ha  tenido  lugar  hoy,  con  asistencia  de  ám- 
bas  Cámaras  y  de  los.  señores  Ministros  de  Relaciones 
Exteriores  y  de  Justicia. 

Creemos  saber  que  estos  dos  funcionarios  manifesta- 
ron que  en  sus  respectivos  despachos  no  constaba  la 
presentación  del  Ilustrísimo  señor  Valle,  porque  ni  en 
los  libros,  ni  en  la  correspondencia,  ni  en  ningún  otro 
documento  habia  huella  sobre  el  particular;  pero  que 
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les  constaba  que  las  Bulas  se  habián  remitido  extra-ofi- 
cialmente. 

Manifestaron  ademas,  que  el  Gobierno  estaba  resuel- 
to á  poner  el  cúmplase  á  la  ley  del  Congreso  sobre  la 
remisión  de  las  ternas,  pero  que  juzgaba  mas  convenien- 
te, para  dar  todos  los  pasos  de  conciliación,  elevar  una 
consulta  al  Romano  Pontífice. 

Las  Cámaras  acordaron  sin  votación,  pero  como  re- 
sultado unánime  del  debate ; 

1*?  Que  el  Gobierno  pusiera  el  cúmplase  á  la  ley. 

2°  Que  el  Congreso  no  exigirla  la  presentación  délas 
ternas  hasta  que  no  se  conociera  el  resultado  de  las  ges- 
tiones entabladas  por  el  Gobierno ;  y 

39  Que  si  el  Romano  Pontífice  no  respeta  las  leyes 
del  pais,  se  sostengan  las  regalías  del  patronato. 

El  Gobierno  ha  aceptado  estas  conclusiones  por  ser 
conformes  á  aus  propias  ideas. 

[Boletín  del  dia  de  '"El  Nacional"  de  17  de  Agosto.] 


14. 

Excmo.  Señor: 

Entre  los  cargos  de  responsabilidad  directa  contra  el 
ex-Ministro  de  Justicia  señor  García,  figura  el  decreto 
de  30  de  Marzo  último  sobre  la  presentación  del  señor 
Obispo  de  Huánuco  para  el  Arzobispado.  Al  fundar  la 
honorable  comisión  especial  esta  parte  de  sus  conclusio- 
nes, califica  el  acto  del  Gobierno  como  un  verdadero 
atentado  contra  la  soberanía  de  la  nación,  que  se  reservó 
á  sí  misma  el  derecho  de  elegir  por  medio  de  sus  repre- 
sentantes, á  las  altas  dignidades  eclesiásticas,  y  á  quien 
se  pretendió  imponer  un  Arzobispo,  como  se  pretendió 
imponerle  un  presidente  (palabras  textuales  de  la  comi- 
sión). Tal  es  en  conjunto,  Excmo.  señor,  toda  la  base 
del  artículo  29  sometido  al  debate,  base  que  reducida  á 
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SU  mas  simple  espresion  importa  un  delito  contra  la  so- 
beranía de  la  nación. 

Si  alcanzo  pues  á  demostrar  la  falsedad  de  tal  funda- 
mento, en  el  terreno  legal,  único  en  el  que  deben  discu- 
tirse cuestiones  de  este  género,  es  inevitable  que  caiga 
por  tierra  el  artículo  2^,  porque  no  puede  sostenerse  sin 
base  un  edificio  aereo  y  fantástico,  ó  mas  bien  no  puede 
existir. 

Para  abordar  de  lleno  mi  propósito  debo  establecer 
que  toda  acusación  supone  un  delito  cualquiera,  es  de- 
cir, una  acción  ú  omisión  voluntaria  y  maliciosa  penada 
por  la  ley,  como  quiera  que  el  objeto  de  la  acusación 
no  es  otro  que  hacer  efectiva,  por  medio  de  la  justicia,  la 
aplicación  de  la  pena  al  culpable.  Ademas,  conviene 
averiguar  si  el  código  penal,  que  determina  los  delitos 
y  las  penas,  designa  el  hecho  de  que  se  trata  como  de- 
Uto  contra  la  soherania  de  la  nación;  y  se  verá  Excmo. 
señor,  que  no.  Basta  estudiar  uno  á  uno  todos  los  artí- 
culos de  la  sección  2^,  libro  2^  del  Código  Penal,  que 
tratan  de  los  delitos  de  traición  á  la  patria,  de  los  que 
comprometen  la  independencia  del  Estado  y  contra  el 
Derecho  de  Jantes,  para  concluir  que  no  puede  racio- 
nalmente comprenderse  en  esa  série  de  delitos  el  caso 
en  cuestión.  Otro  tanto  debo  afirmar  respecto  á  la  sec- 
ción 3?  Por  manera  que  puede  dársele  cualquiera  otra 
denominación,  ménos  el  de  delito  contra  la  soberania  de 
la  nación^  máxime  cuando  el  que  hizo  la  presentación 
es  el  único  poder  designado  por  la  Carta  fundamental 
para  el  efecto.  En  una  palabra:  si  la  ley  no  califica  por 
tal  delito  el  acto  por  el  cual  el  Presidei^te  de  la  Repú- 
blica ejerce  con  irregularidad  una  de  sus  atribuciou'es 
constitucionales,  es  atbitrario,  es  abusivo  inventar  un 
calificativo  que  no  es  legal,  por  mucho  que  se  diga  en 
contrario. 

Pero  se  me  objetará  que  toda  infracción  constitucio- 
nal es  siempre  un  atentado  contra  la  soberania  de  la  na- 
ción ;  pero  tal  suposición,  Excmo.  señor,  seria  de  todo 
punto  inaceptable,  desde  que  no  hay  delito  común  cual- 
quiera que  no  sea  una  verdadera  infracción  constitucio- 
nal; como,  por  ejemplo,  cuando  se  detiene  á  un  ciuda- 
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daño  por  mas  de  24  horas  sin  ponerlo  sub  Judice,  cuando 
se  le  recluta,  cuando  se  viola  el  secreto  de  las  cartas, 
etc.,  casos  todos  que  seria  impropio  llamar  atentados 
contra  la  soberania  de  la  nación.  No  es  esto  todo,  Excmo. 
señor,  sino  que  avanzo  mas  en  afirmar  que  hay  infrac- 
ciones constitucionales  que  no  807i  punibles  según  laley^ 
como  el  despojo  sin  fuerza  (que  siempre  es  un  ataque 
contra  la  inviolabilidad  de  la  propiedad,  garantida  por 
la  Constitución)  la  dirección  de  un  establecimiento  de 
educación,  sin  las  garantías  de  suficiencia  y  demás  re- 
queridas por  la  ley,  etc.,  etc.,  en  las  cuales  infraccio- 
nes no  corresponde  la  acción  criminal. 

De  consiguiente,  habiendo  desaparecido  por  completo 
el  único  fundamento  aducido  .por  4a  II.  Comisión  espe- 
cial, puede  replicarse  todavía  por  otros  SS.  que  si  el 
decreto  de  30  de  Marzo  no  es  efectivamente  un  atenta- 
do contra  la  soberania  de  la  nación,  es  cuando  menos 
una  infracción  constitucional  y  justiciable.  Y  ciertamen- 
te, Excmo.  señor,  esta  es  la  única  cuestión  séria  que 
hay  que  debatir. 

Para  ventilarla  con  toda  la  madurez  é  imparcialidad 
que  el  asunto  requiere,  debe  ante  todo  conocerse  á  fon- 
do el  artículo  constitucional  infringido.  Dice  así :  ''Es 
atribución  del  Presidente  de  la  República  presentar 
para  Arzobispos  y  Obispos,  con  aprobación  del  Congre- 
so, á  los  que  fueren  electos  según  la  ley."  Tenemos  pues 
que,  según  el  texto  constitucional,  deben  intervenir  tres 
personas  morales  distintas  en  el  acto  complejo  de  la  pre- 
sentación: al  Presidente  de  la  República  le  compete  la 
presentación,  la  aprobación  del  electo  al  Congreso,  y  la 
elección  al  cuerpo  que  designe  la  ley.  Por  consiguien- 
te, si  están  perfectamente  marcadas  las  atribuciones 
peculiares  de  estos  tres  cuerpos,  fué,  en  hecho  de  ver- 
dad, un  acto  abusivo  y  anti-constitucional  el  del  Con- 
greso de  1864  que,  por  una  ley  transitoria,  se  arrogó  la 
facultad  de  elegir  que  no  le  acuerda  la  Constitución  ;  y 
si  es  incontestable  la  nulidad  de  las  leyes  secundarias 
opuestas  á  la  Carta  fundamental,  como  lo  demostró  muy 
luminosamente  el  H.  señor  Solar  en  una  de  las  sesiones 
pasadas,  no  tiene  razón  de  ser  la  citada  ley  transitoria, 
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cuya  práctica  no  solo  eliminó  la  atribución  constitucio- 
nal del  Congreso  de  aprobar  al  electo^  sino,  y  lo  que  es 
igualmente  grave,  despojó  al  clero  del  Perú  del  legíti- 
mo derecho  de  elección  que  le  compete  según  los  cáno- 
nes, en  razón  de  que  la  naturaleza  espiritual  del  minis- 
terio para  el  que  se  hace  la  elección  así  lo  requiere.  Y 
sabido  es,  Excmo.  señor,  que  en  el  conflicto  de  dos  leyes 
civiles  debe  subsistir  solo  la  ley  fundamental,  y  no  la 
secundaria,  mucho  mas  si  esta  ha  quedado  desautoriza- 
da por  una  resolución  legislativa  en  contrario  como  en 
el  presente  caso. 

A  parte  de  esto  :  si  se  examina  con  detención  el  texto 
de  la  ley  transitoria,  se  observará  que  se  emplean  estas 
terminantes  palabras  —  mientras  se  dá  la  ley  de  elec- 
ción^ etc.,  es  decir,  aquella  á  que  hace  referencia  la 
Constitución.  Luego,  si  es  un  hecho  cierto  que  todavía 
no  se  ha  dado  esa  ley,  no  puede  decirse  en  rigor  que  las 
presentaciones  sin  previa  elección  son  infractorias  de  la 
Carta  fundamental. 

Por  este  deplorable  vacío  y  otros  mas  que  luego  in- 
dicaré, no  se  ha  observado  hasta  hoy,  Excmo.  señor, 
una  práctica  uniforme  en  la  provisión  de  las  sedes  va- 
cantes; porque,  si  el  Congreso  de  1864  practicó,  la  elec- 
ción con  ai^reglo  á  su  ley  transitoria,  que  sea  dicho  de 
paso  fué  justamente  observada  por  el  Poder  Ejecutivo 
como  anti-constitucional,  antes  y  después  se  han  hecho 
presentaciones,  sin  esa  formalidad,  y  los  Congresos, 
Excmo.  señor,  las  han  aprobado  atendiendo  á  muy  altas 
razones  de  justicia  y  de  conveniencia  social.  Estas  ra- 
zones no  se  limitan  únicamente  á  la  falta  de  la  verdadera 
ley  de  elección  de  Obispos,  al  carácter  transitorio,  an- 
ti-constitucional y  nulo  de  la  ley  de  1864,  á  las  necesi- 
dades espirituales  de  los  pueblos  que,  como  sociedad 
religiosa  y  mas  que  ninguna  otra,  necesitan  del  cuidado 
pastoral  de  sus  prelados;  sino  muy  especialmente  al  he- 
cho poco  estudiado  pero  profundo  de  que  las  relaciones 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado  no  descansan  aun  sobre  ba- 
ses sólidas,  es  decir,  sobre  aquellas  bases  que  el  artículo 
134  de  la  Constitución  manda  perentoriamente  estable- 
cer por  medio  de  un  concordato.  Y  no  puede  ser  de  otro 
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modo,  Excmo.  señor,  desde  que  la  Iglesia  y  el  Estado 
son  dos  poderes  independientes  por  su  constitución  y 
por  sus  fines,  y  deben  por  tanto  fijar  de  común  acuerdo 
ei  límite  de  sus  relaciones  para  obviar  conflictos  que 
perturbarían  hondamente  los  intereses  religiosos  de  la 
nación. 

Por  último,  según  las  reglas  del  derecho  de  patrona- 
to, se  halla  obligado  el  patrono  á  hacer  la  presentación 
á  los  tres  meses  después  de  la  vacante,  so  pena  de  per- 
der ese  derecho;  y  sin  duda  que  los  Gobiernos  han  teni- 
do en  cuenta  esta  razón  mas  para  proceder  como  han 
procedido. 

Creo  pues,  Excmo.  señor,  que  si  la  H.  Cámara  me- 
dita y  toma  en  séria  consideración  las  razones  sencillas 
y  obvias  que  acabo  de  indicar,  aunque  sin  el  brillo  des- 
lumbrador  de  la  retórica,  no  podrá  dejar  de  convenir  en 
que  el  ex-Ministro  señor  García,  por  el  hecho  de  haber 
aceptado  la  presentación  del  señor  Obispo  de  Arequipa 
como  un  precedente  que  lleva  el  sello  de  una  sanción 
legislativa,  no  merece  ser  acusado ;  y  si  lo  fuera,  por 
cualquier  error  de  concepto,  no  hallaríamos  en  la  legis- 
lación patria  el  nombre  del  delito  ni  la  pena  á  que  deba 
estar  sujeto;  y  si  con  la  omnipotencia  del  querer  se  in- 
ventaran ese  delito  y  esa  pena,  su  responsabilidad  en- 
volvería necesariamente  la  del  Gobierno  y  del  Congreso 
de  1868,  que  obraron  de  la  misma  manera  por  muy  ele- 
vadas razones  de  justicia,  cuales  he  insinuado  ya  en  el 
curso  del  debate.  Esto  por  lo  que  hace  al  2?  artículo 
de  acusación.  * 

En  cuanto  al  primero,  que  se  reduce  á  "no  haber 
cumplido  la  sentencia  ejecutoriada  del  tribunal  supre- 
mo en  la  demanda  de  los  editores  de  "El  Nacional", 
intencionalmente  no  quise  anteponer  al  segundo  cargo 
por  no  prestar  materia  á  una  séria  discusión.  Felizmen- 
te he  recabado  hoy,  Excmo.  señor,  del  Ministerio  de 
Justicia  el  importante  documento  que  tengo  á  la  mano 
y  cuya  lectura  dará  una  verdadera  luz  sobre  la  inocen- 
cia del  que  fué  Ministro  de  Justicia  señor  García.  Dice 
así  (leyó).  Esta  simple  lectura  es  mas  que  suficiente, 
Excmo.  señor,  para  demostrar  que  la  H.  comisión  espe- 
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cial  no  ha  compulsado  los  comprobantes  de  la  acusación, 
pues,  á  proceder  así,  habría  comprendido  que  el  Minis- 
tro no  incurrió  en  delito  ni  aun  siquiera  en  falta,  por- 
que inmediatamente  que  recibió  la  ejcutoria  del  supremo 
tribunal,  no  hizo  sino  lo  que  debiera  hacer  un  Ministro 
de  Justicia,  pasarla  al  de  Gobierno  p«ra  su  cumplimien- 
to, como  lo  hizo  el  señor  García,  según  aparece  del 
documento  leído  y  del  libro  de  tomas  de  razón  del  Mi- 
nisterio de  Gobierno,  que  he  examinado  también.  Qu- 
dando  así  desvanecidos  los  cargos  formulados  contra  el 
señor  García,  la  H.  Cámara,  con  la  ilustración  y  sabi- 
duría que  le  es  propia,  sabrá  á  lo  que  deba  atenerse. 

En  conclusión,  Excmo.  señor,  no  debo  omitir  consig- 
nar un  hecho  muy  significativo  para  la  Cámara,  y  es 
que  los  órganos  mas  autorizados  de  la  opiniono  pública, 
han  designado  siempre  al  señor  García  como  un  buen 
consejero  del  Gobierno,  como  Ministro  inteligario,  la- 
borioso y  honorable,  como  un  alto  funcionario  en  fin, 
que  jamas  manchó  sus  manos  con  el  oro  de  la  naeoin. 

Acusadlo,  señores          y  habréis  dado  la  muerte  á 

los  estímulos  de  la  pureza  y  del  honor. 


15. 

I 

Lima,  Diciembre  20  de  1871. 

Vistas  las  letras  apostólicas  expedidas  en  Roma,  en  4 
de  Noviembre  del  presente  año,  en  las  que  el  Sumo  Pontí- 
fice se  digna  acceder  á  las  preces,  que  le  fueron  elevadas, 
tanto  por  el  Supremo  Gobierno  como  por  el  Dignísimo 
y  Reverendísimo  Metropolitano,  con  el  objeto  de  que  se 
sirviese  aprobar  el  nombramiento  de  Coadjutor  que,  en 
uso  de  sus  facultades  había  hecho  en  la  persona  del  Ilus- 
trísimo  y  Reverendísimo  señor  Obispo  de  Trujillo  Dr., 
D.  Trancisco  Orueta,  el  indicado  señor  Arzobispo,  con 
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el  voto  unánime  del  Consejo  de  Ministros,  se  resuelve: 
que  se  cumplan  y  ejecuten  las  mencionadas  Letras 
Apostólicas.  =  Comuniqúese  y  Regístrese. 
Rúbrica  de  S.  E.  —  García, 


16. 

Excmo.  señor: 

El  segundo  Vice-Presidente  presentó  á  Su  Santidad 
con  fecha  9  de  Abril  último  al  Dr.  ü.  José  Benedicto 
Torres,  para  Obispo  de  Arequipa  por  muerte  del  R.  P. 
Fray  Juan  Calienes,  y  Su  Santidad  le  expidió  las  Bu- 
las de  institución  en  el  Consistorio  de  22  de  Junio,  las 
que  se  presentan  á  V,  E.  para  que  les  conceda  el  pase, 
acompañándose  la  traducción  que  requiere  la. ley. 

Antes  de  entrar  en  el  exámen  y  contenido  de  las  Bu- 
las presentadas,  aparece  una  cuestión  constitucional 
bastante  séria  y  grave.  El  artículo  94  de  la  Constitución 
dá  al  Presidente  de  la  República  la  atribución  de  ejer- 
cer el  patronato  con  arreglo  á  las  leyes  y  práctica  vi- 
gentes, y  de  presentar  para  Arzobispo  y  Obispos,  con 
aprobación  del  Congreso,  á  los  ({mq  fueren  electos  según 
la  ley.  Estas  disposiciones  no  dejan  lugar  á  duda  sobre 
el  modo  y  forma  con  que  se  debió  proceder  á  la  presen* 
tacion  de  Obispos  para  Arequipa:  el  patronato  no  se 
puede  ejercer,  ni  se  ejerce,  aun  en  los  gobiernos  abso- 
lutos, según  la  voluntad  y  antojo  del  Jefe  Supremo, 
pues  tiene  que  guardar  las  prácticas  y  tradiciones  na- 
cionales. Los  Obispos  que  deben  ser  presentados,  pre- 
sidiendo aprobación  del  Congreso,  y  ésta  debe  recaer 
en  uno  de  los  electos  por  el  clero  de  la  Diócesis,  después 
de  llenados  los  trámites  y  requisitos  prescritos  por  la 
ley  de  10  de  Diciembre  de  1851,  que  aunque  infringida 
alguna  vez,  no  está  derogada.  Sin  embargo,  desde  que 
se  promulgó,  casi  nunca  se  ha  prescindido  de  la  apro- 
bación del  Congreso  en  esta  clase  de  provisiones. 
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Convocado  el  pueblo  para  las  elecciones  populares 
por  decreto  de  6  de  Febrero  de  este  año,  expedido  por 
el  2^  Vice-Presidente  en  fuerza  de  su  deber,  y  estando 
próximo  para  reunirse  el  Congreso  en  28  de  Julio,  no 
habia  justa  causa  para  proceder  con  tanta  precipitación 
ni  para  quebrantar  la  ley  fundamental,  que  el  mismo 
2*?  Vice-Presidente  declaró  vigente  en  decreto  de  22  de 
Setiembre  de  1867.  La  presentación  fué  hecha  con 
profunda  reserva,  sin  que  baste  para  excusarla,  la  ne- 
cesidad de  proveer  de  pastor  á  la  Diócesis  de  Arequipa, 
pues  no  era  urgente  desde  que  el  pase  de  las  Bulas  tam- 
poco podia  darse  sin  el  consentimiemto  del  Congreso  ya 
convocado,  como  prescribe  el  artículo  94,  §  19  de  la  Cons- 
titución. 

El  anti-constitucional  procedimiento  del  2?  Vice- 
Presidente  ha  creado  un  fuerte  conflicto.  El  Santo  Pa- 
dre ha  expedido  los  Bulas  instituyendo  Obispo  al  señor 
Torres,  presentado  por  el  Jefe  Supremo  del  Perú,  que 
se  encontraba  en  pacífica  posesión  del  patronato,  y  que 
le  pedia  con  instancia  el  remedio  de  una  necesidad  es- 
piritual 

El  S.  P.  como  Jefe  de  la  Iglesia  Católica,  no  tenia 
que  atender  á  otra  cosa  ni  escudriñar  si  el  Presidente  ~ 
de  la  República  se  sujetaba  ó  no  á  sus  leyes  internas; 
él  debe  creer  y  suponer,  que  el  Jefe  de  una  nación  *m> 
procede  violando  las  leyes  de  cuya  observancia  está  en- 
cargado. En  los  mismos  pactos  internacionales  solo  se 
averigua,  quien  ejerce  de  hecho  la  soberanía  franseun- 
te,  para  tratar  y  entrar  con  él  en  relaciones.  La  Córte 
de  Roma  sostiene  este  principio  y  jamás  retrocede  des- 
pués que  ha  expedido,  ó  negádose  á  expedir  una  Bula 
de  institución.  De  ambas  cosas  tenemos  ejemplos  no 
muy  remotos. 

El  general  Santa  Cruz  presentó  para  Obispo  del  Cuz- 
co al  señor  D.  Eugenio  Mendoza,  y  el  Papa  le  expidió 
las  Bulas  de  institución.  El  Congreso  de  Huancayo  les 
negó  el  pase  y  mandó  que  se  suplicase  de  éllas:  el  Papa 
no  retrocedió  ni  quiso  expedir  otras  nuevas.  Entre  tan- 
to aquella  Diócesis  sufrió  perturbacianes  casi  cismáticas, 
hasta  que  el  Congreso  les  Jpuso  término  por  la  ley  de  4 
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de  Julio  de  1845.  Hubo,  es  verdad,  algunos  otros  inci- 
dentes, pero  que  no  cambian  por  eso  el  fondo  de  la 
cuestión  ni  el  principio  sostenido  por  la  Córte  de  Roma. 

Con  la  aprobación  de  la  Convención  de  1855,  fué 
presentado  para  Obispo  de  la  misma  Iglesia,  el  Dr.  D. 
Juan  G.  Valdivia:  Su  Santidad  se  negó  á  expedir  las 
Bulas  de  institución;  y  á  pesar  de  las  reiteradas  instan- 
cias del  Gobierno  tampoco  cedió.  Estos  y  otros  hechos 
ocurridos  con  varios  gobiernos  poderosos,  nos  enseñan 
lo  que  debemos  esperar,  y  contribuyen  á  patentizar  el 
conflicto  que  ha  creado  el  2?  Vice-Presidente,  por  no 
haber  arreglado  su  conducta  á  la  Constitución  que  apa- 
rentaba defender  y  haber  restablecido.  Corresponde, 
pues,  al  Congreso  dar  solución  á  las  complicadas  cues- 
tiones que  se  han  presentado. 

Reservando  al  Congreso  su  decisión,  y  entrando  el 
Fiscal  en  el  exámen  de  las  Bulas  presentadas,  advierte 
que  en  ellas  se  encuentran  repetidas  las  constantes  pre- 
tensiones de  la  Curia  y  la  misma  depresión  de  la 
soberana  autoridad  nacional,  que  contienen  otras  ante- 
riores, contraías  que  han  protestado  todos  los  gobiernos, 
por  no  reconocerse  en  sus  cláusulas  el  patronato  y  re- 
galías que  por  derecho  competen  á  la  Nación,  cuyo 
Gobierno  tiene  la  facultad  constitucional  de  presentar 
paFírel  Arzobispado,  Obispados,  y  demás  beneficios 
eclesiásticos.  Desconociendo  estos  derechos  y  sin  hacer 
siquiera  mención  de  la  presentación,  que  ha  precedido, 
se  dice  en  la  Bula:  "Tiempo  há  que  hemos  reservado  á 
nuestra  ordenación  y  disposiciones,  las  provisiones  de 
todas  las  iglesias  actualmente  vacantes  y  que  en  lo  su- 
cesivo vacaren,  declarando  desde  ahora  nulo  y  sin  efecto, 
lo  que  cualquiera  autoridad  intententare  en  contrario 
sobre  ésto,  ya  proced-a  á  sabiendas,  ya  por  ignorancia." 
El  derecho  de  presentar  para  los  beneficios  vacantes, 
compete,  por  derecho  común,  al  que  mantiene  á  los  be- 
neficiados, ha  fundado,  construido  ó  reparado  las 
iglesias,  y  sostiene  el  culto  que  en  ellas  se  dá  al  Señor. 
La  Corte  de  Roma  jamás  ha  soportado  estas  cargas,  y 
no  puede  reservarse  para  sí,  desentendiéndose  del  Go- 
bierno, los  derechos  honoríficos  y  regalías  que  le 
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competen  como  á  patrón.  Teniendo  la  República  leyes 
propias  para  su  régimen  interior,  tampoco  puede  prohi- 
bírsele por  una  Bula,  vender,  dar  ó  pignorar  de  modo 
alguno,  aun  con  consentimiento  del  capítulo,  las  pose- 
siones que  corresponden  á  la  mesa  Episcopal,  sin  que 
preceda  el  consentimiento  del  Romano  Pontífice,  bajo 
las  penas  contenidas  en  la  Constitución  Apostólica.  Re- 
conocer y  aceptar  siquiera  semejantes  pretensiones, 
será  convenir  en  la  derogación  de  nuestra  legislación 
civil,  decretada  por  autoridad  extraña.  Los  bienes  si- 
tuados en  el  territorio  de  la  República  y  sobre  los  que 
se  ejerce  la  jurisdicción  nacional,  no  están  ni  pueden 
estar  sujetos  á  otras  leyes  que  á  las  suyas  propias.  Es- 
ta intervención  es  la  que  se  pretende  tener  en  el  Perú, 
ligando  á  los  Obispos  á  sostenerla  por  medio  de  un  jura- 
mento imposible  de  cumplirse.  Debe,  pues,  suprimirse  de 
la  fómula  del  juramento  unas  cláusulas  de  tanta  latitud 
y  tan  opuestas  á  la  independencia  de  la  potestad  tem- 
poral, á  sus  derechos  majestáticos  y  á  sus  regalías.  El 
juramento  que  el  electo  ha  de  prestar,  excluidas  esas 
frases,  debe  concluir  con  estas:  "Sin  perjuicio  de  la 
fidelidad  debida  á  la  República,  y  en  cuanto  no  perju- 
diquen á  sus  regalías,  leyes,  disciplina  ú  otros  cuales- 
quiera derechos,  á  su  independencia  y  soberanía,  ftjy:e- 
glado  en  lo  demás  á  lo  prevenido  en  la  ley  1?  título  7^ 
lib.  1°  de  la  Recopilación  de  Indias,  y  cédula  de  1^  de 
Julio  de  1770."  El  R.  O.  electo  debe  prestar  el  jura- 
mento, si  se  consagrase  en  esta  capital,  ante  la  Excma. 
Corte  Suprema,  ó  ante  la  Corte  Superior  del  Departa- 
mento donde  haya  de  ejercer  su  cargo,  6  donde  se 
consagre,  conforme  álos  artículos  265,  271,  272  y  274 
del  Reglamento  de  Tribunales. 

Como  en  el  Perú  los  Obispos  no  tienen  autoridad 
temporal,  las  palabras  de  las  Bulas  que  hablan  sobre 
ello,  carecen  de  objeto,  y  tampoco  deben  ser  aceptadas. 

Menos  debe  reconocerse  la  reserva  de  decretarse  por 
la  Santa  Sede  una  nueva  demarcación  de  la  Diócesis  de 
Areqnipa,  que  habrá  de  hacerse  en  cualquier  tiempo  y 
á  su  arbitrio,  porque  si  ella  tiene  ó  debe  tener  interven- 
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cion  en  la  parto  espiritual,  todo  lo  demás  corresponde  á 
la  autoridad  civil. 

Estas  indicaciones  deberán  tener  lugar  si  el  Congreso 
otorgase  el  pase  álas  Bulas  presentadas;  por  ello  podrá 
V.  E.  ordenar  que  se  le  remitan  para  los  efectos  del 
artículo  94  inciso  19  de  la  Constitución, 

Lima,  Setiembre  4  de  1868. — Paz- Soldán^ 


W  17. 

Lima,  Noviembre  17  de  1868. 
Excmo.  Señor: 

El  Congreso  ha  presentado  su  asentimiento  para  que 
V.  E.  conceda  el  pase  á  las  Bulas  expedidas  en  Roma 
por  su  Santidad  el  Papa  Pió  IX,  el  dia  22  de  Junio  del 
presente  año,  instituyendo  Obispos  de  la  Diócesis  de 
Arequipa  al  Arcediano  de  la  Catedral  de  Trujillo  Dr. 
D.  José  Benedito  Torres. 

íro  comunicamos  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  de- 
mas  fines. 

Dios  guarde  á  V.  E. — José  Rufino  Echenique,  Pre- 
sidente del  Senado. — Juan  Oviedo,  Presidente  de  la 
Cámara  de  Diputados. — Francisco  Chavez,  Secretario 
del  Senado. — Modesto  Basadre,  Diputado  Secretario. 

Al  Excmo.  Señor  Presidente  de  la  República. 

Lima,  Noviembre  18  de  1868. 

Cúmplase,  expídase  el  exequátur  VQ^^QCtu o ^  y  publí- 
quese. — Rúbrica  de  S.  E. — Barrenechea. 
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